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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso Valenzuela.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 30ª ordinaria, en 11 de julio del año en curso, que no ha sido observada.

Las actas de las sesiones 34ª, ordinaria, en 18 de julio; 35ª, especial, y 36ª, ordinaria, ambas en 19 de julio, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véase en los Anexos el Acta aprobada).

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (boletín Nº 4.361-11). Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Salud, y a la de Hacienda, en su caso.



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, en carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



2) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y República de Singapur, en Wellington, el 18 de julio de 2005 (boletín N° 4.047-10), y



3) Proyecto que modifica la ley N° 19.518 a fin de permitir que las municipalidades actúen como organismos técnicos de capacitación (OTEC) (boletín Nº 4.185-06)



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunicó su ausencia del territorio nacional durante los días 27 a 29 de julio del año en curso, con la finalidad de participar en la ceremonia de transmisión del mando presidencial en la ciudad de Lima, República del Perú.



Agregó que durante su ausencia sería subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el titular de la Cartera del Interior, don Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de ley sobre jornada laboral de los cuarteleros de las compañías de bomberos (boletín N° 4.129-13).



--Se toma conocimiento, se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto de ley que modifica el Estatuto de Capacitación y Empleo en materia de bonificación al contrato de aprendizaje (boletín Nº 4.174-13) Véase en los Anexos documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda, en su caso.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales informa que han sido acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado con el fin de que, en el plazo de diez días, presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que se agreguen a los previamente remitidos en consulta por la Sala.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual consigna la posición de Chile respecto de la situación en el Medio Oriente.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros responde el mismo número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Romero, atinentes al domicilio del Ministerio en la Quinta Región y al Proyecto Camino Internacional Ruta 60 CH.



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Chadwick, relativo al embalse Convento Viejo.



Con el cuarto da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, acerca del by-pass Lanco.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que da contestación a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre recursos para viviendas en la Undécima Región.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Larraín, concerniente a la producción clandestina de vinos.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, tocante a la creación de la Región de Ñuble.



De la señora Subsecretaria de CHILEDEPORTES, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al Programa Mil Escuelas de Fútbol.



De los señores Fiscal Nacional Económico y Secretario del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, mediante los cuales responden oficios remitidos en nombre del Senador señor Horvath sobre alianza entre Colbún y ENDESA.



De la señora Directora Ejecutiva de la CONAMA, por el que da contestación a un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, en cuanto al nuevo aeropuerto de la Novena Región.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, respecto del costo de la energía eléctrica en la Undécima Región.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y de la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Pesca, por medio de los cuales responden oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro relativos a multas en materia pesquera.



De la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, referente a jardín infantil en Villa Baviera.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, acerca de la variación del IPC aplicable a las pensiones.



Del señor Director Nacional de Vialidad, con el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la vía Río Negro-Hornopirén-Chaitén.



De la señora Jefa del Centro de Información de Recursos Hídricos de la Dirección General de Aguas, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a catastro de derechos de aguas.



Del señor Director Nacional de INDAP, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, sobre deuda agrícola.



Del señor Director Ejecutivo del Centro Nacional de la Productividad y la Calidad, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, acerca del Premio Nacional a la Calidad año 2001.



Del señor Presidente del BancoEstado, con el que da contestación a un oficio remitido en nombre del Senador señor Naranjo, en cuanto a comisión en cuentas de ahorro para la vivienda.



Del señor Intendente de la Novena Región, mediante el cual da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Senador señor García, respecto de Programa de Mejoramiento de Barrios en la Novena Región.



De la señora Intendenta de la Undécima Región, con el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de recursos para viviendas.



Del señor Gobernador de Palena, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre opinión ciudadana respecto a la continuación de la Carretera Austral.



De la señora SEREMI de Salud de la Octava Región, por medio del cual da contestación a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, referente al agua potable del sector Carriel Norte.



De la señora Directora de CONAMA de la Novena Región, por el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor García, en cuanto a la polución de Temuco y Padre Las Casas.



Del señor Jefe de Gabinete del señor General Director de Carabineros de Chile, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre dotación de funcionarios de dicha Institución en Villa Mañihuales.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara el 19 de abril de 2004 (boletín Nº 3.919-10) Véanse en los Anexos documentos 3 y 4).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Coloma, que prohíbe el tránsito de ferrocarriles durante la noche en cruces de caminos públicos sin guardabarreras o guardavías (boletín N° 3.958-15). Véase en los Anexos documento 5).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y República de Singapur, en Wellington, el 18 de julio de 2005, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 4.047-10) Véanse en los Anexos documentos 6, 7 y 8).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Frei y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley sobre aumento de las penas en caso de muerte o maltrato de obra a funcionarios de Carabineros, Investigaciones y Gendarmería (boletín Nº 4.362-07) Véase en los Anexos documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Proyecto de acuerdo



De diversos señores Senadores, sobre financiamiento de los planes maestros de aguas lluvias (boletín Nº S 886-12) (Véase en los Anexos documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto con la que presentan un proyecto de ley sobre derecho de explotación a beneficio fiscal que grave a particulares respecto de yacimientos de gas o petróleo.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo preceptuado por el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción del Senador señor Letelier con la que presenta un proyecto de ley relativo a las concesiones de radiodifusión.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Comunicaciones



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, mediante la cual solicita que el proyecto de ley sobre retención de licencias de conducir (boletín Nº 3.984-15) sea remitido a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en atención a que ésta se encuentra conociendo de una iniciativa que establece como medida cautelar la retención de la licencia de conducir en caso de cuasidelito como consecuencia de conducción de un vehículo (boletín Nº 4.125-07).


--Se accede a lo solicitado.



De los Senadores señores Bianchi y Prokurica, por medio de la cual solicitan un pronunciamiento acerca de la admisibilidad de las mociones que tengan como objetivo la creación de empleos rentados en las municipalidades, su supresión o la determinación de sus funciones y atribuciones.



--Se remite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 216 del Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1) Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, que figura en el número 1 de la tabla de hoy.



2) Dedicar Incidentes de la sesión ordinaria de mañana al propósito que tenía esa parte de la de hoy; es decir, considerar los problemas de los desbordes del río Biobío. Con ello, la hora de Incidentes de esta sesión seguirá el curso reglamentario normal.



3) Destinar la hora de Incidentes de la sesión del martes 8 de agosto a debatir la situación del Medio Oriente.



4) Citar a sesión especial para el miércoles 30 de este mes, de 12 a 14, con el propósito de tratar el tema previsional.



5) Designar a los Honorables señores Núñez y Prokurica para que integren, en representación del Senado, la Comisión encargada de la erección de un monumento en memoria del Obispo Emérito de Copiapó monseñor Fernando Ariztía Ruiz, y



6) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre creación del Sistema Nacional de Servicio de Certificación de Competencias Laborales y Perfeccionamiento del Estatuto de Capacitación y Empleo, hasta el lunes 21 de agosto, a las 12.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

INADMISIBILIDAD DE PROYECTO SOBRE DERECHOS DE EXPLOTACIÓN DE PETRÓLEO Y GAS EN REGIÓN DE MAGALLANES

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Mesa ha declarado inadmisible una moción que presentamos con el Senador señor Bianchi, relativa a los derechos de explotación de petróleo y gas en la Región de Magallanes.



Se ha invocado para ello el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución, referido a la administración financiera del Estado. Ésta, como lo señala el artículo 1º del decreto ley Nº 1.263, comprende “el conjunto de procesos administrativos que permiten la obtención de recursos y su aplicación a la concreción de los logros de los objetivos del Estado. La administración financiera incluye, fundamentalmente, los procesos presupuestarios, de contabilidad y de administración de fondos.”.



Dicho concepto, por tanto, se vincula, a mi juicio, a los procedimientos referidos a la captación, contabilidad y administración de estos recursos y no a las fuentes de dichos ingresos, tema en el que la Constitución sólo restringe la iniciativa parlamentaria para un tipo específico: los tributos.



La moción que presentamos abunda en argumentos sostenidos por el propio Ejecutivo en relación con el  royalty minero para fundar que los derechos de explotación no son un tributo. Dicho argumento sirvió a la Cámara de Diputados para admitir a trámite un proyecto de ley sobre royalty al cobre y para diversos proyectos sobre patentes de distinto orden.



Por esas razones, señor Presidente, solicito que se pida un informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el objeto de establecer la admisibilidad de la moción en comento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se procederá de acuerdo a lo solicitado por Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

CRITERIOS DE SELECCIÓN PARA ENTREGA DE FRECUENCIAS DE RADIODIFUSIÓN
El señor LETELIER.- Señor Presidente, en la Cuenta se ha declarado inadmisible un proyecto de mi autoría destinado a recoger una demanda de las Regiones en el sentido de establecer los criterios de selección para la entrega de frecuencias de radio en nuestro país.



Hoy la norma utiliza como criterio el que, frente a un empate de proyectos, se llame a licitación. Sin embargo, la moción que presenté plantea un criterio nuevo, distinto, para que no se considere sólo el aspecto económico, sino que, cuando haya un empate de puntajes entre radios o empresas que postulan a una concesión radial, se valore y pondere positivamente la identidad regional, con el objetivo de defender y proteger las radios locales. Ése es el sentido del proyecto.



Por razones incomprensibles aquí se ha declarado inadmisible, basado en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, que se refiere a la división política y administrativa del país; a la administración financiera y presupuestaria del Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos.  Y la moción no tiene nada que ver con tales asuntos.



La otra alternativa es que la inadmisibilidad se sustente en lo que señala el número 2º del artículo 65, que alude a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República para “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar su funciones o atribuciones;”. Sin embargo, la iniciativa tampoco tiene atingencia con dichas materias, pues sólo trata sobre criterios relativos a una concesión.



Por consiguiente, no entiendo la declaración de inadmisibilidad planteada.



Pido, por lo tanto, que la moción sea enviada a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por cuanto no consideramos correcto que se nos limiten, aun más de lo que se hallan, las facultades de que disponemos.



 El único propósito del proyecto es que, cuando haya un empate entre empresas que postulan a una concesión radial, se considere como un elemento de ponderación la clara identidad local. 



En consecuencia, solicito que la iniciativa sea remitida a la referida Comisión para que emita un informe sobre la materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se procederá en los términos señalados por Su Señoría.






)---------------------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, se ha dado cuenta de un proyecto que viene de la Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 19.518 en orden a permitir que las municipalidades actúen como organismos técnicos de capacitación (OTEC).



Solicito que dicha iniciativa –aprobada unánimemente por la otra rama legislativa- se envíe a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Existe un problema con la ley SENCE que no permite a los municipios mantener actividades de capacitación. De modo que tenemos el compromiso de la Comisión de Trabajo de despacharlo cuanto antes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Me informan que la iniciativa se encuentra en la Comisión de Gobierno. Por lo tanto, habría que pedir que después pasara a la de Trabajo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme.

El señor LETELIER.- No sé si la Comisión de Gobierno, que en este momento tiene una gran carga de trabajo, la está viendo. Nuestro interés es despacharla cuanto antes.



El proyecto a que me refiero trata temas laborales relativos al SENCE y los OTEC.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, la iniciativa pasará de la Comisión de Gobierno a la de Trabajo.




Acordado.

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, la unanimidad de los Comités ha hecho llegar a la Mesa un documento mediante el cual acuerdan distribuir los 17,5 minutos destinados al Comité Mixto en Incidentes de la siguiente forma: Comité Partido Por la Democracia (tres Senadores), 9 minutos, y Comité Partido Radical Social Demócrata (tres Senadores), 9 minutos.

)------------(

V. ORDEN DEL DÍA

OBLIGATORIEDAD DE EDUCACIÓN PARVULARIA EN SEGUNDO NIVEL DE TRANSICIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que establece la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia. 

--Los antecedentes sobre los proyectos (3682-07 y 1737-07 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyectos de reforma constitucional: (moción de los señores Naranjo y Ominami y Ruiz-Esquide y de los ex Senadores señora Frei y señores Páez, Díaz y Hormazábal).


En primer trámite, sesión 1ª, en 5 de octubre de 2004.


En tercer trámite, sesión 34ª, en 18 de julio de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 56ª, en 4 de enero de 2006 (queda para segunda discusión); 59ª, en 18 de enero de 2006 (se aprueba en general); 5ª, en 5 de abril de 2006 (se aprueba en particular).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que la iniciativa tuvo su origen en una moción del actual Vicepresidente del Senado, Honorable señor Naranjo, y del Senador señor Ominami, y en una moción suscrita en su oportunidad por el Honorable señor Ruiz-Esquide y los entonces Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Díaz, Hormazábal y Páez.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo único que aprobó el Senado, estableciendo que el Estado financiará un sistema gratuito para el segundo nivel de transición de la educación parvularia, sin que ésta constituya antecedente obligatorio para el ingreso a la educación básica.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas, que transcriben el texto del numeral 10º del artículo 19 de la Constitución Política, el proyecto despachado por el Senado y la modificación efectuada por la Cámara de Diputados.



Cabe tener presente que para aprobar la enmienda de la Cámara Baja se requiere el pronunciamiento favorable de dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos afirmativos.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En discusión la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la materia que vamos a discutir ahora tiene la siguiente historia en el trabajo parlamentario.



Hasta la aprobación del proyecto que nos ocupa –que fue despachado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia,  y luego, en la Sala-, se habían presentado dos mociones suscritas por diversos señores Senadores, mediante las cuales se hacía obligatoria la educación parvularia en su segundo nivel de transición como parte del proceso educativo. 



¿Cuál era el sentido?



Todo el mundo está consciente hoy día de que lo que suceda en el niño a la edad de 4, 5 ó 6 años es básico para lo que debe acontecer más adelante en su aprendizaje. En eso, no hay duda.



En el debate se superó la vieja discusión que en algún momento se produjo acerca de si, tratándose de un niño tan pequeño, podía darse al colegio, a la escuela y no sólo a la familia la facultad para decidir en esta materia.



Sin embargo, primó el nuevo criterio a que se hace mención, conforme al plan de desarrollar una educación adecuada para los jóvenes de Chile.



Cuando el proyecto pasó a la Cámara de Diputados, debo reconocer que el Ejecutivo, casi sin una explicación apropiada, presentó una indicación a través de la cual -como Sus Señorías saben- prácticamente desestimó el fondo de la cuestión aprobada por el Senado: la obligatoriedad, sin limitar en absoluto el derecho de los padres en esta materia. Y lo transformó sólo en una suerte de apoyo económico de parte del Gobierno, señalando expresamente que dicho antecedente no será obligatorio para el ingreso a la educación básica.



Reitero: ahí se rompe todo el sentido de lo que nosotros aprobamos.



Entonces, a raíz de lo anterior, y aclarado el punto en cuanto a que en materia de reformas constitucionales existe la posibilidad de que el proyecto sea visto por una Comisión Mixta, algo que no era susceptible de llevar a cabo antes de la última enmienda a la Carta, y habiéndolo  también conversado con varios Senadores de distintas bancadas, solicito que rechacemos la modificación efectuada por la Cámara de Diputados, a objeto de ir a una Comisión Mixta y realizar un debate pequeño, pero bastante claro, en cuanto al perfeccionamiento del texto despachado por la Cámara de Diputados.



Para terminar, señor Presidente, debo decir que el proyecto que nos ocupa surge de una propuesta mía, que luego hizo suya el actual Vicepresidente del Senado y, también, el Senador señor Ominami. Cuando ella se discutió en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, tuvo una aprobación unánime, y siempre entendimos que a partir de ese momento era una iniciativa del Senado en su conjunto. 



Ésa es la razón por la cual he consultado a los Comités que no estuvieron representados en la proposición formulada, con los que, en definitiva, concordamos en rechazar el proyecto y formar una Comisión Mixta a fin de sacarlo en los términos en que fueron presentadas las mociones.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, yo quiero partir lamentando la ausencia de representantes del Ministerio de Educación en la Sala. Se trata de una reforma constitucional vinculada no sólo con la educación en general, sino también con algo que ha sido planteado como una gran prioridad del Gobierno de la Presidenta Bachelet. Me refiero a la instauración de un sistema de protección social que vaya desde la infancia hasta la vejez. Y justamente esta reforma constitucional busca hacer eso: establecer la obligación constitucional de incorporar la educación preescolar dentro del proceso general de enseñanza en nuestro país.



Es bien sabido que una parte muy importante de las posibilidades de desarrollo de los menores se juega a esa edad; que un niño pobre que no genera destreza, ni formas de pensamiento, ni hábitos educacionales en esa etapa de la vida entra en condiciones muy desventajosas al sistema educacional desde la enseñanza básica.



De ahí, entonces, que la reforma constitucional, planteada por varios Senadores, apunte precisamente en la dirección de hacer obligatoria la educación parvularia en su segundo nivel de transición, de la misma manera como en el artículo 19, número 10º, párrafo quinto, de la Constitución se establece que las enseñanzas básica y media son obligatorias. 



La idea es incorporar la educación parvularia en su segundo nivel de transición en el carácter de obligatorio, del mismo modo en que se hace con las enseñanzas básica y media.



Desgraciadamente, la indicación presentada por el Ejecutivo en la Sala de la Cámara de Diputados desvirtúa en gran medida el sentido de tal proposición, porque la deja expresamente como algo optativo, de carácter voluntario, lo cual hace que la reforma que nos ocupa pierda toda significación y toda fuerza.



Y desde ese punto de vista, apoyo lo planteado por el Senador señor Ruiz-Esquide, en cuanto a que lo mejor sería que rechazáramos el texto propuesto por la Cámara de Diputados y que, aprovechando las nuevas posibilidades que abre la reforma constitucional en materia de Comisiones Mixtas, intentáramos resolver el problema a través de esta última vía. Y llamaría la atención del Gobierno en orden a que la mayor prioridad en el ámbito social pasa justamente por dar mucho énfasis a la educación preescolar y que, desde esa perspectiva, resulta contradictoria la indicación que presentó en aquella rama del Parlamento, conforme a la voluntad expresada en múltiples ocasiones por la Presidenta de la República.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, a mí no me parece contradictoria la indicación formulada por el Ejecutivo con la redacción que viene de la Cámara de Diputados, toda vez que lo importante acá es dar acceso a la educación parvularia y garantizar su gratuidad a las personas que no disponen de los recursos necesarios.



Considero que la forma como viene redactada la norma de la Cámara Baja es más adecuada que la que despachó el Senado, porque establecer la obligatoriedad de la educación parvularia implica estipular por ley que los padres debieran desvincularse de esa situación o enviar obligatoriamente a sus hijos a establecimientos parvularios, lo cual podría no estar en la voluntad de los progenitores ni tampoco en la conveniencia del desarrollo familiar.



Estimo razonable que la enseñanza básica sea obligatoria. Nos referimos a una educación que comienza a los cinco o seis años. Pero consignar que la educación parvularia también lo sea, significa establecer por ley obligaciones que en definitiva tienen que ver con el desarrollo de la familia en un límite que no me parece prudente.



El principal argumento que hubo sobre el particular fue la desventaja que presentan los niños de sectores de bajos ingresos, quienes carecen de la posibilidad de acceder a la educación parvularia. Y para corregir ese problema, creo que la norma aprobada por la Cámara de Diputados resulta adecuada, porque consagra la obligación del Estado de financiar un sistema gratuito.



Por lo tanto, a mi juicio, no es tan obvia la necesidad de rechazar el texto propuesto por la Cámara Baja e ir a una Comisión Mixta. En todo caso, pido que se vote. Obviamente, se requieren votos favorables para aprobarlo. Y si no se reúnen, el proyecto deberá de todas maneras pasar a Comisión Mixta.



Yo, por lo menos, quiero dejar establecida mi opinión en el sentido de que el problema se soluciona de mejor manera con el texto aprobado por la Cámara de Diputados que con la norma acogida por el Senado.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, hace algún tiempo el Congreso aprobó doce años de enseñanza obligatoria. Y eso fue una gran alegría para todos porque es evidente que al Estado le corresponde la mayor responsabilidad en la educación de su pueblo. No lo hicimos antes por cuanto aquél no disponía de los recursos para establecer dicha obligatoriedad.



En el intertanto nuestro país ha seguido creciendo y ha habido un nuevo cambio de Gobierno. La Presidenta ha manifestado que una de sus metas es justamente hacer lo más equitativo posible la distribución de la riqueza y los beneficios del Estado. Por eso, creo que consagrar como obligatorios catorce años de enseñanza es lo que corresponde en estos momentos. El mayor gasto que puede realizar la nación es invertir en su pueblo, en educación. De ahí parte la base del desarrollo y de la equidad.



¿Por qué no pudimos hacerlo antes? Porque no existían las condiciones económicas para ello. 



Pero hoy día quién ignora que un niño que no concurre a un jardín infantil, a prekínder y a kínder, se queda irremediablemente atrás, ¡no tan sólo en la educación, sino también en el desarrollo de toda su vida!



Se han llevado a cabo estudios en Estados Unidos que demuestran que quienes asistieron a kínder y a prekínder fueron después grandes hombres; los que no lo hicieron terminaron en la droga, en la delincuencia, pues tuvieron una muy mala formación.



Considero que nuestro país hoy día está en condiciones de afrontar la educación obligatoria de prekínder y kínder. Por tal motivo, voy a apoyar esa idea, porque el Gobierno se encuentra comprometido a través de los discursos de la Presidenta de la República y porque los Parlamentarios siempre hemos sido partidarios de aquella inversión. La más productiva y dulce inversión que podemos realizar es educar a nuestro pueblo. Para eso hay que partir por los niños en su más tierna infancia.



En virtud de lo anterior, estoy de acuerdo con lo manifestado por el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no cabe la menor duda -y así lo señalamos todos en esta Sala cuando discutimos la reforma constitucional- de lo indispensable que resulta hoy día la educación parvularia. Esto pasa a ser -como lo analizamos en su momento- una situación de máxima importancia en el proceso educativo.



Pero a lo expresado por el Senador señor Novoa quiero agregar un aspecto que me hace reflexionar acerca de lo aprobado por la Cámara de Diputados, cual es que cuando acogimos en el Senado la educación parvularia como obligatoria quedó establecido por ley, a través de una reforma constitucional, que pasaría a ser un prerrequisito para acceder a la enseñanza básica.



Pienso que hoy tenemos en el país una cobertura de educación parvularia muy menor, muy mínima. Por ende, al establecer en la Carta que ésta constituye un prerrequisito para la enseñanza básica generaríamos un problema mayor: que los niños no puedan matricularse en la educación básica porque no han tenido la oportunidad de acceder a la preescolar.



Por eso, creo que debiéramos abordar esta materia en Comisión Mixta, a fin de implementar cierta gradualidad respecto de la obligatoriedad, a la espera de que exista una cobertura de educación parvularia que permita consignarla como prerrequisito obligatorio para la básica. De lo contrario -según expresé-, quizás estaríamos generando una dificultad mayor.



En consecuencia, estimo que se hace indispensable tratar este punto en Comisión Mixta.


En tal sentido, pienso que la Cámara de Diputados introdujo un elemento en el que no reparamos en su momento. Y, en mi concepto, puede tener razón al indicarnos que a lo menos debiéramos fijar una gradualidad para el establecimiento de la obligatoriedad.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Varios señores Senadores han solicitado abrir la votación del asunto en debate, para cuya aprobación se requiere quórum especial.



Si le parece a la Sala, se procederá en tal sentido.



--Así se acuerda.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En votación.



Se comenzará por quienes estaban inscritos para intervenir.



--(Durante la votación)

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que hay consenso en el país sobre la importancia de la educación preescolar o parvularia. Es más, se ha ido configurando un consenso en cuanto a que resulta positivo que el Estado asuma una responsabilidad incluso antes del segundo nivel de transición. Y, por ello, todos hemos aplaudido como el que más la manera en que la Presidenta de la República y el Gobierno han impulsado la construcción de salas cuna a lo largo del país.



Ahora, existen dos dudas sobre la materia en análisis. Una, si el concepto que queremos establecer constituye un derecho o una obligación; es decir, si se trata del derecho de todo ciudadano de acceder a la educación parvularia y, por ende, del correspondiente deber del Estado de brindarla. Y otra, si la idea es que las madres y los padres estén obligados necesariamente a enviar a sus pequeños a la enseñanza preescolar.



Soy de los convencidos de que es bueno que los niños reciban educación parvularia. Soy un convencido de que es en esa etapa -y así lo demuestran los estudios- donde los menores logran cerrar brechas de inequidad. Pero no tengo la convicción de que uno deba establecer como obligación y no como derecho el que se envíe a los niños a la enseñanza preescolar. Sí creo que tendría que ser deber del Estado ofrecer cobertura en educación parvularia.

El señor LARRAÍN.- ¡Muy bien!
El señor LETELIER.- Es más, tengo sobre la educación una visión conforme a la cual mis hijos asisten a un colegio no reconocido por el Ministerio de Educación porque comparte una pedagogía distinta de la que éste abraza, que obliga a mecanismos de evaluación, como los que establece la LOCE (eso forma parte de otra discusión). Pero es porque uno cree en la libertad de educación, no desde la perspectiva del emprendimiento, del negocio, sino como la libertad de la familia para impulsar los procesos educativos y pedagógicos que considere más adecuados.



En tal sentido, estimo que el concepto de obligación que se procura introducir no es exacto, no es preciso o puede llevar a confusión.



Pero adicionalmente, aunque la mía fuera una opinión minoritaria y se estableciera que la educación parvularia es una obligación y no un derecho, me parece indispensable implementar un procedimiento de gradualidad. Porque incluso, si fuera deber del Estado brindar dicho nivel educacional, debemos considerar que hoy no se encuentra en condiciones de garantizar a todos los niños el acceso a él.



Por ende, pienso que hay dos temas en torno a un mismo concepto: de una parte, si los padres deben obligadamente mandar a sus hijos a la educación parvularia, y de otra, si el Estado está en condiciones de cumplir la obligación de ofrecer cobertura en los plazos que se determinen.


Señor Presidente, frente a aquello, entiendo que las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados apuntan a avanzar en la obligación del Estado de financiar la educación parvularia en su segundo nivel de transición, pero no aclaran los conceptos.


Por consiguiente, soy partidario de que vayamos a Comisión Mixta, para tratar de lograr consenso sobre el particular.



En todo caso, espero que allí no se establezca a los niños la carga de tener que ir a la educación parvularia formal, sólo la reconocida por el Estado, por cuanto de ese modo se coartará lo que yo entiendo por libertad de educación.


Porque -reitero- tengo a mis hijos en un establecimiento no reconocido por el Ministerio de Educación; para su enseñanza preescolar, los mandé al colegio Rudolf Steiner, que aplica la pedagogía Waldorf, no reconocida por el Estado, y soy un convencido de que la formación que están recibiendo es de muy buen nivel. Creo que en este caso debería mediar un reconocimiento ministerial. Pero esta discusión la tendremos cuando modifiquemos la LOCE.



Por ahora, manifiesto mi voto en contra, por las razones que di.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Recuerdo que está abierta la votación. De modo que Sus Señorías pueden acercarse a la Mesa para pronunciarse.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que estamos ante una situación delicada, ya que es una buena idea y un compromiso ético valorable, al que resulta imposible oponerse, financiar un sistema gratuito para la educación parvularia en su segundo nivel de transición. Sin embargo, es factible que en muchas Regiones su aplicación sea un proceso relativamente largo. Específicamente en la que represento en el Senado, el conjunto de las comunas, exceptuada la de Puerto Montt, demorarían un tiempo considerable en construir la infraestructura necesaria para el cumplimiento de la obligación pertinente.


Entonces, podríamos caer en el contrasentido señalado en esta Sala: que, al fijarse aquel nivel educacional como requisito obligatorio previo para la enseñanza básica, se entorpezca el ingreso a ésta de un número elevado de niños (por lo menos en mi circunscripción, serían la mayoría).


La verdad es que aquí podría consumarse el viejo adagio de que el camino al infierno está empedrado de las mejores intenciones.


Por ejemplo, en la provincia de Palena prácticamente se carece de condiciones de infraestructura para cumplir la disposición constitucional propuesta.



Ciertamente, el texto de la Cámara de Diputados, cuando dice “sin que ésta constituya antecedente obligatorio para el ingreso a la educación básica”, mejora la redacción inicial, pues descarta la posibilidad de un “antecedente obligatorio”. Pero creo que, al examinarse el punto, la discusión no fue a fondo. Porque -repito- antes de que se den las condiciones que aseguren que al Estado le es factible asumir la obligación de que se trata puede transcurrir un período extenso, con lo cual se terminaría obstruyendo el acceso de un número significativo de niños a la educación básica.



Por eso, pienso que no es fácil aprobar de buenas a primeras la enmienda que se nos sugiere. Estimo que ella da para una reflexión más amplia, más extensa, sobre las condiciones en que el país se propone asumir el compromiso en cuestión.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- ¿Aprueba o rechaza el texto de la Cámara?

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me han quitado…

El señor NARANJO (Vicepresidente).- No le han quitado nada, señor Senador: ¡sigue siendo Presidente del Partido Socialista…!

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, lo que pasa es que esta votación constituye un equívoco, porque uno no puede estar en contra de que haya educación parvularia gratuita. Entonces…

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Su Señoría tiene que votar si aprueba o rechaza la enmienda de la Cámara.

El señor ESCALONA.- Con relación al texto del Senado, yo prefiero el de la Cámara, el reciente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- ¿Y cómo vota?

El señor ESCALONA.- A favor.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero pedirle una interrupción al Honorable señor Escalona.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ya no hay lugar a interrupciones, señor Senador, pues estamos en votación.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Tiene toda la razón, señor Presidente. Sólo deseaba aclarar un punto.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Continúa la votación.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, uno de los momentos claves para combatir la desigualdad social tiene lugar precisamente en los primeros años de escolaridad. Y, sin duda, los datos actuales reflejan que allí existe una diferencia muy sustancial entre los niños de los primeros quintiles de ingreso económico y los de los últimos.



Tal diferencia plantea un problema que no se corrige a lo largo de la vida: quienes reciben en los años iniciales una mejor educación, un mejor trato, una mejor alimentación, afecto, todo lo que se puede complementar desde la enseñanza preescolar, tienen una ventaja considerablemente superior con respecto a los que carecen de aquello.



Por lo tanto, si realmente hay voluntad para terminar con la desigualdad social y generar una verdadera igualdad de oportunidades, resulta indispensable procurar los medios para lograr que se rompa dicho desequilibrio en ese minuto.



En tal virtud, comparto el propósito central de esta reforma: hacer obligatoria, en cierto sentido, la educación parvularia.



Ahora, entiendo la inquietud que despierta en muchos lo concerniente a las alternativas educacionales; a la libertad, por lo tanto, de escoger, que es esencial en todo sistema educativo. Ésa es la clave que hace que la libertad de enseñanza sea un bien irrenunciable; porque, al final, los padres tienen el derecho irrenunciable a decidir cómo educan a sus hijos.



En consecuencia, hay que buscar alguna fórmula para resolver la disyuntiva. A mi juicio, ella se soluciona si a lo menos obligamos al Estado a dar educación preescolar gratuita. Ésa es una cuestión que no podemos eludir. Y es indispensable compatibilizar -me parece que en tal dirección va el esfuerzo de la Cámara de Diputados- en el sentido de que ello no sea obligatorio para los padres y se permita a éstos educar a sus hijos de manera directa, o en un sistema no reconocido -como recién mencionaba un señor Senador-, o simplemente llevándolos a primero básico porque ésa es su voluntad, pero siempre que no haya en Chile ningún niño que no tenga acceso verdadero a la educación preescolar.



Éste es un tema crucial, no sólo en los sectores poblacionales más humildes, sino muy especialmente en las zonas rurales, porque allí es donde se está produciendo ya una situación de discriminación ostensible. En nuestra Región lo vemos día a día. En las comunas más agrícolas, en los lugares más apartados, es difícil conseguir una educación básica de calidad, pues las escuelas son univalentes, cuentan con un solo profesor, o a veces con dos. Necesitamos potenciar la educación rural, pero también la educación preescolar, para ir cerrando la brecha.



Por consiguiente, yo…

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Concluyo de inmediato.



Señor Presidente, esto no admite discusión. Pienso que tenemos que aprobar la idea que se nos propone. Entiendo que, por la forma como se está dando la votación, el proyecto de todas maneras se tramitará a Comisión Mixta. No obstante, al menos para ir testimoniando lo que se quiere hacer, hay que pronunciarse a favor del nuevo texto sugerido, para que dicho órgano tenga una señal en cuanto a lo que esperamos lograr de su trabajo.



Voto que sí.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, considero que todos estamos de acuerdo con el objetivo esencial de esta modificación constitucional y, asimismo, que el texto de la Cámara de Diputados permite ser más realista y consigue mejor el objetivo que se busca.



Es insensato que pongamos como requisito para ingresar a la educación básica el haber recibido educación parvularia, pues por esa vía cada vez habrá en el país menos niños que puedan acceder a aquélla.



En tal sentido, el texto de la Cámara Baja explicita claramente que la educación prebásica no constituye exigencia para el ingreso a la básica e impone en la Carta Fundamental la obligación del Estado de financiar un sistema gratuito para la educación parvularia en el segundo nivel de transición.



Por lo tanto, la modificación introducida por la Cámara de Diputados recoge el espíritu de quienes presentaron la moción, que todos compartimos. Y la única forma en que las personas puedan ejercer la libertad para elegir dónde poner a sus niños en la etapa preescolar es que el Estado solvente aquel sistema gratuito.



En mi concepto, la redacción de la propuesta del Senado es una especie de ilusión. Hoy día tenemos una gran cobertura, pero de muy mala calidad. Sin embargo, podemos llegar a un texto que en el fondo recoja la voluntad de todos en el sentido de que exista dicha educación parvularia y ojalá con la mayor cantidad de menores.



Sabemos perfectamente que el niño que recibió una educación prebásica y el que no la tuvo partieron por la recta de la vida con una diferencia enorme, que algunos estiman inalcanzable.



Por ello, pienso que la propuesta de la Cámara Baja recoge el espíritu de los legisladores, es más realista y, de alguna forma, obliga al Estado a financiar un sistema que permita a las familias de más bajos ingresos del país acceder a un sistema gratuito para el segundo nivel de transición de la educación parvularia.



En consecuencia, voto a favor de la modificación propuesta por la otra rama del Parlamento.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el artículo 19, número 10º, de la Constitución señala: "La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad.".



El mismo precepto dice que "El Estado promoverá la educación parvularia.". 



El término "promoverá" no es categórico, no es enfático. En alguna medida, expresa voluntariedad.



Efectivamente, el texto aprobado en la Cámara de Diputados, sobre la base de una indicación del Ejecutivo, plantea que el Estado va a financiar un sistema gratuito para el segundo nivel de transición de dicha educación, “sin que ésta constituya antecedente obligatorio para el ingreso a la educación básica”.



He escuchado aquí a un señor Senador que durante muchos años se ha preocupado de esta materia, quien fundamentó su posición planteando que ojalá el Estado chileno también tenga en forma obligatoria la responsabilidad del financiamiento de la educación prebásica.



Una de las razones por las cuales durante tantos años la educación no ha mejorado su calidad emana precisamente del hecho de que en la base del sistema, en la educación preescolar, existen mucha voluntariedad, falta de recursos, grandes deficiencias. 



Hace un tiempo, con el Diputado señor Montes, a propósito de un proyecto que presentó, recorrimos en la comuna de La Florida una gran cantidad de establecimientos de prekínder, de kínder, de salas cuna, de jardines infantiles. Y, en verdad, fue impresionante ver cómo, en forma rudimentaria, existían instituciones de aquella índole que no garantizaban el cuidado requerido para la formación de niños de tan temprana edad.



Por eso, hoy se comprueba que  nuestros niños poseen incapacidad de lenguaje, el que se desarrolla precisamente en los primeros años de la educación.



Consulté sobre qué se debe hacer para corregir el texto en Comisión Mixta y se me respondió que hay que votar en contra. Lo señalo, a fin de poner en alerta a los Honorables colegas que deseen modificar esta idea en esa etapa legislativa con la intención que he expresado, para perfeccionar, en la medida de lo posible, la iniciativa, la que -debo reconocer- vienen patrocinando desde hace varios años algunos señores Senadores.



Participo de la idea contenida en el proyecto, pero no de su categoricidad. Por ello votaré en contra, a los efectos de introducirle mejoras con ocasión del debate en Comisión Mixta.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, independiente de cuál sea el origen y la intención de la enmienda introducida por la Cámara de Diputados, que sin duda es promover la educación gratuita -particularmente, de la parvularia-, y entendiendo el sentido que le ha asignado la propia Presidenta de la República como un objetivo clave dentro de la reforma educacional, la modificación en análisis va un poquito en contra y en definitiva no logra claridad.



Yo apuesto a garantizar que todo el sistema será gratuito, de manera  progresiva. Sin embargo, me parece que la educación parvularia en el segundo nivel de transición no debe constituir un antecedente obligatorio, por cuanto se trata de un proceso. Y el acceso a ella no se va a producir al mismo tiempo ni en un ciento por ciento en todos los rincones del país.

En todo caso, no considero adecuado el hecho de consagrar una división de niveles de transición y establecer cierta garantía para uno y no para el otro. Ello se contradice, además, con el claro sentido de la reforma educacional, cuyo propósito espero que se cumpla por el Gobierno.



Por eso, voto en contra.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, aun cuando no estoy estrictamente en contra o no me parece negativo lo que ha acordado la Cámara de Diputados -por el contrario, es un paso interesante-, se está produciendo un grave problema.



En primer lugar, no estamos discutiendo a fondo sobre una de las fases más delicadas que tiene un sistema educativo, en especial cuando se refiere a los niños. Estamos hablando de menores que recién están incorporando dimensiones cognitivas, conocimientos, valores, en fin, que son básicos para entender con posterioridad el proceso educativo que deberán vivir en la educación básica y luego en la educación media.



La segunda razón por la cual votaré en contra -reitero que lo propuesto por la otra rama del Parlamento constituye un avance, pero no resuelve los problemas de fondo- es que se están confundiendo conceptos. Y no sólo en la iniciativa que nos ocupa, sino también -lo que es más grave- en la Constitución y en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Como bien se ha recordado aquí, el inciso cuarto del número 10º del artículo 19 de la Carta Fundamental establece que "El Estado promoverá la educación parvularia.". Y el inciso cuarto del artículo 2º de la LOCE dispone: "Es también deber del Estado fomentar” -¡fomentar!- “el desarrollo de la educación en todos los niveles, en especial la educación parvularia,".



Resulta que, en el último tiempo, los pedagogos y, básicamente, aquellos que se encuentran relacionados con esta etapa del proceso educativo, hablan de "educación preescolar".



¿Y qué se entiende por educación preescolar? Existe confusión sobre el punto. No hay claridad respecto de qué significan ése y aquél concepto. Y si se agrega que para los niños de entre 1 y 4 años la generalidad de las normas existentes hablan de educación o enseñanza preescolar; salas cunas, que es una noción distinta, o guarderías, como las denominan algunos de manera muy poco elegante, me parece que éste es el momento para que, a propósito del proyecto en debate, en Comisión Mixta se reformulen con exactitud todos esos conceptos, de modo tal que queden establecidos con precisión.



Es más, han hecho bien los autores de la reforma constitucional al referirse concretamente a la educación parvularia en su segundo nivel de transición. 



Ése es un concepto más claro. Porque cuando se habla de educación parvularia a secas, no se sabe con exactitud a qué etapa del proceso educativo se está haciendo mención. En tal sentido, me parece que los impulsores de la reforma, al agregar la expresión "en su segundo nivel de transición" aluden de modo específico a niños de entre 5 y 6 años.



Ahora, la discusión de fondo radica en si la educación parvularia en su segundo nivel de transición es gratuita y obligatoria. Todos estamos de acuerdo en que sea gratuita, como  ya la Constitución lo consagra para la educación básica y la educación media. El problema es la obligatoriedad. 



En mi opinión, debería establecerse que será obligatoria y, a continuación, que una ley especial regulará la manera como se procederá para ello. Porque tiene razón el Senador señor Escalona en cuanto a que la obligatoriedad no se puede aplicar en todas partes del país en la misma forma.



En consecuencia, creo que se debe abrir la posibilidad de que la Carta consagre que la educación parvularia en su segundo nivel de transición será obligatoria, pero con la frase adicional de que una ley regulará este aspecto del proceso educativo.



Voto en contra, a los efectos de se forme una Comisión Mixta que nos permita enfrentar mejor todo este tema.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, creo fundamental salvaguardar el principio básico de la decisión que adoptó el Senado en el primer trámite, con el objeto de dar un paso importante en materia de educación parvularia al establecerla en el segundo nivel de transición. Para ello, debe haber una señal fuerte que apunte en el sentido de la obligatoriedad, como la entregada hace muchas décadas respecto de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria y, posteriormente, con relación al aumento paulatino de los años de educación obligatoria. De otra forma, las cosas simplemente no funcionan.



Es cierto lo que aquí se ha dicho en orden a que lo anterior presenta muchas dificultades. Hay inconvenientes. En efecto, sería un total contrasentido que, por mejorar las cosas, algún niño de una localidad apartada no pudiera acceder a la educación parvularia y quedara así impedido de ingresar a la educación básica. Eso constituiría un completo despropósito.



Desde ese punto de vista, debiéramos insistir en el mensaje fundamental de la obligatoriedad de la educación parvularia en el segundo nivel de transición complementando el texto con la frase indicada, en el sentido de que a través de una ley se establecerá la forma en que tal obligatoriedad se puede ir cumpliendo en la práctica en torno a un cronograma, tal como se ha planteado aquí.



Pero digamos las cosas como son, señor Presidente. Lo que propone la Cámara de Diputados sin duda es bien intencionado, pero la verdad es que no aporta nada respecto de lo que hoy existe. Señala que el Estado financiará la educación parvularia en el segundo nivel de transición. Sin embargo, eso lo puede hacer hoy día. Y de hecho lo hace. 



Desde  ese  ángulo,  se   trata   de   una   salida  elegante,  pero  -repito- no aporta nada a lo que tenemos en la actualidad, pues sabemos que uno de los cuellos de botella más esenciales, una de las inequidades más básicas afectan precisamente a los niños que se hallan en este nivel de educación.



Voto en contra, en la perspectiva de que el texto pueda ser mejorado en Comisión Mixta.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero precisar cuál fue la intención de los autores de las respectivas mociones; la consecuencia de lo propuesto por la Cámara de Diputados, y los conflictos que deberemos resolver.



Primero, la idea central es que a partir de los estudios efectuados en los últimos años, la educación llamada "preescolar o parvularia de segunda transición" ha adquirido tanta importancia que merece recibir el mismo grado de atención que las demás por la comunidad nacional -llámese Estado o entes privados- por la vía de la obligatoriedad,  para que todos los niños puedan acceder a ella como parte de su proceso de desarrollo a través del tiempo.



Ese tipo de educación es tan trascendente que todos -¡todos!- los estudios, incluso los últimos que se han realizado en Chile, muestran una diferencia estadísticamente válida entre los resultados de quien ha estado y de quien no ha estado en dicho estadio.



Segundo, ello no obsta para que la manera en que se dé esa presencia en la educación parvularia del segundo nivel de transición sea por la vía que los padres, libremente, estimen necesaria. Nadie está planteando aquí que sólo tiene que ser en determinados lugares.



Tercero, no cabe duda alguna de que la única forma de garantizar un acceso igual para todos es incluyendo una disposición que la haga obligatoria; de otra forma, las cosas no resultan. Por esa razón el Senado también propuso que así fuera. Porque no era obligatoria -aunque en la práctica lo estaba siendo relativamente- y en el último tiempo todos han arribado a la conclusión de que ello debe clarificarse.



Cuarto, la norma propuesta por la Cámara de Diputados no resuelve ninguna de las dificultades mayores que implicaba el texto aprobado por el Senado y, además, genera un conflicto bastante grave por cuanto la interpretación de ella pasa a ser más confusa que lo que se deseaba aclarar.



Asimismo, hay dos puntos básicos.



Por una parte, obviamente nadie puede pensar que vamos a aprobar una disposición cuya historia lleve a la conclusión, por una vía extraña, de que mañana algunos niños no puedan ingresar a la educación básica. Resulta absurdo; no estamos en tal línea y la historia fidedigna de la ley demostrará que ése no es el camino.



Y, por otro lado, concordamos en la gratuidad de este nivel de educación -no se entendería que fuera de otra manera- y nos interesa que así quede establecido.



Voy a pronunciarme en contra del texto de la Cámara de Diputados, pues no ayuda a la solución que intentamos entregar. Entonces, sea por la vía de votarlo en contra o de la falta de quórum para su aprobación, lo importante es que se rechace, de manera tal que haya Comisión Mixta.



Voto que no.

El señor SABAG.- Señor Presidente, yo también voy a votar en contra, para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta -aprovechando que, según la enmienda a la Carta Fundamental, los proyectos de reforma constitucional también pueden ser analizados en esa instancia- con el fin de precisarla y de aclarar las dudas expuestas por diversos señores Senadores.



Nadie pretende que, una vez aprobada, la ley en proyecto empiece a regir al año siguiente, sino en forma paulatina. El artículo 19 de la Constitución consagra en la letra los derechos de las personas; pero muchas veces las obligaciones respecto de ellos no se cumplen a cabalidad.



Esperamos que lo contemplado en la presente iniciativa se vaya cumpliendo paulatinamente, por el enorme significado que tiene en la distribución de la riqueza, en la equidad; que el Gobierno sea el primer obligado a educar a su pueblo desde los 2 ó 3 años de edad, y que la educación sea obligatoria a lo menos durante catorce años.



Voto en contra.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, pienso que el gran riesgo de que el proyecto vaya a Comisión Mixta es qué puede resultar de ello.



Es evidente que el texto propuesto por la Cámara de Diputados avanza en dos sentidos: en hacer obligatorio para el Estado el financiamiento del segundo nivel de transición de la educación parvularia, y en que ésta sea optativa para quienes no deseen enviar a sus niños a la escuela, sin que constituya un prerrequisito obligatorio para acceder a la educación básica.



De allí que voto a favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, si algo va a quedar en claro, cualquiera que sea la mayoría en esta votación, es que el proyecto pasará a Comisión Mixta. Lo importante es que sí se da un paso en algo sobre lo cual todo el país está de acuerdo: en que la educación parvularia sea obligatoria.



Eso está claro en el texto despachado por el Senado.



El adelanto que hace la modificación propuesta por la Cámara de Diputados es que el Estado financiará un sistema gratuito para el segundo nivel de transición de la educación parvularia, lo cual considero positivo. Sin embargo, lo que confunde es la parte final de dicha norma, que se contradice en el sentido de que ese tipo de educación no debe entenderse como un antecedente obligatorio para el ingreso a la educación básica.



Creo que esa redacción no es feliz; pero también me parece positivo que se obligue a su financiamiento estatal. 



En consecuencia, me voy a inclinar por lo más fundamental: hacer obligatoria esta educación -como propusimos en la Cámara Alta-, considerando que en Comisión Mixta deberá complementarse con un financiamiento total del Estado, para los efectos de que ese derecho realmente pueda existir.



Está bien que dicha educación sea obligatoria, pero sin financiamiento fiscal sería letra muerta.



Voto a favor del texto aprobado por el Senado.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- O sea, Su Señoría se pronuncia en contra de la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Así es.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que la norma despachada por el Senado es absolutamente correcta y corresponde a lo que debiera existir.



Lo lógico sería que la educación tanto prebásica, como básica y media fueran obligatorias, y que hubiera una modalidad de financiamiento gratuito para todas ellas, dependiendo, por supuesto, de la situación económica de quien haga uso del sistema educacional.



Deseo recordar que durante la última campaña todos los candidatos presidenciales señalaron que la educación prebásica era un objetivo de sus programas de gobierno. Adujeron que era esencial para elevar la calidad de la educación y que un niño que la hubiera cursado tenía enormes ventajas en su formación posterior, en básica y media, respecto de quien no la recibiera.



Repito: la iniciativa acogida por el Senado es correcta. Sin embargo, cabe preguntarse cómo puede resolver los casos -hay muchos, por lo menos en mi Región- de menores que no tienen acceso a educación prebásica y quieren ingresar a la básica. Porque si esa norma se convirtiera en ley y se aplicara en estricto rigor, como corresponde  -cosa que no ocurre-, un niño no podría ingresar a la educación básica sin cumplir previamente con un requisito que la propia Constitución establece como obligatorio: haber cursado la educación prebásica.



Por lo tanto, nos hallamos ante una normativa donde se repite lo que nos ha ocurrido en numerosas oportunidades en el Congreso Nacional: aprobamos proyectos que no se pueden cumplir y, en consecuencia, las leyes caen en desprestigio. Porque generan ilusiones y esperanzas, particularmente en personas modestas, quienes al ver que después no se cumplen sienten que se está jugando con la buena fe que tienen en lo que dicen esos cuerpos legales y que supuestamente debería cumplirse.



Yo voy a votar por que la iniciativa vaya a Comisión Mixta,  pues pienso que un estudio a fondo debiera establecer que su obligatoriedad será gradual. Es del todo posible mantener como disposición permanente la aprobada por el Senado y agregar una norma transitoria -no creo que ello sea muy difícil para la Comisión de Constitución-, donde se consigne, de acuerdo con las expectativas del país, cuándo este tipo de educación tendrá un ciento por ciento de cobertura y será obligatoria.



Entonces, por esa sola razón, voto para que vaya a Comisión Mixta, pues comparto absolutamente el texto del Senado, que representa el verdadero cambio. 



La proposición de la Cámara no aporta nada novedoso -como dijo el Senador señor Ominami-, nada que en los hechos no se cumpla.



Corresponderá a la Comisión Mixta resolver una materia distinta, sobre la base de la información que entregue el Ministerio de Educación, en términos de que en Chile habrá ciento por ciento de cobertura en educación prebásica y de que ella será obligatoria en tres, cuatro, cinco o diez años más. Y una norma transitoria en la Constitución dará cuenta de ese hecho.



Desde luego, ello impone un desafío a todos los Gobiernos en el sentido de cumplir con la norma aprobada por el Parlamento. Será forzoso su acatamiento. Porque supongamos que se concluya que la cobertura de la educación prebásica deberá ser total en cuatro años más. Entonces, el Ejecutivo, que no vetó una norma de tal naturaleza y aceptó ese plazo -que también puede ser de seis u ocho años más-, deberá asumir la responsabilidad por no haber respetado un compromiso de Estado. 



En conclusión, señor Presidente, creo que lo aprobado por el Senado es correcto. Pero se tiene que establecer en una norma transitoria la gradualidad, para que lo dispuesto en el precepto permanente sea real, pues ello representará la meta que las autoridades del Ministerio de Educación deberán cumplir. 



Para que dicha disposición se pueda incorporar en la Comisión Mixta, es fundamental que el proyecto llegue a ese trámite. Por tal razón, dejo constancia de mi opinión y voto a favor de esa alternativa. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la indicación aprobada por la Cámara de Diputados es excesivamente reglamentaria. En realidad, no corresponde al carácter que, en mi opinión, debe tener una norma constitucional: mayor amplitud y generalidad. 



Al mismo tiempo, creo que el Senado, junto con dar el paso correcto al redactar la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición, debe establecer el período de implementación de dicho sistema educativo, porque no podríamos privar de la enseñanza básica a niños que, por distintas circunstancias, no han tenido acceso a esa etapa de su formación. 



Por lo expuesto, también me inclino por que el proyecto vaya a Comisión Mixta, con el objeto de que se busque un texto que nos interprete a todos. 



Voto en contra de la proposición de la Cámara. 

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, por las razones aducidas, considero que lo planteado por la Cámara Baja no resuelve bien los asuntos en debate. 



Entiendo que existe amplio consenso en el país para hacer que la educación preescolar sea obligatoria. Y me parece que estamos en condiciones de establecerlo en la Constitución. Pero habría que definir exactamente qué se entenderá por educación prebásica. Ya existe una equivocación en la norma sugerida por la Cámara de Diputados cuando se refiere al segundo nivel de transición, cosa que, por lo demás, no se entiende. Mi impresión es que la Carta Fundamental y las leyes -sobre todo la primera- deben ser de fácil inteligencia, no sólo para los especialistas en el tema. 



Eso, por un lado.



En segundo lugar, es evidente que, si se establece la obligatoriedad de la educación prebásica, ha de especificarse en la Constitución que el Estado debe financiar su gratuidad para quienes no puedan pagarla. Eso es indiscutible. Así procedimos cuando se determinó que la enseñanza media fuera obligatoria. 



Es evidente también que el Texto Fundamental tiene en materia de derechos un carácter programático y que los programas pertinentes no se realizan al día siguiente de promulgada la reforma constitucional. Por tanto, es obvio que debe haber un régimen de transición, el cual puede estar determinado en una disposición transitoria de la Carta o en otras leyes que implementen lo estipulado en el precepto respectivo.



En consecuencia, me parece que, por tratar de resolver todos esos temas en la Ley Fundamental, se nos propone un texto muy poco claro que confunde distintas cuestiones.



Confunde el derecho universal, que es lo que, en mi opinión, el país está en condiciones de establecer; no lo define bien. ¿Estamos hablando de dos años de educación prebásica? ¿De tres? ¿Qué estamos garantizando en términos de acceso y derecho universal? 



Asimismo, confunde al introducir en la Carta Fundamental elementos de la transición desde la situación actual hasta el ideal planteado en ella.



Es posible que hoy todavía no se encuentre implementada por completo la extensión de la obligatoriedad de la educación secundaria gratuita hasta los 21 años de edad, o porque no hay becas, o porque en alguna Región aún eso no ha ocurrido. Pero resulta claro también que se trata de un mandato que obliga al Estado a procurar que ello suceda en todo Chile. Y, en ese sentido, recojo la idea de establecer la obligatoriedad para la educación preescolar y que la definamos de acuerdo con lo que el país puede hacer en esta etapa.



No estoy por votar en contra, pues me parece bien el principio contenido en el artículo único del texto de la Cámara Baja. Pero, para que no se alcance el quórum constitucional necesario, me abstengo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Cámara de Diputados, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (17 votos afirmativos, 15 negativos y una abstención).


Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Vásquez.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Espina, García, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Gazmuri.
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Corresponde designar a los representantes del Senado ante la Comisión Mixta.



Sugiero que sean los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En nombre de la Comisión de Educación, que presido, puedo decir que estaríamos felices de participar. Pero el proyecto fue analizado por la de Constitución.



Por tanto, no me gustaría pasar a llevar a los dignísimos integrantes de ese órgano técnico.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Es precisamente lo que quería escuchar de Su Señoría, en su calidad de  Presidente de la Comisión de Educación.



En consecuencia, si le parece a la Sala, conformarán la Comisión Mixta, en representación de la Cámara Alta, los integrantes de la Comisión de Constitución.



--Así se acuerda.
PROHIBICIÓN DE USO TELEVISIVO DE SISTEMAS

DE MEDICIÓN DE AUDIENCIA EN LÍNEA

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Orpis y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo de sistemas de medición de audiencia en línea, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.











3543-15
Prohibición de uso televisivo de sistemas de medición de audiencia en línea 

--Los antecedentes sobre el proyecto (3543-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Orpis).

En primer trámite, sesión 1ª, en 8 de junio de 2004.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 29ª, en 5 de julio de 2006.


Discusión:



Sesión 30ª, en 11 de julio de 2006 (queda para segunda discusión).
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La relación de esta iniciativa fue hecha el 11 de julio de este año, ocasión en que el Comité Renovación Nacional solicitó segunda discusión.



Cabe recordar que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones la discutió sólo en general y aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Horvath, Novoa y Orpis.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Corresponde iniciar la segunda discusión.

El señor PIZARRO.- ¿Puedo hacer una consulta antes?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Si el proyecto se halla en segunda discusión, ¿podemos decir algo o simplemente se tiene que votar?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Su Señoría puede solicitar el aplazamiento de la votación, si lo estima conveniente.

El señor PIZARRO.- No es lo que deseo. Más bien quiero saber si puedo intervenir.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene todo el tiempo que le correpsonda para hacerlo.

)-------------------(
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que pase a reemplazarme en la testera el Senador señor Sabag, ya que debo ausentarme para cumplir otros compromisos.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor Sabag, en calidad de Presidente accidental.

)---------------------(

El señor SABAG (Presidente accidental).- Recuerdo a Sus Señorías que el proyecto se halla en segunda discusión y corresponde debatirlo en general.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, brevemente deseo señalar que participé durante la discusión del proyecto en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, donde, tal como figura en el informe respectivo, se dieron distintas opiniones, argumentos técnicos y de todo tipo.



El debate de fondo consiste en saber si el instrumento conocido como people meter on-line tergiversa el sentido de la televisión o lleva a exageraciones y problemas en las transmisiones capaces de provocar cambios en las decisiones de quienes la dirigen, producto de la aceptación de la teleaudiencia. Eso es lo que se pretende corregir.



Yo entiendo que la modificación se limita solamente al referido sistema de medición.



Desde ese punto de vista, a pesar de que no me encontraba en el momento en que se votó en la Comisión, anuncio que respaldaré el proyecto iniciado en moción del Senador señor  Orpis.



Quería dejar constancia de eso.



Entiendo que la Comisión aprobó unánimemente el proyecto. Ignoro qué se discutió en la Sala.



En mi caso particular, ratifico lo que sostuve en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y el alcance exacto de la moción.

El señor SABAG (Presidente accidental).- ¿Terminó, Su Señoría?

El señor PIZARRO.- Así es, señor Presidente.



Fui breve, preciso y conciso, al igual que el proyecto que nos ocupa.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Muy bien.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como autor de la moción que originó el proyecto, debo partir reconociendo que desde el momento en que la presenté -en el año 2003- hasta el día de hoy el escenario ha cambiado.



En aquel entonces los cuatro canales de televisión llamados "grandes" (Televisión Nacional de Chile, Canal 13, Mega y Chilevisión) operaban con el people meter on-line. En la actualidad, tanto Televisión Nacional como Canal 13 dejaron de utilizarlo. En vista de ello, me planteé la posibilidad de retirar el proyecto. Sin embargo, después de reflexionar, he decidido insistir en él, por las razones que señalaré a continuación.



Soy de aquellos que piensan que sólo las sociedades con cierto nivel de contenidos surgen y se desarrollan. Son los contenidos los que abren el mundo, especialmente a la gente más humilde. Los contenidos nacen como fruto de la reflexión, la cual al final da sentido a la vida, a las personas y a los países.



Son los diferentes contenidos los que nos dan la diversidad, la posibilidad de optar. Son los contenidos, cuando existen, los que nos llevan a soñar y a luchar por lo que consideramos mejor.



Soy de quienes estiman que nuestra sociedad está sufriendo cambios profundos. Por una parte,  se han ampliado los espacios de libertad y, desde un punto de vista económico, hemos ido superando progresivamente el subdesarrollo. Sin embargo,  en forma paralela, advierto que existen síntomas preocupantes de los cuales nadie quiere hacerse cargo. Y, por no hacerlo, creo que vamos a pagar un alto costo.



Somos una sociedad que, no obstante ampliar los espacios de libertad, por distintas vías ha ido matando casi todo tipo de contenidos, amparándose en conceptos falsos, como la libre empresa, el derecho a optar o elegir la programación, etcétera.



La reflexión que deberíamos plantearnos es cuál ha sido el resultado.



Hemos engendrado la violencia en nuestra sociedad, donde hoy día todo se mide on-line, ya sea una postura política, una acción de gobierno o la determinación de una parrilla programática.



Hemos terminado siendo esclavos de las audiencias y de lo que la gente quiere ver, oír o escuchar. Así, los liderazgos se determinan casi de manera absoluta por las encuestas o las audiencias.



En este escenario, lo más preocupante es que estamos en presencia de una sociedad donde los contenidos han quedado relegados a un segundo plano y, más allá de cuáles sean, no importan.



He querido hacer este paréntesis porque, evidentemente, el proyecto en análisis se enmarca en algo más profundo. Frente a él podemos quedarnos en el debate absurdo de discutir el instrumento y lo absurdo -valga la redundancia- que resulta eliminar sólo un sistema de medición de audiencia.



Sin embargo, tal como señalaba, existe una segunda posibilidad que inspira al proyecto. En lo esencial, apunta a promover una mirada distinta respecto de determinados medios de comunicación que mantienen una tremenda influencia sobre la comunidad.



Al menos a título personal, estimo que mientras más influencia o impacto se ejerce sobre una comunidad mayor es la responsabilidad con que debe manejarse dicha influencia, sobre todo en el caso de la televisión abierta, en que no todos tienen acceso a una frecuencia.



Eliminar la medición minuto a minuto es solamente un pequeño resguardo, pero entrega una señal: dar mayor espacio a la reflexión al momento de tomar las decisiones, para que de esta manera exista al menos la posibilidad de imprimir mayores grados de contenidos.



Siempre he sido partidario de la autorregulación. Sin embargo, a pesar de que dos de los llamados "canales grandes" han eliminado este sistema, siento que es fundamental suprimirlo de raíz.



Con este proyecto no estoy terminando con la medición de audiencias, sino simplemente suprimiendo el people meter on-line (es decir, evaluación minuto a minuto), pues para mí tal sistema representa la antítesis de los contenidos y la reflexión, además de una exacerbación de las audiencias.



Sólo deseo entregar, para reafirmar mis argumentos, algunas cifras emanadas de estudios elaborados por el Consejo Nacional de Televisión. 



Hace mucho que la televisión abierta es lejos el medio de mayor audiencia. Ella influye y fija conductas. Un 79,1 por ciento de los chilenos ve todos los días televisión abierta. Quienes más la consumen son los segmentos C3, D y E, aproximadamente con un 80 por ciento.



En términos de tiempo, los segmentos que más ven televisión abierta son el D y el E (2 horas 36 minutos por día), estratos que en general no tienen acceso a la televisión pagada, a Internet, a los diarios, es decir, a otros medios de información.



Sin embargo, a pesar del gran impacto que ejerce este medio en la ciudadanía, existe un progresivo deterioro en cuanto a su evaluación. El propio Consejo Nacional de Televisión, en sus estudios respecto de la televisión abierta, nos señala que en 1999 un 55,6 por ciento se encontraba satisfecho con ella, mientras que en 2005 la cifra alcanzó sólo a 40,5 por ciento.



El segmento donde se produjeron las caídas más fuertes en cuanto a la satisfacción de los televidentes es el E, que cayó 20 puntos respecto de su evaluación, seguido de los grupos D y C3, con 16 puntos de caída.



El segmento E -y esto es lo importante- no es medido por el people meter on-line. Seguramente, como carece de poder adquisitivo, es insignificante a la hora de influir sobre la parrilla programática, la cual es una mezcla de audiencia asociada con la venta de publicidad.



Muchos pueden atribuir la mala calidad de la televisión abierta al modelo por el cual optó Chile; es decir, una televisión de tipo comercial que, al financiarse mediante publicidad, termina privilegiando la audiencia asociada a avisos por encima de los contenidos.



Quiero ser categórico: el proyecto no pretende eliminar la televisión comercial ni la medición de audiencia; sólo suprime la medición on-line.



Asimismo,  deseo reafirmar profundamente algunos conceptos.



La iniciativa que nos ocupa no afecta la libertad de prensa ni la de expresión. Al revés, las fortalece. No interviene las líneas editoriales. 



Tampoco me anima el propósito de que otro Poder del Estado interfiera en la televisión.



Mi planteamiento va en otra línea: respetando el principio de la televisión comercial, soy  de la tesis de que al haber exacerbado hasta el límite los mecanismos de medición de audiencias a través del people meter on-line se han debilitado fuertemente las líneas editoriales y, por lo tanto, los contenidos, en un medio de comunicación como la televisión, que tiene impacto sobre las conductas y los hábitos de la población.



El people meter on-line termina exacerbando la medición de audiencia. Creo que es distinto medirla al día siguiente -a lo cual no me opongo- que extremar tal medición. La televisión abierta ha pasado a ser esclava de las audiencias. 



La línea editorial de un medio no es sino su adhesión a ciertos valores y principios, que deben dar espacio a los contenidos y a la coherencia entre ellos. El convivir con diferentes orientaciones editoriales -y esto es lo importante- hace diversa a una sociedad y la enriquece. De hecho, una sociedad que no tiene líneas editoriales, en todo orden de cosas, está condenada al más absoluto fracaso y frustración.



Cuando se exacerba la medición de audiencia a través del people meter on-line, el canal que lo hace renuncia a su línea editorial. Porque más importante que ésta, con la medición minuto a minuto, es la línea editorial de la competencia, a la que pretende ganar.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ORPIS.- Permítame terminar, señor Presidente.

El señor SABAG (Presidente accidental).- No hay problema.

El señor ORPIS.- Sólo algunos minutos.



En ese sistema, sin mayor reflexión y con el único objeto de mantener la audiencia y derrotar a la competencia, en un instante se toman las decisiones, que no siempre son las mejores.



Muy distinto es el caso de la medición que se entrega al día siguiente. Existe al menos un período de mayor reflexión en la adopción de resoluciones. En este segundo escenario -es decir, al día siguiente-, se puede renunciar a la línea editorial o potenciarla, pero sobre la base de decisiones reflexivas, conscientes. El on-line no permite ese espacio, no otorga ninguna chance. En cambio, la medición al día siguiente, sí.



No me he preocupado de comprobar si los canales que no usan la medición en línea tienen mejor o peor programación. Pero me asiste la certeza de que pueden al menos adoptar decisiones de forma racional y reflexiva. Si se toman o no tales medidas, es cuestión del medio. Pero la posibilidad existe cuando se mide al día siguiente.


Si se lee el informe, se advierte que quienes concurrieron a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones están en contra del proyecto.



Por ello, voy a terminar, señor Presidente, trayendo a colación dos comentarios que recabé de personas muy vinculadas al ámbito televisivo.



El primero es del filósofo don Juan de Dios Vial Larraín, actual miembro del Directorio de Televisión Nacional. El 30 de agosto de 2004, en el diario “La Segunda”, publicó un extracto de una intervención suya relativa a la televisión, donde apunta más lejos que lo concerniente al tema on-line: habla sobre el rating.


Rescato algunas de sus reflexiones. Dice: “Creo que hay otros aspectos nefastos de la televisión, tanto o más graves que los anteriores, pero menos visibles. La tiranía del rating hace víctima a la televisión del peor de los vicios de la democracia, que Tocqueville llamó justamente tiranía de las mayorías. Se impone, entonces, la homogeneidad, la uniformidad, el igualitarismo hacia abajo que lleva al menosprecio de todo lo que no esté sobre el 10% de rating, ignorando que probablemente las mejores cosas son las que ahora están bajo ese mínimo, pero que, a la vez, son las que deben ser elevadas a los máximos niveles. Ésta es la tarea de una sociedad, su misión ética y educativa, la función de su cultura”. 



Y luego se pregunta: “¿Puede la televisión eximirse de este aspecto a pretexto de ser un espejo?”.



Finalmente, señala: “Es cosa notable: el teatro clásico de los griegos (...), el teatro de Shakespeare, Molière o Lope de Vega han sido eminentemente espectáculos populares. ¿Por qué tenemos nosotros que contentarnos con lo que pide la publicidad comercial? ¿No estamos siendo demasiado complacientes con la pura vulgaridad? Meramente atenerse a una demanda del mercado puede no ser más que una irresponsabilidad”.



Sentencia: “Bueno sería que la empresa (...) ejerciera un mecenazgo a la antigua y gastara en la calidad superior, con lo cual su obra sería mucho más que un negocio”.


Además, quiero recoger un segundo comentario, en atención a que se ha dicho que este proyecto no va a influir sobre las líneas editoriales de los canales televisivos. 



En un seminario denominado “Provocaciones 2”, que rescaté de Internet, el entonces Subdirector Editorial de Canal 13, Paulo Ramírez, señaló lo siguiente: “El mundo que cabe en una pantalla de nuestros televisores es cada día más pequeño. Nuestra televisión está sufriendo, a mi juicio, un dramático proceso de decadencia, una escalada autodestructiva que de no ser detenida va a tener consecuencias importantes para la propia televisión y también para la sociedad a la que debe servir”.


“Muchos opinólogos se han burlado en los días recientes de la decisión de Canal 13 de eliminar el people meter on-line. Nos dicen que es como la venta del sofá de don Otto, una medida formal que no ataca el problema de fondo y que, por lo tanto, resulta engañosa para todos. La verdad es que en gran parte ellos tienen razón. Creer que la eliminación del people meter on-line va a corregir todos los males de la televisión es pensar que ese instrumento es el culpable de que existan: el termómetro no es la causa de la fiebre, por lo tanto su eliminación jamás será el remedio. Pero la medida tomada por Canal 13 es mucho más significativa que cerrar los ojos frente al termómetro. Su efecto es todo un símbolo. El people meter on-line involucra una manera de mirar el mundo que predomina no sólo en la televisión, sino en muchas áreas de nuestra sociedad. Donde manda el éxito fácil y rápido que se ordena a través del poder y la riqueza, que celebra el escándalo, la ofensa y la provocación como fines en sí mismos, que premia el narcisismo y fomenta el hedonismo despojados de todo sentido crítico, que comulga con ruedas de carreta, que parece construida para formar personas sin opción de moral responsable, de sentido crítico y sin preocupación por el otro.”.



Agrega Paulo Ramírez: “El diálogo interior de nuestra industria se ha convertido a ratos en un intercambio extremadamente simple. Todo contenido que aspira llegar a la pantalla pasa por un test digital. ¿Marca o no marca? Si marca en el people meter on-line, bienvenido; si no marca, chao no más. La dicotomía marca/no marca es el on/off, el uno/cero del mundo digital y ha llegado en algunos momentos a convertirse en el definitivo ADN de la televisión”.



Más adelante sostiene: “La primera visión de un canal tiene que ver con el conocimiento de su audiencia, porque en ella encuentra sus fundamentos principales y hacia ella deben ir dirigidos sus esfuerzos.


“Servir a la audiencia no significa complacerla. Servir a la audiencia de manera leal y responsable puede llevar a la excelencia televisiva”.



Dice: “Conformarse con complacerla es el error que hemos estado cometiendo y esa tendencia predomina en la pantalla  hoy. Por eso, en estos días se puede hablar con tanta tranquilidad del evidente reinado de la farándula en la televisión, por esa complacencia que existe por sobre la identificación o identidad.”. 



Ésas fueron las palabras del Subdirector Editorial de Canal 13 en el año 2004.



Señor Presidente, debo decir que no ha sido grato para mí presentar este proyecto de ley. Estoy plenamente consciente de los eventuales costos que para mí puede representar. Y así me lo han hecho saber. Por eso he querido hacerlo solo. 



Quienes ejercemos la actividad política debemos interactuar con los medios de comunicación. Sin embargo, no siempre estamos para hacer iniciativas gratificantes. Hay que estar dispuestos a asumir costos. 



La ley puede significar muchas cosas. En algunas oportunidades, resolver un problema; en otras, enmendar una injusticia. En este caso, el proyecto que presenté tiene una motivación muy distinta, pero que también es válida: protestar por lo que está ocurriendo; protestar por no hacernos cargo de la consecuencia de nuestros actos en medios que tienen una fuerte influencia y que, sin duda, pueden cambiar las conductas; protestar porque tengo la convicción de que es posible hacer las cosas de manera diferente.



Lo más probable es que haya otras formas para realizar esta protesta, además de esta iniciativa u otras que la complementen.



Señor Presidente, no quiero terminar afirmando que todos los males existentes en nuestra sociedad se deben a la televisión abierta. Posiblemente, nosotros también hayamos fallado. Pero no por ello me limito para presentar una iniciativa de esta naturaleza.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en verdad voté a favor del proyecto de ley en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en el afán de traer el debate a la Sala y de valorizar los argumentos expuestos por su autor, mi Honorable colega Orpis. Sin embargo, abrigaba dudas y me faltaban antecedentes, por lo que me preocupé de informarme en el transcurso del estudio llevado a cabo y en el tiempo que demoró la iniciativa en llegar a la Sala.



El primero de los puntos a que hago referencia dice relación, desde luego, a la cuestión valórica, al nivel de nuestra televisión y, en tanto exista una medición en línea casi automática, a saber si ello está influyendo en el incremento de la cantidad de televidentes y de familias “pegados” a los medios audiovisuales de comunicación. Por todo el mundo es sabido que si se exacerban determinadas situaciones en la pantalla puede aumentar la cantidad de personas interesadas en verlas.



Ése es un aspecto: lo valórico y el nivel de la programación.



Sin embargo, a paso rápido vamos a definir un sistema distinto de televisión, que es el digital, en que los telespectadores podrán interactuar y disponer incluso de opciones, dentro de los mismos canales, para cambiar de la televisión abierta a otras posibilidades de las que hoy se carece, desgraciadamente. Por lo tanto, ahí la evaluación presentará otra característica.



Y la tercera interrogante que me surgió, en un momento dado, es qué universo de televidentes se medía.



Pensé, equivocadamente, que la evaluación sólo tenía lugar en la Región Metropolitana. Y, de alguna manera, desde las demás Regiones uno culpaba a esa mayor cantidad de población y al mayor efecto -o defecto- de dicha división territorial, porque constituye un dato real que Santiago es una de las ciudades del mundo con más consultas psicológicas y psiquiátricas. Y por algo es así.



Pero he obtenido la información de que existe una muestra de carácter regional, que incluye a Antofagasta, Valparaíso, Santiago, Concepción, Temuco y Puerto Montt. Por lo tanto, se registra una mayor diversidad.



Y en Santiago, de 680 familias encuestadas como universo total, se toman 450.



También se revisaron los países en los cuales se realiza este tipo de evaluación.



Creo que es bueno, para tomar las decisiones, disponer de la apreciación mencionada. La dificultad radica en si las primeras se apartan de las líneas editoriales, como lo ha expresado el Senador señor Orpis, o entran a desvirtuar en alguna medida lo que deben ser las comunicaciones.



Por tales motivos, asimismo, se ha observado en nuestra televisión la inestabilidad de programas de alto valor cultural, de alto contenido, como “La tierra en que vivimos”, que prácticamente se encuentra al borde de la quiebra, o “Al sur del mundo”, que debió terminar.



Celebro que “La belleza de pensar” se haya trasladado de la televisión por cable a la televisión abierta, y espero que logre una larga permanencia. Pero no es lo que normalmente sucede.



En virtud de las consideraciones anteriores, estimo que no se debe proceder por la vía de cercenar la posibilidad de evaluar. No es “la” fórmula para llegar a mejorar la televisión, si bien valoro en plenitud la intención del Senador señor Orpis.



Ahora bien, no sé si mediará un margen como para legislar en particular, aunque el proyecto sea muy simple. En ese sentido, reservaré mi voto, porque si puedo formular indicaciones prefiero que en el Senado se abra esa posibilidad.



Sin embargo, respecto de la televisión abierta, pienso que se debe realizar un esfuerzo importante para entregar una cantidad de fondos de carácter público a fin de que la programación ofrezca mejores alternativas que las que únicamente se hallan influidas por afanes de carácter comercial, publicitario o por una manipulación de los televidentes.



Ése es mi planteamiento, señor Presidente, antes de votar.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, me dio mucho gusto leer los considerandos de la moción del Honorable señor Orpis, al igual que escuchar sus motivaciones.



Coincido plenamente con estas últimas. Comparto lo de que vivimos en una sociedad que promueve principalmente el materialismo y el individualismo; que relega los contenidos a un segundo plano. La nuestra es una sociedad que vive mucho más de las imágenes, de las formas, que de las cuestiones sustantivas.



Me parece que existe, efectivamente, una subordinación de contenidos a la medición y que la televisión se halla sometida a una suerte de esclavitud de la sintonía, expresada en el rating. Juzgo que es lo que ha llevado, objetivamente, a un paulatino proceso de deterioro de la calidad de lo que hoy se exhibe en la pantalla. Y ello resulta en extremo grave, porque es bien sabido que la televisión constituye, lejos, el principal medio de entretención e información. Después de trabajar y dormir, la actividad principal de los seres humanos es verla. En un país como el nuestro, la gente le dedica, en promedio, en torno de cuatro horas diarias. Repito que es, en consecuencia, lejos, la tercera actividad a la que se asigna más importancia.



Estoy convencido de que muchos de los problemas en la sociedad, de violencia intrafamiliar, de seguridad ciudadana, tienen bastante que ver también con los contenidos de la televisión. Y en realidad hablamos poco de ello.



A mi juicio, en la ampliación -entre comillas- de la oferta televisiva se ha planteado una paradoja. Hoy es cierto: a través de un operador de cable se puede acceder a 100, 150 ó 200 canales. Pero en verdad ésa es una ficción. Porque, en general, los formatos y contenidos son muy semejantes, y si se empieza a efectuar una cierta selección, la persona se va quedando con bastante menos que esa oferta virtualmente indefinida.



Estimo que existe, objetivamente, un problema de calidad muy serio y grave en la oferta televisiva; que ha tenido lugar una homogeneización de los contenidos y también una cierta convergencia en los formatos. Lo más parecido a un canal de televisión es otro canal de televisión. Allí donde uno pensaba que pudiera mediar una gran diversidad en la oferta televisiva lo que finalmente se registra es una gran convergencia en torno de los mismos contenidos, los mismos formatos y, muchas veces, la misma chabacanería.



Pues bien, la dificultad que enfrento es la siguiente, señor Presidente: observo una brecha gigantesca entre las motivaciones y considerandos de la moción, por una parte, y lo que se propone, por la otra. Opino que, prácticamente -y no exagero-, casi no existe ninguna relación entre lo uno y lo otro. Francamente, no veo cómo la prohibición del rating on line resolverá alguno de los problemas planteados.



Desde ese punto de vista, valoro el esfuerzo del Senador señor Orpis, pero me preocupa que nos encontremos simplemente sembrando la ilusión de que vamos a mejorar algo que seguirá siendo sustancialmente lo mismo.



Porque, por de pronto, no se está planteando ni siquiera eliminar el rating overnight, es decir, el del día siguiente. En efecto, se podría decir: “Eliminemos el rating on line.”. Pero igual los programadores de televisión sabrán exactamente al día siguiente qué fue lo que funcionó y qué fue lo que no funcionó. Y lo del on y el off se presentará del mismo modo. Y de la misma manera se conocerá.



Cabe recordar que Canal 13 y Canal 7 renunciaron al rating “on line”. Y déjenme Sus Señorías consignar que no creo que alguien pueda razonablemente afirmar que mejoró su programación por ese simple hecho.



Considero que tal eliminación puede causar algunos efectos positivos desde el punto de vista, por ejemplo, del funcionamiento de ciertos programas vivos y del estrés al que se somete a sus animadores, a quienes les están informando si acaso en determinado momento baja la sintonía y los obligan a realizar cosas que de otra forma probablemente no harían. Pero creo que ello es bastante marginal.



La programación que pudiera ser objeto de modificaciones on line es muy pequeña también.



Por lo tanto, advierto sobre mi convergencia con los contenidos de la moción del Honorable señor Orpis, pero haciendo la salvedad de la total desproporción respecto del propósito concreto y del instrumento que se elige. Reitero que media una brecha enorme entre los considerandos y el contenido específico del proyecto.



Creo que el tema de la calidad de la televisión lleva a plantearse interrogantes más de fondo. Si la situación actual se debe o no a que estamos en la dictadura del rating, a que estamos, finalmente, en la dictadura de la televisión comercial y de los auspiciadores, es una discusión que tenemos que hacer. Y es una discusión bastante relevante que ya tuvimos aquí hace algún tiempo.



En efecto, hace un par de años el Senado celebró una muy buena sesión especial para tratar el problema de la televisión pública, la cual, después de gran cantidad de intervenciones, culminó con un completo proyecto de acuerdo que, desgraciadamente, quedó sólo en eso. Ahí nos comprometíamos a crear una comisión, representativa de todas las bancadas, cuya finalidad era proponer un conjunto de iniciativas destinadas a mejorar la televisión en general y, muy específicamente, la televisión pública. Así que, señor Presidente, estamos en falta respecto de nuestras propias decisiones. 



Con el Senador señor Gazmuri hemos trabajado bastante en esa línea y, a pesar de que el margen de iniciativa de los Parlamentarios es muy restringida en estas materias, vamos a presentar una moción sobre el particular. ¿Qué queremos plantear? La posibilidad de que se construyan indicadores de calidad y el establecimiento de un mecanismo de rendición de cuentas. Porque en este momento el directorio del canal nacional es elegido por el Senado, pero posteriormente no rinde cuentas a nadie. Me parece que un mecanismo de esa naturaleza y la existencia de indicadores para evaluar la calidad de la televisión pública serían avances muy importantes. 



Termino señalando que, a mi juicio, la prohibición que propone el proyecto no presenta reparos constitucionales. Por lo demás, no es mi especialidad esgrimir la Carta del 80 para impugnar mociones parlamentarias. Sí creo que la iniciativa del Senador señor Orpis podría llegar a contradecir el sentido de la técnica. En la medida en que, por ejemplo, hoy es posible ver televisión y tener un control de audiencia on- line a través de internet, podríamos terminar cometiendo el absurdo de que, para ser consistentes con la moción en debate, se deba prohibir la televisión por ese medio, atendido el hecho de que éste, objetivamente, permite obtener un registro de la audiencia en línea.



En definitiva, pienso que el contenido específico de la moción no resuelve los grandes problemas planteados; que estos problemas son, efectivamente, reales; que debemos hacer un esfuerzo por retomar la discusión sobre la calidad de la televisión, y que, dentro de ese tema, un aspecto esencial es el nivel de la televisión pública. 



Por eso, a partir de la convergencia con las motivaciones del Senador señor Orpis, hago un llamado a poner la atención en las cuestiones que, en mi concepto, son las más fundamentales.



Gracias.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el proyecto de ley que se presenta a discusión una vez más coloca en el tapete público la calidad de los contenidos de los canales de televisión, entendiéndolos como agentes transmisores de valores, entretención y cultura hacia la sociedad.



La verdad es que ésta es una vieja polémica que cada cierto tiempo se reactiva y que no termina de definir los objetivos que la sociedad chilena quiere asignar a un medio tan importante como éste, en cuanto a cumplir un rol más definido en tanto agente transmisor de cultura o, alternativamente, reconocerlo como una industria más en el contexto del modelo económico que hoy rige a nuestro país.



No podemos dejar de señalar que actualmente en Chile la industria de la televisión abierta orienta su accionar en función de entregar entretención e información buscando seducir a la mayor audiencia posible, por lo cual constituye una permanente preocupación el hallar contenidos que provoquen una demanda creciente que justifique valorar el nivel de avisaje y, en consecuencia, los ingresos que permitan la sustentabilidad del negocio en el largo tiempo.



Teniendo claro ese contexto económico, se hace difícil pretender compatibilizar los objetivos comerciales con otros de carácter sociocultural que puedan ser condicionados por una legislación o una regulación que persiga definir contenidos y programas que den respuestas satisfactorias a ambos.



Pretender de la televisión un rol más decidido como agente transmisor de cultura y formación significa que el Estado debe apoyar de manera más concreta el quehacer de este medio, por lo menos estimulando la difusión de programas cuyo contenido responda a tales fines y sin que ello implique colocar exigencias que arriesguen económicamente a los actores de esta industria, o, alternativamente, desarrollar de modo paralelo una televisión sin fines de lucro que pueda orientar su programación en base a objetivos opcionales a los económicos.



Esta materia debiera ser abordada en un debate en profundidad, dado que toca el fondo del asunto, que no es otro que definir los objetivos y los instrumentos de una política relacionados con la formación y promoción de los ciudadanos y con la nación en su conjunto.



El proyecto de ley presentado a la consideración de esta Sala, sin ser una solución a la cuestión de fondo planteada, busca modular la exacerbada relación entre el cliente -el televidente, en este caso- y el medio, en el contexto comercial en que hoy se mueven los órganos televisivos, el cual ha distorsionado en extremo el manejo de contenidos con el único afán de responder a la necesidad de mantener o aumentar la teleaudiencia, lo que lleva al límite el uso de efectos de estímulo del morbo, el erotismo y el terror, entre otros, como movilizadores y cautivadores de la atención, máxime cuando ésta se puede provocar sobre la marcha, durante el transcurso de una emisión.



Termino, señor Presidente, reiterando que el proyecto en discusión es un paso en la dirección correcta, y que la solución de fondo a las críticas que tengamos sobre el tema sólo podrá ser abordada cuando exista la voluntad política y el acuerdo necesario para definir con precisión los objetivos y el marco regulatorio de una industria de medios tan importante como la televisión en función de los intereses de la sociedad chilena en su conjunto.



He dicho.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, creo que el propósito abrigado por el autor de la iniciativa se ha cumplido cabalmente, pues el tema planteado se ha situado en el centro del debate. 



Efectivamente, se trata de un asunto que preocupa, interesa y motiva, de un modo u otro, a quienes son representantes de la ciudadanía, que ve con mucha preocupación el destino y, en particular, la línea programática de los canales de televisión y de los medios de comunicación en general.



Sin embargo, más bien se tiende a hacer simplificaciones que no necesariamente apuntan a resolver los problemas. Creo que en este caso la cuestión es mucho más profunda y, en mi opinión, debería ser objeto de una discusión más larga. Se trata de un tema nacional, de Estado, en el cual tendrían que existir ciertos parámetros.



Con todo, me parece que el proyecto presenta algunas falencias bastante serias desde el punto de vista de los principios.



En primer lugar, tengo grandes inquietudes -lo voy a decir así- respecto de si la abordada por la moción es materia de ley. Siento que estamos frente a una limitación a los medios de comunicación que reducirá crecientemente sus espacios de libertad y que la sociedad en general tiende a asociar con decisiones estatales. En mi concepto, en un modelo de economía social de mercado o de sociedad libre siempre debería prevalecer el principio fundamental de la autorregulación. Desde esa perspectiva, estimo que el proyecto importa una creciente limitación a la libertad informativa y económica de los medios de comunicación y, en particular, de la televisión.



Considero que ésta ha sido objeto, en muchos sentidos, de una especie de botín de parte de quienes desean, de algún modo, asumir un poder mayor y creciente en esta sociedad.



Dentro de la discriminación de que es objeto la televisión nacional figura el hecho, por ejemplo, de que en Chile exista una franja electoral que, en definitiva, se la imponemos como carga. Y nosotros simplemente nos desentendemos de cómo se financia ese tipo de actividad. Ello, en cierta forma, constituye una suerte de discriminación.



Por ello, quiero señalar con mucha claridad que participo de la inquietud, la preocupación y los lineamientos señalados por muchos señores Senadores en la Sala. Sin embargo, siento que mediante la eliminación de determinada medición no vamos a realizar un cambio sustantivo o uno que modifique el escenario que hoy día vivimos.



Sin ir más lejos, cuando se presentó el proyecto de ley -el Senador señor Orpis lo indicó con mucha propiedad- había cuatro canales de televisión utilizando dicha medición. Actualmente, hay dos que lo mantienen. Pero no se podría decir que al eliminarse voluntariamente           -porque es voluntario adoptar o no un índice de esta naturaleza- hayan mejorado de manera sustantiva o elocuente ciertos canales de televisión respecto de otros.



Supongo que no es fácil hacer televisión -no soy experto en la materia-, ni tampoco lo es la gestión que realizan los medios de comunicación, diarios, radios, etcétera. No obstante ello, pienso que nosotros debemos operar sobre la base de principios.



Me parece que los principios de libertad nos impiden regular permanentemente ese tipo de actividades. Y, desde esa perspectiva, me asiste la duda cada vez más creciente en cuanto a que ello no sólo no es materia de ley –consulté previamente a Secretaría, pues tenía aprensión al respecto y me señalaron que compartían mi criterio-, sino que también involucra cierta limitación a las garantías constitucionales, como es el derecho a la libertad para desarrollar actividades económicas establecida en el artículo 19 de la Constitución Política del Estado.



No obstante compartir las inquietudes y preocupaciones planteadas en la Sala, no me parece razonable no advertir esta situación y señalarla con claridad. Porque, de otra manera, podríamos caer en una omisión inexcusable para un Senado que se ha caracterizado por ser acucioso y por adoptar posiciones sustantivas respecto de todas y cada una de las materias que se someten a su consideración.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, quiero decir que me he sentido profundamente interpretado por una parte importante de la intervención del Honorable señor Orpis.



Creo que los señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra han entrado a una materia que dice relación con el país que queremos, con el país que visualizamos, con el país que soñamos, del cual tenemos utopías. Creo que, efectivamente, de una u otra manera estamos aspirando a que en Chile haya ciertos valores que predominen, independientemente de posiciones religiosas, políticas, culturales o similares: un mínimo común múltiplo que diga que vale la pena ser chileno.



Yo, sinceramente, creo en eso; creo en el humanismo. Creo que el humanismo tiene valores permanentes que no son transables.



En consecuencia, me he sentido interpretado por los profundos elementos que contiene la visión que se proyecta a través de esta moción.



Por otra parte, me parece que aquí se ha olvidado o ignorado  algo en lo cual yo participé. Se trata de la materia a que hizo referencia el Honorable señor Romero: el problema de la franja electoral.



ANATEL reclamó acerca de la constitución de la franja electoral vía recurso de protección. Y hubo dos partidos políticos que se hicieron parte en dicha acción constitucional: el Demócrata Cristiano, representado en su momento por el distinguido colega, don Hernán Boselin, y el Radical-Socialdemócrata, por el Senador que habla.



Ambos partimos del principio de que la televisión abierta forma parte de un bien público. Es decir, el éter es un bien nacional de uso público concesible por el Estado. En consecuencia, tal como se le otorga beneficio, por razón de su concesión y de acuerdo con el legítimo proceso de ésta, puede ser obligada a ciertos gravámenes.



Y debo señalar con mucha franqueza que cuando ANATEL presentó el recurso, el Consejo Nacional de Televisión actúo con bastante debilidad, y el abogado Boselin y yo logramos mantener la franja electoral como un gravamen propio de esa concesión.



Eso demuestra cuál es realmente el ámbito de un medio tan poderoso, el cual pertenece también a la esfera de los bienes nacionales de uso público, en términos conceptuales, como un bien incorporal.



Por lo tanto, entiendo perfectamente que podemos exigir a la televisión abierta valores, principios, ejecuciones, programas, formatos, líneas editoriales, que estén dentro de ciertos conceptos básicos que la sociedad chilena quiere y que se hallan representados en las palabras que hemos escuchado hoy en la Sala. Y lo digo sinceramente. Sin embargo, deseo ser claro, en el sentido de que me preocupa lo planteado por el Honorable señor Romero: el Senado se ha caracterizado -yo también lo he dicho- por el cuidado que ha puesto en el cumplimiento de la Constitución Política del Estado.



Sin embargo, en el informe de la Comisión, la asesora legal de ANATEL, abogada señora Ángela Vivanco, sostiene que el proyecto es inconstitucional. Y no estamos hablando de cualquier persona, sino de una profesora de Derecho Constitucional que regularmente es invitada a participar en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado.



Ella señaló expresamente en dicho órgano técnico que “el proyecto de ley en estudio no sólo significa una severa prohibición para la industria de la televisión, sino que implica prohibir por ley una actividad comercial lícita que ha sido contratada entre privados, sin que exista ninguna causal de aquellas que la Constitución Política de la República admite que sean invocadas para impedir su realización.



“En efecto, el artículo 19, Nº 21º de la Carta Fundamental garantiza la libertad para realizar toda clase de actividades económicas, estableciéndose como única limitación que ‘no sean contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad nacional’. Cómo es lógico, no se ha pretendido ni siquiera por el autor de la Moción señalar que las mediciones del ‘people meter on line’ sean contrarias a la moral o a la seguridad nacional, por lo cual sólo queda por considerar la posibilidad que se trate de una actividad contraria al orden público cuando sus usuarias son las estaciones de televisión.



“Sin duda, transformar en ilícita una determinada actividad o un sector de dicha actividad, si sólo queda como posibilidad que sea contraria al orden público, no puede encontrar su fundamento en ‘presunciones acerca de la calidad de ciertos productos’,”.



Sinceramente, no veo que una encuesta on-line en tiempo real pueda alterar el orden público en forma distinta de lo que pueda hacerlo cualquier encuesta realizada posteriormente.



En consecuencia, es obvio que a partir de ese anuncio –que no me cabe ninguna duda de que puede concretarse respecto de la constitucionalidad de la ley en proyecto-, va a afectar el número 21º del artículo 19 de la Carta Fundamental, que se refiere al derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que las regulen. Y también el número 22º relativo a la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica.



Creo que la solución va por otra vía.



Participo de lo que el Honorable señor Orpis ha dicho. Estoy dispuesto a que estudiemos la materia, a que lleguemos a un acuerdo, a que conversemos y fijemos las políticas que la Constitución nos permite.



¿Qué nos permite la Carta Fundamental?



Artículo 19, Nº 12º: “La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.”.



Y más adelante agrega ese mismo numeral: “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación. Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.”.



La solución en consecuencia, como bien dijo el Senador señor Orpis, no es “romper el termómetro”; no está simplemente en atacar el people meter on-line, que es un pequeñísimo aspecto del problema central a que estamos abocados.



A mi entender, la verdadera discusión consiste en determinar qué queremos, como chilenos, de la televisión pública, a la cual aparentemente tenemos acceso gratuito, pero a la que estamos amarrados por condicionamientos económicos.



Por lo tanto, estudiemos un mecanismo conforme al cual fijemos las pautas para que el Consejo Nacional de Televisión pueda sancionar los abusos que se cometan mediante ese procedimiento o muchos otros, a fin de que en definitiva logremos tener la televisión que realmente deseamos, pues prácticamente hay consenso en que nos encontramos en una posición en extremo pérfida, de mala valoración espiritual, situación que es indispensable reparar de manera definitiva.



He dicho.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Terminó el Orden del Día.



Hay varios inscritos, cuyas intervenciones quedarán para la sesión ordinaria de mañana, oportunidad en que la iniciativa se verá en el tercer lugar de la tabla.



No obstante, se tomará debida nota de las observaciones de los Senadores señores Romero y Vásquez, quienes plantearon dudas de constitucionalidad. En tal virtud, el proyecto podría ser estudiado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Pero ello se resolverá al continuar el debate.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES
PROCEDIMIENTO PARA EMPRESAS HIDROELÉCTRICAS

ANTE TEMPORALES O CATÁSTROFES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Honorables señores Naranjo, Navarro y Ominami presentaron un proyecto de acuerdo destinado a solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles en el sentido de elaborar un reglamento sobre el procedimiento que deberán seguir las empresas hidroeléctricas para evacuar las aguas de sus embalses o represas en casos de temporales o catástrofes.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Corresponde votar el…

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite plantear una cuestión de Reglamento, señor Presidente?

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hasta donde entiendo, se destinó parte de la sesión de mañana a tratar este asunto específico.



A mi entender, los proyectos de acuerdo de esta naturaleza vienen a ser una especie de conclusión de un debate habido en la Sala.



En tal virtud, sugiero que dejemos para mañana la votación de este asunto. Para ser franco, no lo he estudiado. Pero habrá una discusión donde se podrá recoger las inquietudes planteadas, ampliar el acuerdo y generar un texto de consenso que podría resultar más útil para los objetivos que se persiguen.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, mi intervención va en el mismo sentido del planteamiento hecho por el Senador señor Larraín, máxime cuando uno lee el proyecto de acuerdo en el punto resolutivo tercero, donde se dice que, en caso de que una empresa no respete la regulación que se pretende establecer, será responsable de los daños causados a la propiedad privada. No se refiere a los provocados a los bienes públicos, ni menos a los inferidos a la vida humana, que es lo que más deberíamos cautelar. Y lo que hemos visto estos días ha sido de verdad preocupante, por la cantidad de personas muertas o dañadas en su integridad.



En consecuencia, considero muy conveniente lo señalado por el Senador señor Larraín. Hay que tomar una decisión, que no es menor, para que se regule a las empresas hidroeléctricas -sobre todo ahora, cuando estamos apreciando que, en materia de nuestra capacidad energética, al parecer serán el camino que habrá que seguir-, para ver cómo hacer mejor las cosas.



Por eso, adhiero plenamente a lo planteado por Su Señoría y solicito a los firmantes del proyecto de acuerdo que votemos en el momento en que haya un texto de todo el Senado.



He dicho.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, el proyecto de acuerdo será votado después que se vea, en la hora de Incidentes de la sesión ordinaria de mañana, lo relativo a los desbordes del río Biobío.



--Así se acuerda.
VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CANTERO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndoles informar sobre PAGOS QUE ADEUDA CONSORCIO BAS DOS A PYMES POR CONSTRUCCIÓN DE NUEVA CÁRCEL DE ANTOFAGASTA; y al señor Director Regional del Servicio de Salud Antofagasta, solicitándole INCORPORACIÓN DE DON JAIME ORTIZ ROJAS A PROGRAMA RESIDENCIA DE COMUNIDAD TERAPÉUTICA EN CENTRO ASISTENCIAL EL PERAL, DE SANTIAGO.



Del señor CHADWICK:



Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, requiriéndole antecedentes sobre FORMA DE DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS PARA DIFUSIÓN DE ACTIVIDADES PÚBLICAS MEDIANTE RADIOS REGIONALES Y NACIONALES EN PERÍODO 2004-2005.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Obras Públicas; a la señora Ministra de Vivienda; a los señores Intendente y Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Novena Región; al señor Gobernador Provincial de Malleco, y a los señores Alcalde y Concejales de Angol, pidiéndoles MEDIDAS PARA EVITAR REBASE DE CANALES LAS DIUCAS E ISABEL RIQUELME, DE ANGOL. A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía y Alcalde y Concejales de Victoria, solicitándoles EJECUCIÓN DE OBRAS DE CONSERVACIÓN Y RIPIADO DE CAMINOS VECINALES GARCÍA Y FAJA FERNÁNDEZ, DE VICTORIA.  Y a los señores Director General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería y Director de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias del Ministerio de Agricultura, requiriéndoles el ENVÍO A COMISIÓN NACIONAL DE DISTORSIONES DE ANTECEDENTES NECESARIOS PARA APLICACIÓN DE DERECHOS COMPENSATORIOS A HARINA IMPORTADA DESDE ARGENTINA.



Del señor GARCÍA:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, pidiéndole información sobre ESTADO DE SOLICITUD DE SUBVENCIÓN PRESIDENCIAL PRESENTADA POR CORPORACIÓN DEL NIÑO LEUCÉMICO DE TEMUCO.



Al señor Contralor General de la República; a los señores Ministros de Hacienda, de Educación, del Trabajo y Previsión Social, de Obras Públicas, de Salud, de Vivienda y Urbanismo, y de Agricultura; a los señores Subsecretarios del Interior y de Desarrollo Regional y Administrativo; a la señora Directora de la Comisión Nacional del Medio Ambiente; al señor Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor; al señor Fiscal del Ministerio Público de la Región de La Araucanía; al señor Secretario Ministerial de Vivienda de La Araucanía; al señor Intendente de la Novena Región; a los señores Consejeros de La Araucanía; al señor Director de Vialidad de la Novena Región; al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía; a los señores Alcaldes de Temuco, Villarrica y Chol-Chol; a los señores Concejales de Villarrica; al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur; a los Juzgados de Familia de Temuco y Angol; y al señor Director del Instituto Nacional del Deporte de La Araucanía, solicitándoles CONTESTACIÓN A OFICIOS SIN RESPUESTA.



Al señor Ministro de Justicia, pidiéndole información sobre ESTADO DE RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA DE CORPORACIÓN SAN CRISTÓBAL, DE TEMUCO; al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole antecedentes en cuanto a ESTADO DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA EL PERAL-TROVOLHUE, EN CARAHUE; al señor Secretario Ministerial de Bienes Nacionales de La Araucanía, solicitándole información acerca de LOTEOS IRREGULARES EN NOVENA REGIÓN; a la señora Secretaria Ministerial de Educación de La Araucanía, pidiéndole antecedentes sobre CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS DE BUEN FUNCIONAMIENTO DE INTERNADO MANANTIAL DE RALUM, DE VILLARRICA; al señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de La Araucanía, solicitándole información con respecto a ESTADO DE PROYECTO DE VIALIDAD INTERMEDIA “PAVIMENTACIÓN CALLE PEDRO LEÓN GALLO NORTE, DE PITRUFQUÉN” y a LOTEOS IRREGULARES EN NOVENA REGIÓN; al señor Alcalde de Temuco, requiriéndole antecedentes acerca de LOTEOS IRREGULARES; a la señora Alcaldesa de Villarrica, recabándole información concerniente a LICITACIÓN DEL TRANSPORTE ESCOLAR 2006 EFECTUADA POR MUNICIPIO DE VILLARICA, y al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole antecedentes sobre ILEGALIDAD EN COBRO POR TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS.



Del señor GIRARDI:



A la señora Directora del Hospital Exequiel González Cortés, de la Región Metropolitana, solicitándole información relativa a BROTE DE ADENOVIRUS INTRAHOSPITALARIO.



Del señor HORVATH:



A los señores Contralor General de la República y Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Agricultura, y a las señoras Directora Ejecutiva de la CORFO y Directora Ejecutiva del INFOR, planteándoles la necesidad de solucionar PROBLEMAS DE INSTITUTO FORESTAL; y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiéndole acogida para SOLICITUDES DE REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS EN ZONA AUSTRAL.


Del señor LONGUEIRA:



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, requiriéndole información sobre EXISTENCIA DE NORMATIVA QUE SUPEDITE A DUEÑOS O ARRENDATARIOS DE CONTENEDORES A ADQUIRIR GAS SÓLO A EMPRESAS PROPIETARIAS DE ELLOS.



Del señor NARANJO: 



Al señor Ministro de Economía, pidiéndole antecedentes relacionados con EFECTOS DE DECRETO QUE AUMENTA PERÍODO PARA CALCULAR HORAS DE MAYOR DEMANDA ELÉCTRICA DE EMPRESAS AGRÍCOLAS; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información respecto de CUENCAS HIDROGRÁFICAS DEL MAULE DONDE SE INVERTIRÁN RECURSOS DESTINADOS A REPARAR DEFENSAS RIBEREÑAS E INFRAESTRUCTURA VIAL EN REGIONES SEXTA, SÉPTIMA Y OCTAVA; al señor Ministro de Agricultura, pidiéndole antecedentes vinculados a EFECTOS DE DECRETO QUE AUMENTA PERÍODO PARA CALCULAR HORAS DE MAYOR DEMANDA ELÉCTRICA DE EMPRESAS AGRÍCOLAS; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, recabándole información atinente a MEDIDAS ADMINISTRATIVAS IMPLEMENTADAS POR SUBSECRETARÍA DE TELECOMUNICACIONES ENTRE 1990 Y 2006; al señor Intendente de la Séptima Región, pidiéndole antecedentes acerca de CONVENIOS DE INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA SANITARIA URBANA SUSCRITOS PARA COMUNAS DE PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES ENTRE 1990 Y 2006; y al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Séptima Región, remitiéndole CARPETA DE PROYECTOS DE AGUA POTABLE RURAL 2006 APROBADOS CON FONDOS REGIONALES PARA COMUNAS DE PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES.


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole antecedentes sobre INSTALACIÓN DE PLANTA DE ÁRIDOS AL BORDE DE RÍO ACONCAGUA, EN SECTOR EL MOLINO, DE LA CRUZ, y al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Quinta Región, pidiéndole información en cuanto a ESTADO DE REQUERIMIENTO DE PAVIMENTACIÓN EN SECTOR EL CARMEN, COMUNA DE LA LIGUA.
)------------(
El señor SABAG (Presidente accidental).- El primer turno de Incidentes corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente, que no hará uso de él.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

SOLICITUD DE DIFERENCIACIÓN En PRECIOS DE GAS DE ENAP 

PARA REGIÓN DE MAGALLANES. OFICIO
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, he tomado conocimiento de que fue adelantada para el 31 de diciembre de este año la renegociación de la tarifa que ENAP Magallanes cobra por la venta de gas a GASCO Magallanes.



Mi preocupación viene dada por el impacto que esa negociación tiene sobre los consumos de gas residencial y los costos de las tarifas de consumo eléctrico, pues ambos dependen directamente de los precios que se determinen. Esto, porque las tarifas de GASCO Magallanes son las únicas de una empresa distribuidora de este tipo de combustible que se encuentran reguladas por ley, con un costo de capital de 7.02 por ciento y valores diferenciados de venta según sean clientes residenciales o clientes industriales; en este caso es la Empresa Eléctrica de Magallanes.



Así las cosas, el sistema tarifario en la Región de Magallanes considera la señalada tasa de costo capital más valor nuevo de reemplazo y un cobro por el valor agregado de distribución. De esta forma, para efectos del precio final a cliente, GASCO suma el “precio ENAP” y el valor agregado de distribución.



De lo expuesto queda clara la fuerte incidencia que tiene en el precio final para el consumidor domiciliario de gas y luz la determinación que se tome en cuanto al precio que ENAP cobra a GASCO por el gas que le proporciona.



Señor Presidente, Magallanes sigue siendo la única Región que posee independencia energética, ya que produce su propio gas natural, a diferencia, desgraciadamente, del resto del país, como en las zonas norte, centro y sur, que dependen de las importaciones de Argentina, teniendo un desarrollo de los negocios de transporte, distribución y comercialización con factores totalmente diferentes a los de la cuenca austral.



Sumada a lo anterior, la especial situación de realidad climática que se vive en la Región de Magallanes obliga a un consumo anual de gas natural superior en siete veces al consumo de clientes en el centro del país, de acuerdo a la comparación con compañías distribuidoras, como METROGAS y GASVALPO.



Ambos factores combinados son más que razonables para pedir una diferenciación en la política de precios que establece para con la Región de Magallanes la Empresa Nacional del Petróleo, pues, en caso de que en esta negociación se pretenda aplicar el mismo precio internacional de 4 dólares actualmente existente para el resto del país, ello podría significar un aumento del 50 por ciento del precio hoy día vigente, lo que implicaría un incremento en las cuentas de gas natural en toda la Región de un 60 por ciento y un 8 por ciento adicional en el cobro por las cuentas de luz.



Por tanto, ruego que se oficie a la señora Ministra de Minería a fin de solicitarle que la Empresa Nacional del Petróleo no suba el precio actual, dada la condición de Magallanes como única zona productora de gas natural en el país, con costos de transporte muy por debajo del resto de Chile, con una compañía distribuidora de gas que ya tiene tarifas reguladas y que no enfrenta impuestos de importaciones adicionales, además de la especial situación de dependencia del consumo de este combustible existente para la gente que vive en la Región de Magallanes, por sus especiales condiciones climáticas, que no harían sostenible un alza en las tarifas como la que se provocaría en caso de que la ENAP aumentara su precio.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

PROBLEMAS DE TRABAJADORES DE HOSPITAL

REGIONAL DE TEMUCO. OFICIO

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero referirme a diversas situaciones que se viven en el Hospital Regional de Temuco y solicitar, por su intermedio, que se transcriba esta intervención a la señora Ministra de Salud con el objeto de obtener respuesta para cada una de las inquietudes expuestas por dirigentes gremiales de los trabajadores de dicho establecimiento.



En primer lugar, se plantea la creación de una planta para choferes. Se trata, obviamente, de una demanda de carácter nacional. Esas personas, que deben conducir y estar al cuidado de maquinaria que representa una importante inversión para el Estado, se encuentran hoy asimiladas a las plantas de auxiliares de servicios, lo cual no guarda relación con la relevante función humana y profesional que cumplen.



Sé que en diversas oportunidades se han enviado, tanto por parte del Senado como de la Cámara de Diputados, numerosos proyectos de acuerdo para solicitar la creación de una planta de choferes dentro de las plantas de los hospitales. Sin embargo, nunca se ha hecho nada. Y, en verdad, es de toda justicia crear esa planta especial, diferente, y, sobre todo, valorar la responsabilidad que dichos conductores tienen respecto, primero, de los pacientes que trasladan, y segundo, obviamente, de las máquinas que se encuentran a su cargo.



Por otra parte, pido que se estudie la incorporación a la Ley de Urgencia de los funcionarios que cumplen su trabajo en el Servicio de Psiquiatría.



Todos conocemos -lo vimos durante un programa televisivo de la semana recién pasada- la situación que se vive en numerosos servicios de psiquiatría del país. Lamentablemente, Temuco no es la excepción. Es más: sus problemas son más graves que los de otros servicios de esa índole a lo largo del territorio: los funcionarios son agredidos de manera permanente: a veces, por los enfermos; en otras ocasiones, por personas que han delinquido y, gracias a maniobra de la defensa, se hallan recluidas en forma temporal en el Servicio de Psiquiatría.



Esos trabajadores están cansados. Deben lidiar con situaciones que en muchas oportunidades se encuentran al límite de lo que toda persona puede soportar. Y parece de absoluto sentido común y de entera justicia que el Ministerio de Salud se preocupe en forma especial de dichos funcionarios, que están sometidos, no sólo a una presión laboral fuera de lo común, sino también -como ya expresé- a agresiones verbales y físicas, exponiendo su propia integridad.



Se requiere poner término al maltrato laboral. 



Se requiere, asimismo, mejorar el entorno del trabajo, particularmente en los espacios físicos de descanso de los funcionarios. 



Se requiere mejorar la alimentación de los trabajadores. Hoy existe hacinamiento en los casinos; las comidas son malas, y la llamada “colación nocturna” es francamente vergonzosa: no permite a nadie mantenerse en condiciones adecuadas durante el período que abarca el turno.



Hay que terminar con la sobrecarga de trabajo que afecta a numerosos funcionarios de los hospitales. El cuarto turno, que se pensó sería la solución, no ha mejorado el estado de cosas existente. Los trabajadores son llamados a laborar en horas de descanso. Por lo tanto, hoy día trabajan más, pero ganan menos. Porque quiero recordar que, con la nueva Ley de Autoridad Sanitaria, el pago de horas extraordinarias se cambió por una asignación de turno; pero, a pesar de que se nos dijo que ésta sería equivalente al monto que percibían los trabajadores de la Salud por horas extraordinarias, eso en la práctica no ha ocurrido y son numerosos los funcionarios que, desde que se halla en vigor la referida Ley, han perdido parte significativa de sus ingresos.



Hay que reconocer los cursos de capacitación. Si permanentemente se dice a los funcionarios que para mejorar la atención de los pacientes, para mejorar la atención oportuna de salud, deben capacitarse, parece razonable que los cursos pertinentes sean reconocidos con una renta más elevada y, también, que se den facilidades de tiempo para llevar a cabo las tareas de capacitación, a fin de que los funcionarios no tengan que desarrollarlas en su período de descanso, que -como ya señalé- muchas veces es bastante breve debido a que durante él son llamados a completar turnos.



Quiero, asimismo, pedir a la señora Ministra de Salud que remita al Senado la nómina de funcionarios que padecen enfermedades catastróficas no AUGE. Y esta solicitud encuentra su razón en que, lamentablemente, son numerosos los trabajadores que sufren enfermedades de aquella índole serias, graves, y no reciben la atención de salud que requieren.



Aunque parezca mentira, la caridad no empieza por casa tratándose de los funcionarios de los hospitales. Muy por el contrario, algunos han muerto esperando ser atendidos.



Por lo tanto, creo que esos trabajadores, quienes han dedicado gran parte de su vida a cuidar enfermos, deben recibir un trato preferente, especial, para mejorarse, para paliar los efectos de las enfermedades que los aquejan.



Para ello, se requiere también ampliar el stock farmacológico en drogas, especialmente para tratar cánceres.



Hoy, muchos funcionarios de la Salud atienden sus enfermedades sólo gracias a la solidaridad de sus colegas. Son frecuentes las colectas para comprar un medicamento, para pagar determinado examen médico.



Eso parece tremendamente injusto y, además, es muy doloroso para las personas que precisamente trabajan en atención de salud.



Señor Presidente, en el caso de los hospitales tipo 2, 3 y 4, de los conductores de ambulancias, durante las noches queda uno solo; permanecen los denominados “conductores de llamados”, que legalmente no existen. Si el de turno debe salir a una emergencia y se produce otra, simplemente no hay quién la atienda. Lo mismo ocurre con el personal paramédico, el cual queda a cargo de dos o más servicios.



En consecuencia, pido que exista mayor preocupación de la autoridad de salud por los trabajadores: por su situación remuneracional; por el clima laboral que viven; por el respeto a la dignidad a que tiene derecho toda persona humana, la cual en muchos casos está siendo atropellada por diversos funcionarios directivos, a quienes desde el nivel central se les fijan metas y buscan cumplirlas pasando a llevar a veces la dignidad de esos servidores.


Creo que es hora de que la jefatura máxima del Ministerio de Salud mire lo que está pasando al interior de los establecimientos y en particular de los hospitales. Es hora de que escuche a las organizaciones gremiales. Es hora de que fiscalice en terreno lo que está sucediendo con el personal, que se encuentra agotado porque está sometido a una presión francamente inhumana. 



Señor Presidente, pido que estos antecedentes sean puestos en conocimiento de la señora Ministra de Salud.



He dicho.
El señor SABAG (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional e Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, ante todo, deseo adherir a las expresiones del Honorable señor García, porque situaciones parecidas ocurren en los hospitales de la Décima Región. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del  Senador señor García, de conformidad con el Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Kuschel.
REPARACIÓN O CONSTRUCCIÓN DE  NUEVAS RAMPAS EN 
CANAL DE CHACAO. OFICIO 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero solicitar el envío de un oficio al señor Ministro de Obras Públicas acerca de la materia que paso a exponer. 



Lamento mucho la forma en que se promovió el puente sobre el canal de Chacao -incluso, se lo bautizó como “Puente Bicentenario” (los 200 años se cumplen el 2010)-, que al final no se concretó. Se realizó un estudio de última hora, pues se inició hace poco, el cual hoy, a comienzos de agosto, arrojó un resultado negativo: el proyecto es excesivamente caro. Por lo tanto, se descartó.




No voy a seguir insistiendo al respecto. 
Sólo quiero expresar la profunda decepción de los habitantes de las provincias de Osorno, Llanquihue, Chiloé y Palena, que se podrían haber visto favorecidas con la gran cantidad de ventajas que generaba la construcción de dicho puente. Es cierto que aumentaron sus costos, pero los beneficios se incrementaban en proporción mayor. 



Entonces, quiero pedir al señor Ministro de Obras Públicas que de inmediato considere la posibilidad de reparar y mejorar las rampas: existen dos en el lado norte del canal, en el sector de Pargua, y dos en el lado sur. Porque actualmente -como he dicho en otras oportunidades- se producen tacos y los transbordadores deben esperar cargados en el canal. El cuello de botella se genera por la falta de rampas, no por las embarcaciones. 


Por lo tanto, lo ideal sería habilitar dos rampas más a cada lado o aumentar la capacidad de las existentes, a fin de atender dos transbordadores en forma simultánea. 



Las autoridades tienen que estudiar cuál es la mejor solución. Ésta, a mi juicio, es la construcción de nuevas rampas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CARENCIA DE PROYECTOS DE INVERSIÓN EN REGIÓN
DE LOS LAGOS. OFICIOS



Por otra parte, solicito oficiar al señor Intendente y al Gobierno Regional -así, este documento se considerará en el acta de dicho organismo-, requiriéndoles mejorar la calidad y cantidad de la inversión de los fondos regionales. Ayer, en la Cuarta Subcomisión de Presupuestos analizamos esa situación y comprobamos que existe un atraso en la aplicación de tales recursos. 



Asimismo, hay fallas desde el punto de vista de las municipalidades, pues muchas de ellas, o no han presentado los proyectos o lo han hecho con información incompleta.



Por eso, pido que se oficie a cada uno de los cuarenta y dos alcaldes de la gran Décima Región -que espero no la dividan- y a los respectivos concejos comunales, con el objeto de que tomen nota de que existen recursos disponibles en el Fondo de Desarrollo Regional, pero los proyectos son insuficientes. 



Los señores alcaldes deben coordinarse con el Gobierno Regional para aprovechar a la brevedad esos recursos, pues el año pasado hubo que devolver los excedentes al nivel central. Ojalá que esto no ocurra de nuevo.


He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento

El señor SABAG (Presidente accidental).- En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Pérez.
El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, quiero pedir que se remitan oficios a diversas autoridades.
NECESIDAD DE CREACIÓN DE TRIBUNAL

DE FAMILIA EN LEBU. OFICIO

El señor PÉREZ VARELA.- Primero, solicito oficiar al señor Ministro de Justicia, para que analice y resuelva la situación por la que atraviesa hoy Lebu con respecto a la administración de justicia. 


En dicha comuna, capital de la provincia de Arauco, existe sólo un juez, quien tiene jurisdicción mixta. Es decir, ve todos los asuntos insertos en la reforma procesal penal, como juez de garantía; todo lo relativo a los tribunales de familia, a la justicia laboral, a la justicia penal antigua y, además, a la jurisdicción civil. Todo ello hace que el tribunal esté absolutamente colapsado.



Debo recordar que, como juez de garantía y como juez de familia, ese magistrado está obligado a asistir personalmente a cada una de las audiencias. Por ende, como se comprenderá, tal situación es por completo insostenible. 


Eso se traduce en que en la comunidad -el tribunal atiende a las comunas de Lebu y Los Álamos- existe frustración y decepción por la labor de la justicia, producto de que las resoluciones y sentencias resultan extraordinariamente demoradas y los procedimientos son lentos. Ello, a pesar del esfuerzo y la abnegación con que trabaja el juez, don Guillermo Vera, a quien el Poder Judicial debiera brindar colaboración y gratificar de manera oportuna.



Por lo señalado, es necesario crear a lo menos un tribunal de familia, puesto que entre el 1º de enero y el 30 de junio del presente año ingresaron 596 causas de ese tipo, que significan, en el mejor de los casos, alrededor de 800 audiencias. Esto permite apreciar la magnitud del desafío que enfrenta ese magistrado.



Reitero: es absolutamente indispensable la creación de al menos un tribunal de familia en la comuna de Lebu.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PROBLEMA DE INSALUBRIDAD EN POBLACIÓN “UNIÓN CARAMPANGUINA”, DE ARAUCO. OFICIO



En segundo término, pido que se dirija oficio a la señora Intendenta de la Región del Biobío.



En la comuna de Arauco se encuentra ubicada la población “Unión Carampanguina”, que cuenta con 64 viviendas. El 14 de julio recién pasado, la Secretaría Ministerial de Salud la declaró insalubre debido a que se rebosaron todas las fosas sépticas y, por lo tanto, las aguas servidas y los excrementos se desbordaron hacia las calles y hacia el interior de las casas.




Sin  embargo,  luego  de  esa   resolución   de  la  autoridad -adoptada, repito, el 14 de julio- no se han realizado otras acciones. Ningún ente del Estado ha ido en ayuda de esas más de 64 familias, que viven en condiciones francamente insostenibles, con gran riesgo para la salud de todos sus miembros y en particular de los niños.



Por eso, pido que se oficie a la señora Intendenta a fin de que aborde la materia e informe al Senado acerca de las acciones que, como gobierno de la Región, está efectuando para recuperar la condición de salubridad de un sector tan importante como el de la población mencionada.


--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

EFECTOS ECONÓMICOS Y SOCIALES DE DECLARACIÓN DE

ZONA DE CATÁSTROFE EN OCTAVA REGIÓN. OFICIO


Por otro lado, solicito que se remita oficio al señor Ministro del Interior.



En razón de los últimos temporales se declaró “zona de catástrofe” la Octava Región y hemos visto en terreno cómo se están reparando caminos, abriendo rutas y entregando ayuda de emergencia.



No obstante, resulta importante clarificar cuántos recursos significará tal declaración, a través del detalle de todos los fondos que se han recibido en la Región para ir en auxilio de los distintos sectores.



También es bueno formular algunas sugerencias. Porque la ayuda se ha centrado en entrega de colchonetas, carbón, alimentación, etcétera; en arreglo de caminos y, en algunos casos, en la distribución de mediaguas. Pero -como el señor Presidente sabe muy bien- muchas veces en los sectores más amagados, más inundados el problema está de la puerta de las casas hacia adentro. Hay gente que ha perdido todos sus enseres: televisor, refrigerador, muebles, y no existe ningún plan ni política pública que permita ayudar y colaborar en tal sentido. 


Por ello, considero muy importante que, dentro de los programas insertos en la declaración de zona de catástrofe, las autoridades asuman el problema que implica lo sucedido al interior de las viviendas, especialmente en el caso de los sectores más vulnerables.



En el mismo orden de cosas, he tomado conocimiento de la situación que afecta a muchas pequeñas empresas. Por ejemplo, en la comuna de Laja visité una reparadora de muebles. El propietario tiene su vivienda en el segundo piso y en el primero su taller, que se inundó por completo. Y perdió su maquinaria, todo. El segundo piso no se inundó, pero su fuente laboral, económica quedó absolutamente destruida.



Creo que casos como éste también ameritan verse representados en la declaración de zona de catástrofe, sea a través de subsidios o de mecanismos de ayuda objetivos y bien focalizados. 



Resulta imprescindible que el Ministro del Interior, como coordinador de todo lo relacionado con las zonas de catástrofe a nivel nacional, considere en los programas cada una de las situaciones que he relatado.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PROGRAMA ESPECIAL DE INVERSIONES EN INFRAESTRUCTURA 

PARA OCTAVA REGIÓN. OFICIO



Por último y también con respecto a los recientes temporales, quiero señalar que uno de los Ministros que han estado en la Región fue el de Obras Públicas, quien hizo una serie de anuncios de inversiones a raíz de que  ciertas obras de infraestructura quedaron deterioradas. 



Por ello, pido que se oficie a dicho Secretario de Estado a fin de que precise los montos de cada una de esas inversiones, los proyectos específicos que se contemplan y los plazos en que se van a ejecutar, de manera de tener claridad en cuanto a que estamos hablando de un programa especial diseñado para mitigar los efectos del temporal, y no del programa tradicional de inversiones de que se había informado con algunos meses de anterioridad. 



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)---------------(

El señor SABAG (Presidente accidental).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor García asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor García, en calidad de Presidente accidental. 

)---------------( 

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- El Comité Socialista no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

INQUIETUD DE VECINOS DE VILLA O'HIGGINS ANTE 

 EVENTUAL EXPROPIACIÓN. OFICIOS

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, han recurrido a la Senadora que habla algunos vecinos de la villa O'Higgins, que limita con la Alameda, las calles Las Rejas Sur y Cinco de Abril y avenida Aeropuerto.


Dicha villa es de larga tradición en la comuna de Estación Central. Fue fundada en 1957, hace ya casi 50 años, y habitan en ella más de 15 mil personas, que constituyen fundamentalmente familias de esfuerzo, en su mayoría adultos mayores.


Esos pobladores han recurrido a mí porque han recibido confusas y preocupantes informaciones sobre la expropiación de sus viviendas.


En efecto, han tenido conocimiento, por distintos medios informales, de que sus casas serán prontamente expropiadas para construir allí una estación intermodal del Transantiago. 


Del mismo modo, han sabido que para el año 2010 el cuadrante mencionado debería transformarse en una zona comercial moderna, incluyendo malls, bancos y viviendas en altura.


Dados los años que esas personas han residido en la villa y su condición de adultos mayores, existe una natural resistencia frente a una medida como la señalada.


Señor Presidente, por lo anteriormente expuesto, solicito que se oficie a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el propósito de que den cuenta a esta Corporación sobre la veracidad de tales informaciones, y, de ser correctas, detallen las zonas sujetas a expropiación, para qué fines y cuándo se procederá al efecto.


He dicho.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Resta tiempo al Comité Demócrata Cristiano. 



No lo ocupará.


Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:10.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

ACTA APROBADA

LEGISLATURA NÚMERO 354

SESION 30ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE JULIO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Pérez Varela.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar Larraín, y el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solis Palma.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



El acta de la sesión vigésima octava, ordinaria, de 4 de Julio de 2.006, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación

_________________

CUENTA

Mensajes



Seis de Su Excelencia la señora Presidente de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modificación de la ley Nº 18.314, estableciendo cuándo constituirán delitos terroristas los ilícitos que contempla (Boletín Nº 4.298-07).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (Boletín Nº 3.953-04).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (Boletín N° 3.968-12).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal, en la Región de Tarapacá (Boletín Nº 4.048-06).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio (Boletín N° 4.049-06), y



4) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-06).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, mediante el cual comunica a esta Corporación que la Excelentísima Corte Suprema designó al Ministro señor Alberto Chaigneau del Campo, como Ministro del Tribunal Calificador de Elecciones, en reemplazo de don José Luis Pérez Zañartu.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a las denuncias por la mala calidad de diversos proyectos de mejoramiento de caminos en la comuna de Carahue.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del trabajo asignado a la Comisión Mixta de Límites para precisar el recorrido del límite desde el Monte Fitz Roy al Cerro Daudet.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, por el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la reincorporación a Carabineros de Chile de funcionarios retirados.



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al incremento del presupuesto del Ejército de Chile para permitir la visita de familiares de los conscriptos que cumplen su Servicio Militar en zonas extremas.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre la finalización de las obras de construcción del camino que une a la Caleta Pichanco con la Caleta Gonzalo, comuna de Palena.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la aplicación del decreto Nº 95, del año 2005, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en cuanto a la circulación de vehículos con sello rojo en la zona austral.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la pavimentación de la Ruta R-49, que une Collipulli con el sector de Pemehue.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre situación de peligro que enfrentan escolares de la comuna de Aysén que deben cruzar ríos para asistir a sus establecimientos educacionales.



De la señora Ministra de Minería y Energía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al costo que deben cancelar los habitantes de la Isla Santa María, comuna de Coronel, por el consumo de energía eléctrica.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre el financiamiento del Proyecto “Población El Esfuerzo” de la comuna de Malalhue y del Proyecto “Alumbrado Público”, en el acceso a la comuna de Lanco.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, por el que pone en conocimiento de esta Corporación la evaluación de la glosa 01 del Programa de Contingencias Operacionales de la Partida Ministerio de Salud.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al número de concesiones otorgadas para instalar antenas para teléfonos móviles en la Octava Región.



Dos del señor Presidente del Consejo Directivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, por los que da respuesta a los oficios enviados en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath, sobre la exposición a radiación ionizante que sufrieron operarios que trabajaron en la construcción de las Plantas de Celulosa Valdivia y de Celulosa Itata o Nueva Aldea.



Del señor Intendente de la Región de Los Lagos, por el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto al financiamiento del Proyecto “Reposición Escuela Alberto Córdova”, de la comuna de Lanco.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Segunda Región, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la situación que enfrenta el Internado Andino de la ciudad de Calama.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Novena Región, por el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los problemas de la educación en la comuna de Traiguén.



De la señora Directora subrogante del Servicio de Salud de Atacama, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Núñez, respecto de accidente ferroviario en la comuna de Diego de Almagro.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Subsecretario de Obras Públicas, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido al Proyecto de Ampliación de la Costanera Central de la ciudad de Antofagasta.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministro de la Corte Suprema a don Hugo Enrique Dolmestch Urra (Boletín Nº S 872-05).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.000-05).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Letelier y Escalona, con la que inician un proyecto de ley que establece agravante para ciertos delitos cometidos por motivaciones de índole étnico, racial, sexual, político o religioso (Boletín Nº 4.290-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Orpis, Gómez, Núñez, Prokurica y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley sobre fomento de las fuentes de energías renovables y no contaminantes (Boletín Nº 4.312-08).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Navarro, con la que inician un proyecto de ley sobre modificación del Código Penal respecto de la agravante de abuso de la fuerza, cuando la víctima sea una persona mayor de 60 años, un niño, un inválido o cualquier otra en situación de inferioridad (Boletín Nº 4.319-07).



De los mismos señores Senadores, con la que inician un proyecto de ley sobre modificación de los Códigos Procesal Penal y Penal, en materia de aplicación de la suspensión condicional del procedimiento (Boletín Nº 4.320-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Escalona, Letelier, Naranjo, Núñez, Sabag y Zaldívar, mediante el cual expresan su preocupación por la actual situación que se vive en la Franja de Gaza y proponen solicitar al Gobierno de Chile la adopción de diversas medidas respecto de la materia (Boletín Nº S 877-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, García y Larraín, con la que presentan un proyecto de ley sobre modificación de la ley Nº 18.525, en cuanto a la aplicación de sobretasas arancelarias o contingentes arancelarios.



-- Se declara inadmisible, de conformidad a lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política. 



Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, con la que presenta un proyecto de ley que exime, a los afiliados que indica, del pago de la cotización del 7% destinada al financiamiento de las prestaciones de salud.



-- Se declara inadmisible, en virtud de lo dispuesto por el número 6º. del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

- - -

 

Durante la lectura de la Cuenta, se agrega a la misma un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales, con urgencia calificada de “suma”.  (Boletín Nº 3.953-04).



-- Queda para Tabla. 

- - -



En seguida, hace uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el objeto de remitir un oficio a Su Excelencia la señora Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contempladas en la moción que presentara junto al Honorable Senador señor Pizarro, que exime a los afiliados que indica del pago de la cotización del 7% destinada al financiamiento de las prestaciones de salud.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.



A continuación, el Honorable Senador señor Larraín solicita al señor Presidente recabar idéntico acuerdo con el objeto de remitir un oficio a Su Excelencia la señora Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contempladas en la moción que presentara con los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y García, que modifica la ley Nº 18.525, en cuanto a la aplicación de sobretasas arancelarias o contingentes arancelarios.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.

- - -



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Horvath, quien solicita al señor Presidente recabar el acuerdo unánime de la Sala para que el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 2.222, Ley de Navegación, prohibiendo o regulando, en su caso, el paso de naves con carga peligrosa en el mar territorial de la zona austral, correspondiente al Boletín Nº 2.813-12, sea discutido en general y en particular por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales con motivo del primer informe.


Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.

________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Abrir los siguientes nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los asuntos que a continuación se indican:



a) Hasta las 12 horas del día miércoles 12 de julio en curso, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07); 



b) Hasta las 12 horas del día viernes 14 de julio de 2006, para el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-06); 



c) Hasta las 12 horas del día lunes 17 de julio en curso, respecto de los siguientes asuntos:



i) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia  a  juez  que  indica  para  conocer  aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (Boletines Nos 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18);



ii) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional (Boletín Nº 2.579-06), y



iii) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



2) Tratar en la sesión ordinaria del día martes 18 de julio en curso, el informe de la Comisión de Salud recaído en las observaciones que Su Excelencia el Presidente de la República formulara al proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11).

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión con el objetivo de prohibir el empleo de sistemas de medición de audiencia en línea, con informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión con el objetivo de prohibir el empleo de sistemas de medición de audiencia en línea, correspondiente al Boletín Nº 3.543-15.



Informa que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones por las consideraciones expuestas en su informe, aprobó en general esta iniciativa de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa y Orpis.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor García, quien solicita, en nombre del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, segunda discusión respecto de esta iniciativa, de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.



Queda para segunda discusión 

_________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

_________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables Senadores señores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores a fin de condenar y requerir al Gobierno de Cuba que ponga fin a las detenciones por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser 

contrarias a ese régimen político.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Arancibia, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Prokurica, Romero y Ruiz-Esquide correspondiente al Boletín Nº S 873-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.-Que el irrestricto respeto de los derechos humanos, que transversalmente es sostenido por los integrantes de esta Corporación, hace necesario solicitar formalmente al Gobierno cubano que ponga fin a las detenciones efectuadas por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser contrarias al régimen político de Fidel Castro.

2.-Que en marzo de 2003, las autoridades sentenciaron a 75 disidentes a penas de prisión que iban de los 6 a los 28 años y, con motivo de lo anterior, el 3 de abril de 2003, la Cámara de Diputados, en sesión 63ª, aprobó el proyecto de acuerdo N° 192, mediante el cual se solicitó a la Ministra de Relaciones Exteriores que recabara información respecto de la relación existente entre las detenciones masivas efectuadas en Cuba, y la presentación a la Asamblea Nacional del Poder Popular de tal país del proyecto de reforma constitucional denominado “Proyecto Varela”.

3.-Que, según Amnistía Internacional, a marzo del presente año había 72 presos de conciencia en Cuba; de ellos, 62 fueron encarcelados durante la represión de marzo de 2003, figurando en ese grupo disidentes políticos, periodistas independientes y abogados de derechos humanos juzgados sumariamente en abril de 2003 y que, pese a que a lo largo de 2004 y 2005 quedaron en libertad condicional un total de 22 presos de conciencia, en su mayoría por razones médicas, se siguieron produciendo encarcelamientos de críticos al gobierno. 

Estos disidentes encarcelados, que cumplen sentencias con un promedio de 20 años, además sufren maltrato y malas condiciones en las prisiones, siendo Cuba uno de los pocos países del mundo, y el único del Hemisferio Occidental, que niega el acceso a las prisiones al Comité Internacional de la Cruz Roja, situación que acontece desde 1989.

4.-Que, con todo, en los informes sobre Cuba de Human Rights Watch, se señala que, a principios de julio de 2005, la Comisión Cubana de Derechos Humanos y Reconciliación Nacional, un grupo local defensor de los derechos humanos, publicó una lista de 306 presos que, según la organización, estaban encarcelados por motivos políticos. La lista incluyó los nombres de 13 disidentes pacíficos que habían sido arrestados y detenidos en la primera mitad de 2005, de los cuales 11 estaban acusados de “estado peligroso”.  

5.-Que, por otra parte y teniendo presente los pronunciamientos de la antigua Comisión de Derechos Humanos de la ONU, por ejemplo, a mediados de abril de 2004, que aprobó por 22 votos a favor y 21 en contra, la adopción de una resolución en la que se lamentaban "los hechos ocurridos el año pasado en Cuba en relación con algunas condenas a disidentes políticos y periodistas", en referencia a las duras sentencias impuestas a los disidentes en abril de 2003, votando una serie de países latinoamericanos a favor de la resolución”.

6.-Que lo señalado en los párrafos anteriores es de interés internacional y desde luego que de Naciones Unidas y su Alto Comisionado para los Derechos Humanos, el que ha nombrado un delegado especial para supervisar la situación cubana y que al efecto realizó un informe el 20 de enero del presente año. En él, la Sra. Representante del Alto Comisionado, Christine Chanet, se refiere a las detenciones de marzo de 2003, como la “ola de represión sin precedentes, con el pretexto de que el representante de los intereses estadounidenses en La Habana intervenía activamente en la oposición política”, y recuerda las detenciones realizadas a miembros de la sociedad civil, denunciando que “sesenta personas siguen detenidas arbitrariamente según la opinión Nº 9/2003 del Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria” (...), sumándose a ellas “los nuevos arrestos y detenciones que se produjeron en 2005”, y

7.-Que, finalmente, atendido el hecho de que el informe señalado en el párrafo anterior recomienda al Gobierno de Cuba, que:

a) “Cesen los procesos de ciudadanos que ejercen los derechos garantizados por los artículos 18, 19, 20, 21 y 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;

b) Ponga en libertad a las personas detenidas que no hayan cometido ninguna violencia contra personas o bienes;

c) Revise las leyes que tipifican como delito el ejercicio de las libertades de expresión, de manifestación, de reunión y de asociación, en particular la Ley Nº 88 y el artículo 91 del Código Penal, para que esas disposiciones legislativas se ajusten a los artículos mencionados de la Declaración Universal de Derechos Humanos”, entre otras.:



El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República que instruya al Ministro de Relaciones Exteriores a fin de condenar y requerir al Gobierno de Cuba -haciendo presente la preocupación internacional sobre esta materia - que ponga fin a las detenciones por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser contrarias al régimen político de Fidel Castro, en virtud de la aplicación del Art. 91 del Código Penal de Cuba y la Ley 88 de 1998, sobre Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba.”.

- - -



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pizarro, Prokurica, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide.



En votación, es aprobado por 19 votos a favor, 2 en contra y 7 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Larraín, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Votan en contra, los Honorables Senadores señores Letelier y Ominami.



Se abstienen los Honorables Senador señores Escalona, Frei, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez y Vásquez.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_________________

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores mediante el cual proponen adoptar diversas medidas en beneficio de las conservación de las ballenas y la preservación de 

los ecosistemas oceánicos.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath, Longueira y Navarro correspondiente al Boletín Nº S 874-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1.- Que la conservación de las ballenas y sus ecosistemas constituye hoy una prioridad ambiental de carácter mundial. En tal sentido se insertan esfuerzos como los desarrollados por universidades, organizaciones de la sociedad y organismos y entidades públicas, incluyendo al Gobierno y al Senado.

2.- Que en tal marco conceptual se incluye el reciente acuerdo del Senado, de fecha 7 de junio del presente año, en que se solicitó al Ejecutivo otorgar " la mayor prioridad al tema de la preservación de la ballena como un aspecto destacado de la política exterior de Chile, mediante mecanismos apropiados de colaboración entre el Ejecutivo, Legislativo, las universidades, centros de investigación y demás actores de la sociedad civil".

3.- Que la aprobación de áreas marinas y costeras protegidas (AMCP) constituye una política de la mayor gravitación e importancia. En la actualidad, nuestro ordenamiento normativo ha consagrado tres áreas: Isla Grande de Atacama en la III Región, Lafken Mapu Lahual en la X Región, y Francisco Coloane en la XII Región.

4.- Que sin embargo, la propuesta técnica para la creación de una AMCP para Chiloé, el Golfo de Corcovado y las Guaitecas, cuya delimitación se encuentra consignada en la referida propuesta, aún se encuentra en tramitación. Esta proposición, impulsada por el Centro Ballena Azul, asociado a la Universidad Austral de Chile, y la Conama de la X Región, tiene fundada justificación ya que la zona solicitada es quizás el más importante  lugar en todo el hemisferio sur para los efectos de alimentación y crianza de la ballena azul (Balaenoptera musculus). Esta especie de cetáceo es el animal más grande del mundo y actualmente se encuentra en peligro de extinción, luego que su población fuera diezmada a menos del 1% de sus tamaños originales por la industria ballenera, y

5.- Que con fecha 1 de marzo, la Comisión Regional del Borde Costero de la X Región declaró como "interés regional" dicha área y encomendó a "la Secretaría técnica ... realizar las gestiones pertinentes en el plazo de un mes con el propósito de validar la propuesta, hacer gestiones con la Región de Aysén, y realizar reuniones de coordinación con pescadores artesanales, la Armada de Chile y los Salmoneros".



El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República que adopte las siguientes medidas:



Apoyar la referida propuesta por considerarla prioritaria, en la perspectiva de la conservación ballenera y en la preservación de ecosistemas oceánicos, de fiordos y archipiélagos que constituyen un preciado patrimonio nacional y mundial, y



Pedir a la referida Secretaría Técnica del Borde Costero de la X Región que agilice las gestiones encomendadas frente a las autoridades mencionadas- en particular, la Comisión Regional de Borde Costero de la XI Región,- a fin de lograr la más pronta declaración de AMCP de la zona antes individualizada.”.

- - -



Sometido a votación, es aprobado por 28 votos a favor.



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, 

Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

________________

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que 

establezca un  Consejo  Económico y Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei, Escalona, Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Barra, correspondiente al Boletín Nº S 875-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que, existe consenso en la ciudadanía en cuanto a que una manera de fortalecer nuestra democracia es la construcción de instrumentos que permitan a los actores políticos y sociales desarrollar, con altura de miras, diálogos amplios y fructíferos que redunden en un mejoramiento sustancial en la calidad de vida de todos los habitantes del país.

2.- Que los países más exitosos han sido aquéllos que han logrado construir confianzas y alianzas estratégicas, basadas en la cooperación en función de los objetivos que son comunes y en el intercambio de información entre los Gobiernos y los actores sociales organizados.

3.-Que existen experiencias muy exitosas a nivel europeo de organismos que reúnen actores sociales relevantes, como por ejemplo, la Unión Europea que cuenta con un Comité Económico y Social Europeo, y también otros países como España, Francia, Holanda, Austria, Bélgica, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Finlandia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Polonia, Portugal y la República Checa, que también han creado una institucionalidad especializada en el tratamiento consensuado de los temas económico-sociales y laborales.

4.-Que, el Chile de hoy, más allá de sus instituciones tradicionales, como el Congreso Nacional, demanda la necesidad de contar con una institucionalidad moderna, integrada por representantes de las organizaciones más representativas de las principales actividades económicas y laborales, cuya principal función sea constituirse en un organismo de consulta, debate y concertación a nivel nacional en materias económica y social.”.




El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República que se envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que establezca un Consejo Económico y Social, integrado por representantes de las organizaciones más representativas de las principales actividades económicas y laborales, que se constituya en un órgano consultivo del Gobierno en materias socioeconómica y laboral, con facultades para emitir dictámenes o resoluciones, con carácter obligatorio o facultativo, según sea el caso, sobre los asuntos que el Gobierno somete a su consideración, y tenga asimismo, la posibilidad de elaborar, por propia iniciativa, estudios e informes sobre los temas de su competencia.

- - -



Sometido a votación, es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Romero, Sabag y Vásquez.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables Senadores mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidente de la República que el Ministerio de Salud, en el plazo que indica, establezca los mismos beneficios laborales y previsionales de los que gozan los funcionarios de planta o a contrata para quienes trabajen o hayan trabajado a honorarios en el 

sector salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, correspondiente al Boletín Nº S 876-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que en la actualidad hay un número importante de personas que prestan servicios en la Administración del Estado bajo el régimen de contrato a honorarios, y en la práctica ejercen sus funciones sin distinción alguna con los trabajadores de planta o a contrata de los distintos organismos públicos, debiendo por tanto cumplir con un horario de trabajo, efectuar turnos, someterse a las instrucciones de sus superiores, entre otras obligaciones.

2.- Que en el sector salud la realidad es especialmente grave, puesto que cientos de funcionarios se encuentran en esta condición en los distintos establecimientos de atención.

3.- Que los trabajadores a honorarios no tienen derecho a tomar vacaciones, a solicitar licencias médicas, a pre ni post natal, y tampoco reciben indemnizaciones si son despedidos.

4.- Que más grave aún es lo que ocurre con estos funcionarios en materia previsional: El no pago de cotizaciones significa que no tienen derecho a pensión de invalidez ni sobrevivencia. Estas personas tampoco pueden recurrir a protección en caso de accidentes laborales y enfermedades profesionales. Por otra parte, cuando quieran jubilar por vejez, sus pensiones se verán seriamente afectadas por las lagunas provisionales. Desgraciadamente, la reforma previsional que se estudia, no los puede beneficiar porque no son parte del sistema, y

5.- Que por último, resulta inaceptable que este tipo de situaciones ocurran en el sector público, en circunstancias que en el sector privado la prestación de servicios personales bajo dependencia y subordinación, recibiendo por ello una remuneración, hace presumir la existencia de un contrato de trabajo, y de los beneficios asociados a éste.




El Senado acuerda solicitar a S.E. la señora Presidenta de la República que instruya  al Ministerio de Salud para que requiera a la FENATS, CONFENATS y FENPRUSS, el listado exacto de los trabajadores que trabajan o han trabajado a honorarios, y una vez establecido, se proceda, en un plazo no superior a 2 meses, a regularizar sus beneficios laborales y previsionales en igualdad de condiciones con los trabajadores de planta o a contrata del establecimiento donde prestan o han prestado servicios. Esta regularización debe considerar el cumplimiento de la legislación laboral y previsional a futuro. También debe establecerse un plan de pago de las cotizaciones adeudadas en el respectivo sistema previsional. En todo caso, la deuda previsional deberá estar cancelada, íntegramente, cuando el funcionario cumpla la edad necesaria para jubilar.”

- - -



Sometido a votación, es aprobado por 20 votos a favor, 3 abstenciones y 4 pareos.



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Letelier, Naranjo y Vásquez.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Muñoz Aburto y Sabag.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand:



1) Al señor Director de Vialidad, en relación con la restricción de tonelaje máximo para tránsito por el Puente Leufucade Nº 1, en la comuna de Lanco.



2) Al señor Director de Obras Hidráulicas, en relación con la postulación al Programa de Agua Potable Rural de localidades representadas por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de La Unión.



- Del Honorable Senador señor Chadwick, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, sobre nuevos beneficios asociados al subsidio para la vivienda progresiva Etapa I para habitantes de algunas comunas de la Sexta Región.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, acerca de las deficientes condiciones de funcionamiento de los Juzgados de Traiguén.



2) Dos, al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, solicitando información acerca de detenciones declaradas ilegales por jueces de garantía en relación con ciertos delitos de alto reproche social y sobre delitos de tráfico de drogas investigados en la Fiscalía Centro Norte de la Región Metropolitana.



3) A los señores Ministro de Educación, Secretario Regional Ministerial de Educación de la Novena Región y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Purén, en relación con la falta de docentes y problemas de equipamiento del Liceo María Aurora Guiñez Rámirez.



4) A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, sobre reparación del puente sobre el río Cautín en la localidad de Rari-Ruca.



5) A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Lumaco, en relación con la pavimentación del camino que une esa comuna con Purén.



6) A la señora Ministra de Salud, y a los señores Secretario Regional Ministerial de Salud de la Novena Región y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Lautaro, en relación con problemas en la atención que brinda el Consultorio comunal.



7) A las señoras Ministra de Salud, Ministra de Vivienda y Urbanismo, Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, y a los señores Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Los Sauces, en relación con problemas de falta de agua potable y contaminación de aguas del cauce del Estero Ramolhueco y del Río Rehue, de la Villa Trintre, comuna de Los Sauces.



8) A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Novena Región y al Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, en relación con problemas de transporte público que afectan a la localidad de Rari-Ruca.



9) A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Los Sauces, Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, Presidente del Consejo Directivo de Canal 13, Director General de Red Televisión, Director Ejecutivo de Chilevisión y Gerente General de Megavisión, para dotar de señal de televisión abierta al sector de Villa Trintre, de la comuna de Los Sauces.



10) A los señores General Director de Carabineros y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Lumaco, solicitando mejorar el equipamiento para el Retén de la comuna.



11) Al señor Presidente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Temuco, solicitando nombrar juez de garantía para la comuna de Victoria.



12) A los señores Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Victoria acerca del envío de antecedentes ofrecidos sobre problemas de la comuna.



13) Dos, a los señores Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, en relación con la reparación del alumbrado público de la localidad de Rari-Ruca, y para dotar de energía eléctrica al inmueble que indica.



14) A los señores Gerente General de AFP BBVA Provida y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Victoria, acerca del cierre de la Oficina comercial de dicha institución en la comuna.



15) A los señores Gerente General de la Empresa Sanitaria Aguas Araucanía y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, sobre abastecimiento de agua potable para nuevas viviendas en dicha comuna.



16) A los señores Gerente General de la Empresa Eléctrica de la Frontera y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de la comuna de Curacautín, acerca de la extensión de alumbrado público y habilitación de red eléctrica domiciliaria para familias de Rari-Ruca.



- Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Contralor General de la República, en relación con adjudicación de áridos para camino que indica 



2) Al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, en relación con las denuncias formuladas respecto de las conducta del personal dependiente del Hospital de Loncoche.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor Ministro Secretario General de Gobierno, a la señora Ministra de Salud, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, haciéndoles presente la necesidad de presentar proyecto de ley sobre prevención de efectos sobre la salud de las personas por emisiones de antenas para telefonía celular.



- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Ministro de Agricultura, pidiéndole informar acerca de implementación de políticas sobre producción, consumo, importación y exportación de alimentos transgénicos.



- Del Honorable Senador señor Romero a la señora Ministra de Minería y Energía  y Presidenta de la Comisión Nacional de Energía, solicitando información respecto de planes de inversión en proyectos termoeléctricos para los próximos 10 años.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados Honorables señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hacen uso de la palabra:



- El Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere a las normas de emisión de residuos líquidos y a las normas especiales que se dictarán sobre sulfatos y molibdeno en los riles del estero Carén, que origina una situación medioambiental compleja en Alhué, Las Cabras y en el Lago Rapel, Sexta Región. 



Sobre el particular, solicita enviar oficio a Su Excelencia la señora Presidente de la República y a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, para solicitarles que no se publique el decreto modificatorio de los niveles de sulfatos y molibdeno en los riles del embalse de relave en Carén.



Adhiere a esta petición, en su nombre, el Honorable Senador señor Núñez.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, el Honorable Senador señor Letelier se refiere a las características que tendrían ciertas viviendas sociales entregadas en algunas comunas de la Sexta Región, y solicita remitir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda para que autorice un llamado para subsidio de ampliación de viviendas sociales para este año, que considere el problema expuesto, y la posibilidad de establecer nuevos subsidios para ampliación de viviendas, principalmente para las de menos de 30 metros cuadrados.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



Finalmente, se refiere a la situación derivada del cobro de tarifas por parte de las empresas sanitarias a conjuntos habitacionales por conexión de red de agua potable y subsidio de ampliación de viviendas sociales, y solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo a fin de que envíen a tramitación legislativa una normativa que regule el cobro de tarifas fuera de las áreas de operación cuando se trate de conjuntos habitacionales destinados a las viviendas sociales.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



- El Honorable Senador señor Escalona, quien se refiere al aumento de la cifra de crecimiento vegetativo en la provincia de Chiloé y el efecto que ello ha producido en el valor de los terrenos, especialmente en la comuna de Quellón, lo que dificulta el acceso a los subsidios para la adquisición de las viviendas sociales, y solicita remitir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de la Vivienda y Urbanismo para que realice una evaluación sobre el particular.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear, quien se refiere al informe del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional y solicita enviar oficio, en su nombre, a Su Excelencia la señora Presidente de la República, al señor Ministro de Hacienda, a las señoras Ministras de Defensa Nacional y Directora del Servicio Nacional de la Mujer y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de adjuntar su opinión sobre la materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la mencionada Honorable señora Senadora, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Mixto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Girardi, quien se refiere a los problemas de contaminación existentes en la comuna de Alhué como consecuencia de la contaminación sufridas por el estero Carén y el Lago Rapel, y del marco normativo existente sobre el particular, y solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia a fin de que, en su calidad de Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, se oponga a la modificación de las normas ambientales para los riles de El Teniente.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación interviene el Honorable Senador señor Gómez, quien se refiere a la situación socioeconómica que viven los habitantes de la Segunda Región, y en especial, quienes residen en la ciudad de Antofagasta, y solicita enviar oficio, en su nombre, a Su Excelencia la señora Presidente de la República, al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Minería y Energía con el objeto de que se analicen los mecanismos necesarios para que dicha Región reciba una parte de los recursos que produce la actividad minera, para potenciar su desarrollo.



Adhiere a esta petición, en su nombre, el Honorable Senador señor Cantero.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados Honorable señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Chadwick, quien se refiere a los problemas de contaminación que afectan al estero Carén, la comuna de Las Cabras y al Lago Rapel, en la Sexta Región, y solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia en lo que se refiere a la aplicación del decreto Nº 80, del 2005 y, al señor Contralor General de la República, en relación con los criterios de interpretación existentes en la toma de razón de dicha normativa.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



En seguida, se refiere a las viviendas sociales construidas en la Sexta Región bajo la modalidad del Programa de Subsidio para Vivienda Progresiva Primera Etapa, y solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Contralor Regional de la Sexta Región solicitándole investigar si han existido irregularidades en su otorgamiento.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la decisión adoptada en Argentina en cuanto a alzar los combustibles cuando se compran para vehículos de ciudadanos chilenos, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Ministra de Minería y Energía, par que informen de las medidas que adoptarán.



En seguida, se refiere a la inexistencia de un camino nacional integrador de la zona austral, y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Intendenta de la Undécima Región y al señor Gobernador de la Provincia de Palena, para que consideren la participación de la ciudadanía regional para decidir entre las alternativas de camino propuestas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a los problemas asociados al narcotráfico y al lavado de dinero en el país y a la necesidad de desarrollar procedimientos coordinados con instituciones de otros países, y solicita oficiar, en su nombre, a Su Excelencia la señora Presidente de la República para que informe sobre el particular, y en especial, sobre la oferta de la DEA de trabajar en conjunto para enfrentar el problema.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado

____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA EXAMEN ÚNICO NACIONAL DE CONOCIMIENTOS DE MEDICINA

(4361-11)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en proponer a esa H. Corporación un proyecto de ley que tiene por objeto crear el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, incorporar determinados cargos al Sistema de Alta Dirección Pública e introducir modificaciones a la ley Nº 19.664, que establece normas especiales para profesionales funcionarios con desempeño en los Servicios de Salud del país. 
EL EXAMEN ÚNICO NACIONAL DE CONOCIMIENTOS de Medicina.

La primera innovación que someto a vuestra consideración mediante este proyecto de ley, es el establecimiento de un requisito de ingreso a cargos o empleos de médico cirujano en los Servicios de Salud del país, en los establecimientos de carácter experimental y en establecimientos de atención primaria de salud municipal, consistente en la aprobación de un examen de conocimientos de medicina. 

Este requisito también se exigirá a los médicos cirujanos que presten sus servicios a dichos organismos en base a honorarios; que otorguen prestaciones de salud a los beneficiarios de la ley 18.469 en la modalidad de libre elección; y a aquellos que postulen a programas de perfeccionamiento, de postítulo, de postgrado, de especializaciones o subespecializaciones, financiados por  el  Estado o  que  se desarrollen en sus establecimientos de salud.

Como es de vuestro conocimiento, la finalidad de la Reforma de Salud impulsada por los Gobiernos de la Concertación es extender o ampliar los niveles de cobertura de las prestaciones de salud a nuestra población, uno de cuyos aspectos primordiales es el mejoramiento de los estándares de calidad en la atención dada a través de esas prestaciones de salud. En este sentido, la exigencia de un examen de conocimientos como medida de aseguramiento del nivel de calidad se enmarca plenamente en los propósitos de la Reforma de Salud.

Finalmente, corresponde hacer presente que los actores involucrados con esta proposición del Gobierno han manifestado su conformidad a la misma, como las diversas facultades o escuelas de medicina del país en que el examen en cuestión es rendido por sus egresados. En el mismo sentido se ha manifestado el Colegio Médico de Chile A.G., quien también es partidario de sancionar legalmente esta exigencia.

INCORPORACIÓN DE CARGOS AL SISTEMA DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA.

El proceso de modernización del Estado llevado a cabo, entre otras, a través de las leyes  N° 19.937, que establece una nueva concepción de Autoridad Sanitaria, y N°19.882 sobre Nuevo Trato Laboral, han incorporado el Sistema de Alta Dirección Pública como proceso de selección de los directivos. 

Sin embargo, existe un conjunto de ellos, específicamente algunos cargos de Subdirector Médico de Hospital y de Director de Atención Primaria de los Servicios de Salud, que no quedaron incorporados en el decreto con fuerza de ley N° 37, de 2003, del Ministerio de Hacienda, que determinó los cargos de dicho Ministerio que quedaron afectos al mencionado Sistema. 

Este proyecto de ley tiene por objeto otorgar el mismo proceso de selección para todos los cargos de Subdirector Médico y de Director de Atención Primaria de Salud, cualquiera sea su grado remuneratorio y nivel jerárquico.

MODIFICACIÓN DE LA LEY 19.664.

La ley Nº 19.664, que establece normas especiales para los profesionales funcionarios de los Servicios de Salud, enterará en el mes de agosto del año en curso su sexto año de vigencia. La aplicación de la ley, especialmente en relación con algunas de las necesidades de la Reforma de Salud, ha permitido identificar en su normativa la necesidad de introducir algunos perfeccionamientos,  que tienen como elemento común el fortalecimiento del sistema de carrera funcionaria de los profesionales funcionarios.

Las modificaciones que se proponen a la ley N° 19.664, son las siguientes:

Etapa de Destinación y Formación.

En lo que dice relación con las normas sobre acceso a la Etapa de Destinación y Formación, el proyecto establece la facultad del Director de Servicio de Salud para exigir, entre otras, la rendición y aprobación de pruebas o exámenes de competencias en los procesos de selección correspondientes.

Por otra parte, se propone también modificar la redacción de la norma que permite a cada Director de Servicio de Salud disponer la contratación directa de profesionales funcionarios en la Etapa de Destinación y Formación, ello con la finalidad de aclarar que la facultad en cuestión constituye una forma alternativa de contratación en esa etapa.

En relación con la finalidad que tiene la Etapa de Destinación y Formación, así como la movilidad de los profesionales funcionarios pertenecientes a ella dentro del Sistema Nacional de Servicios de Salud y la gestión del recurso humano que estos funcionarios representan para el Sector Salud, el Gobierno considera necesario dar mayor flexibilidad a algunas disposiciones del marco regulatorio aplicable a la misma. 

Con este objeto, el proyecto de ley propone otorgar a los Directores de Servicio de Salud la facultad de prorrogar, fundadamente, el contrato del profesional que estando en el último año de la Etapa de Destinación y Formación, se encuentre aún cumpliendo un programa de especialización; prórroga que procedería hasta por un año y sólo para el efecto indicado.

Asimismo, en materia de programas de perfeccionamiento o especialización, el proyecto introduce una limitación consistente en la fijación de un plazo máximo de desempeño en la Etapa para el acceso a dichos programas

Finalmente, el proyecto propone una modificación que admita y regule la posibilidad que los profesionales pertenecientes a la Etapa de Destinación y Formación puedan solicitar el cambio de Servicio de Salud, tanto para continuar el curso de su carrera en otro distinto, como para el efecto de dar cumplimiento al periodo de desempeño obligatorio que deban cumplir después de realizar un programa de especialización.

Etapa de Planta Superior.

Con respecto a la regulación de la Etapa de Planta Superior, el proyecto de ley que se presenta introduce también dos modificaciones.

La primera tiende a crear un incentivo que facilite la movilidad de especialistas y subespecialistas dentro del Sistema Nacional de Servicios de Salud, reconociendo a los profesionales funcionarios el derecho a mantener el nivel de asignación de experiencia calificada, en la medida en que para el conjunto de los Servicios de Salud existan los recursos financieros que se requieran.

La segunda modificación establece que los profesionales funcionarios de la Etapa de Planta Superior podrán abonar el tiempo de espera por el cupo financiero para acceder al siguiente nivel. De esta forma se incentiva a que aquellos profesionales puedan acreditarse antes del plazo general establecido para ello.  

SEPARACIÓN DE CARGOS LIGADOS.

En la actualidad existe un conjunto de 319 profesionales que gozan del beneficio de liberación de guardias que establece el artículo 44 de la ley 15.076 y que, además, son titulares de un cargo ligado de jornada diurna de 11 – 22 ó 22 - 22 horas semanales, cuya separación es conveniente disponer para efectos de incorporar plenamente esas jornadas diurnas a la gestión de la dotación de horas asignadas a los Servicios de Salud en que se desempeñan, así como establecer la sujeción de quienes las cumplan a las normas de carrera funcionaria de la ley 19.664, entre estas, la obligación de someterse al sistema de acreditación.

Finalmente, la presente iniciativa viene en normalizar el debido pago de la asignación de reforzamiento profesional diurno establecida en el artículo 33 de la ley 19.664.

PALABRAS FINALES.

En opinión del Gobierno que tengo la honra de dirigir, las modificaciones propuestas tienen por objeto contribuir en la implementación de la Reforma de Salud, asegurando la calidad de la atención de prestaciones de salud que el Estado otorga y financia a los usuarios del sistema público de salud.

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-
Establécese, como requisito de ingreso para los cargos o empleos de médico cirujano en los Servicios de Salud creados por el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, Ministerio de Salud; en los establecimientos de carácter experimental creados por el artículo 6° de la ley Nº 19.650, y en los establecimientos de atención primaria de salud municipal, haber aprobado un examen único nacional de conocimientos de medicina, sin perjuicio de los demás requisitos que les exijan otras leyes. Las instituciones señaladas sólo podrán contratar sobre la base de honorarios, en cualquier modalidad, a médicos cirujanos que hayan aprobado dicho examen.


Los médicos cirujanos, para otorgar las prestaciones de salud a los beneficiarios del régimen de la ley Nº 18.469, en la modalidad de libre elección, deberán haber aprobado el examen a que se refiere el inciso anterior, de lo que deberá dejarse constancia en el respectivo convenio.


Un reglamento dictado por intermedio del Ministerio de Salud establecerá los criterios para el diseño, administración y toda otra materia relacionada con la exigencia, aplicación y evaluación del examen de conocimientos establecido en el presente artículo. Además, el reglamento establecerá los criterios conforme a los cuales el referido Ministerio seleccionará las entidades ante las cuales deberá rendirse el mencionado examen; fijará la nota, calificación o porcentaje a partir de los cuales se entenderá aprobado el examen, y dictará toda otra norma necesaria para la adecuada y eficiente aplicación del presente artículo. Para la dictación del reglamento, así como para su aplicación, el Ministerio de Salud deberá oír previamente la opinión e informe técnico de la Comisión Nacional Docente Asistencial de Salud, creada por el decreto supremo N°110, de 1963, de dicho Ministerio, sin perjuicio de las modificaciones o adecuaciones que sobre su integración u otra materia se hagan a través de reglamento.

Artículo 2°.-
Sin perjuicio de los demás requisitos que se exijan, los médicos cirujanos deberán haber aprobado el examen señalado en el artículo anterior para postular a programas de perfeccionamiento, de postítulo, de postgrado conducentes a la obtención de un grado académico y de especializaciones o subespecializaciones, financiados por los órganos de la Administración del Estado o que se desarrollen total o parcialmente en establecimientos de salud dependientes de dichos órganos. 

Artículo 3°.-
Otórgase a los cargos de Subdirector Médico de Hospital y Director de Atención Primaria, de los Servicios de Salud, cualquiera sea su grado y nivel de jerarquía, la calidad de segundo nivel jerárquico para todos los efectos de la aplicación del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N°37, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Artículo 4°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.664:


1.
En el artículo 6, agrégase el siguiente inciso segundo:



“El Director de cada Servicio de Salud podrá autorizar fundadamente la prórroga de los contratos de aquellos profesionales funcionarios que al noveno año de permanencia en la Etapa de Destinación y Formación aún se encuentren cumpliendo un programa de especialización, siempre que el Servicio de Salud cuente con la dotación y disponibilidad presupuestaria suficientes para financiarla. Dicha prórroga podrá otorgarse por el plazo máximo de un año para el solo efecto de cumplir dicho programa. Por decreto expedido por el Ministerio de Salud, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” y suscrito por el Ministro de Hacienda, se definirán los criterios que los Directores de los Servicio de Salud deberán utilizar para autorizar la prórroga del contrato.”.


2.
En el inciso segundo del artículo 8, sustitúyese la conjunción “y” por una coma (,) y agrégase, a continuación de la palabra “nacional”, la siguiente oración:



“y se podrá considerar en ellos el resultado de la aplicación de instrumentos de selección, tales como, pruebas, entrevistas,  exámenes u otros que evalúen las competencias del postulante para el ejercicio del cargo.”.


3.
En el artículo 9, sustitúyese la oración final que está a continuación del punto seguido (.) por la siguiente: 



“Estas contrataciones podrán disponerse en toda época del año con cargo a la dotación de horas asignadas a esta Etapa, sea cual fuere la causa por las que se encuentren disponibles, siempre que no excedan del 20% de la dotación de horas asignadas a ella, en cada Servicio.”


4.
En el inciso primero del artículo 10, sustitúyense la palabra “optar” por “acceder” y la expresión “un Servicio de Salud” por “uno o más Servicios de Salud”; y a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, agrégase la oración siguiente: “Con todo, estos profesionales sólo podrán postular hasta en el sexto año de permanencia en dicha Etapa.”.


5.
En el inciso primero del artículo 11, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
Sustitúyese la expresión “un Servicio de Salud” por “uno o más Servicios de Salud”.



b)
Agrégase, antes del punto aparte y a continuación de una coma (,), la siguiente oración:




“salvo que el programa de especialización incida en una especialidad de interés o relevancia para dicho nivel de atención, calificada por el Subsecretario de Redes Asistenciales, y que la obligación señalada en el artículo siguiente deba cumplirse en alguno de sus establecimientos, en cuyo caso se exigirá un año de desempeño previo.”.


6.
En el artículo 12, sustitúyese el inciso final por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, los profesionales funcionarios podrán solicitar cumplir su compromiso de desempeño en un Servicio distinto de aquel con el cual se encontraren obligados. Para ello, se requerirá el acuerdo de los respectivos Directores de Servicios de Salud de origen y de destino, quienes podrán otorgarlo sólo en casos calificados mediante resolución fundada. Para el ejercicio de esta facultad se requerirá que tanto el Servicio de Salud de origen como el de destino cuenten con las disponibilidades presupuestarias necesarias para ello, pudiendo el Servicio de origen traspasar al de destino los recursos y dotación de personal que se liberen por el cambio del profesional, cuando este último Servicio no cuente con presupuesto para ese fin. Con todo, el Servicio de Salud de origen deberá endosar al Servicio de Salud de destino la garantía otorgada por el profesional funcionario. A esta misma disposición quedarán sujetos los profesionales funcionarios de la Etapa de Destinación y Formación que soliciten cambio a otro Servicio de Salud. El reglamento regulará el mecanismo a través del cual se autorizarán las solicitudes a que se refiere este inciso, el plazo para ser presentadas y la fecha a contar de la cual produzcan efecto.”.


7.
En el artículo 15, agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos:



"Con todo, e independientemente del nivel a que sea llamado el concurso, si quien resulta seleccionado para un cargo de titular en la Etapa de Planta Superior se hallare percibiendo en dicha calidad, en el mismo Servicio de Salud, una asignación de experiencia calificada de nivel superior a la del cargo que se concursa, se le reconocerá en el nuevo cargo al menos su antiguo nivel de asignación y de ubicación en la Etapa, siempre que existan recursos disponibles en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 32, para el conjunto de los Servicios de Salud. 



El mismo derecho tendrán aquellos profesionales que sean titulares de un cargo en la Etapa de Planta Superior, que posean especialidades o subespecialidades críticas o en falencia y que provengan, sin solución de continuidad, de un Servicio de Salud distinto del que llama a concurso, siempre y cuando se cumplan además los siguientes requisitos: 



a)
Que las bases del respectivo concurso dejen expresa constancia que el reconocimiento contemplado en este inciso regirá para el cargo que se concursa, siempre que existan recursos disponibles en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 32, para el conjunto de los Servicios de Salud, y 



b)
Que el nuevo cargo para el que se llame a concurso requiera la misma especialidad o subespecialidad del profesional beneficiario del reconocimiento. 



Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicarán también a los profesionales funcionarios que sirvan empleos a contrata en la Etapa de Planta Superior de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° transitorio. 



El Ministerio de Salud, para efectos de la aplicación del inciso cuarto de este artículo, instruirá sobre los criterios de aplicación nacional y regional conforme a los cuales cada Servicio de Salud determine, fundadamente, las especialidades críticas o en falencia.".


8.
En el inciso segundo del artículo 18, a continuación del punto final, agrégase la siguiente oración:



“En todo caso, para los efectos del plazo al que deban someterse a una nueva acreditación según lo dispuesto en el artículo 16, los profesionales que se encuentren en la nómina podrán abonar el tiempo que deban esperar por el cupo financiero para acceder al siguiente nivel de la Etapa, debiendo considerarse, asimismo, los logros alcanzados durante este tiempo por los profesionales en el ejercicio de sus funciones.”.

Artículo 5°.-
Declárase que la asignación de reforzamiento profesional diurno a que se refiere el artículo 33 de la ley Nº 19.664, se encuentra bien pagada entre los meses de diciembre de 1999 y julio de 2000, ambos inclusive, respecto de los profesionales funcionarios cuyos cargos fueron desligados conforme al inciso segundo del artículo 1° transitorio de dicha ley, y de los profesionales que durante el período antes indicado tuvieron la calidad de becarios conforme al artículo 43 de la ley Nº 15.076 y que, a partir del 1° de agosto del año 2000, quedaron incorporados en la Etapa de Destinación y Formación conforme al inciso primero del artículo 2° transitorio de la ley Nº 19.664. Además, téngase por bien pagada dicha asignación, entre el 1° de diciembre del año 1999 y hasta el 31 de agosto de 2006, ambas fechas inclusive, respecto de los profesionales que se desempeñan o se desempeñaron en cargos de la Planta de Directivos con alguna de las jornadas referidas en el inciso primero del artículo 1° de la ley 19.664.
Artículo 6°.-
Las jornadas diurnas de 11 ó 22 horas semanales de los profesionales funcionarios que por aplicación del artículo 6° de la ley Nº 19.230, se encuentren desempeñando cargos de planta, adicionales, en extinción de 11 – 22 ó  22 – 22 horas semanales, pasarán a constituir cargos separados a contar del día 1 del mes siguiente a la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, por su sólo ministerio, y a partir de esa data dichas jornadas diurnas de 11 ó 22 horas semanales se regirán por la ley 19.664 y por las siguientes disposiciones:


a)
Los cargos de jornadas diurnas de 11 y 22 horas que se desligan conforme a esta disposición, incrementarán la dotación de personal del respectivo Servicio de Salud por el sólo ministerio de la ley, para todos los efectos legales.



Por su parte, los cargos con jornada de 22 horas semanales remunerados como cargos de 28 horas semanales, continuarán como cargos de planta adicionales en extinción y regidos en todo por la ley Nº 15.076 y no les serán aplicables las normas de la ley Nº 19.664.


b)
Los profesionales a que se refiere este artículo en servicio a la fecha antes indicada, continuarán desempeñando sus funciones en la Etapa de Planta Superior y por el sólo ministerio de la ley quedarán encasillados en los niveles que corresponda de acuerdo con su antigüedad medida en trienios que tengan reconocidos a la data antes señalada. Ellos percibirán, por el desempeño de las jornadas diurnas, la asignación de experiencia calificada establecida en el artículo 32 de la ley Nº 19.664, que les corresponda de acuerdo al nivel en que queden encasillados. En lo sucesivo, se someterán a acreditación conforme a las reglas generales.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los artículos 1° y 2° entrarán en vigencia a contar del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Dichos artículos no serán aplicables a los médicos cirujanos titulados en Chile antes de la entrada en vigencia de los mismos. Tampoco estarán afectos a esas disposiciones, los médicos cirujanos que con anterioridad a la referida vigencia hayan obtenido el reconocimiento, revalidación o convalidación de ese título profesional en Chile de acuerdo con las normativas aplicables en la materia.

El reglamento a que se refiere el artículo 1° de esta ley deberá dictarse en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Los profesionales funcionarios que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren desempeñando los cargos afectos al artículo 3°, continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación. 


Sin embargo, dichos cargos se llamarán a concurso de acuerdo con las normas del Sistema de Alta Dirección Pública cuando los referidos profesionales completen tres años de servicios en su empleo, considerándose el tiempo servido con antelación a esa fecha y, en todo caso, no antes de un año contado desde la publicación de la presente ley, salvo que antes dichos cargos queden vacantes por cualquier causa, en cuyo caso se proveerán por las disposiciones de ese Sistema. 


Los referidos profesionales, cuyos nombramientos no sean confirmados por no haber sido seleccionados en el concurso respectivo o por no haber participado en el mismo, tendrán derecho a optar entre ser designados, sin concurso en otro empleo o alejarse del Servicio. En el evento que en la planta del Servicio de Salud correspondiente no exista vacante, se le designará en calidad de contratado mientras ella se produce. 


Con todo, estas normas no serán aplicables a los cargos señalados en el decreto con fuerza de ley N°37, de 2003, del Ministerio de Hacienda.
Artículo tercero. El mayor gasto fiscal, que durante el año 2006, irrogue la presente ley será financiado con los recursos que se contemplen en el presupuesto del Ministerio de Salud para ese año.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):MICHELLE BACHELET JERIA
,

MARIA SOLEDAD BARRIA IROUME,

Presidenta de la República.

Ministra de Salud.
ANDRES VELASCO BRAÑES,

Ministro de Hacienda.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO EN MATERIA DE BONIFICACIÓN A CONTRATO DE APRENDIZAJE

(4174-13)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 57 de la ley N° 19.518:


1) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “40%” por “50%”.


2) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “menores de 21 años” por “mayores de 15 y menores de 25 años”, y agrégase, al final de dicho inciso, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final “En el caso de menores entre 15 y 18 años, deberán acreditar haber culminado su educación básica y media o encontrarse cursando cualquiera de estas durante la vigencia del contrato.”.

Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el día 1 del mes siguiente a su fecha de publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de aprendizaje que se suscriban a partir de diha fecha.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2006, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y TURQUÍA SOBRE ENTRENAMIENTO MILITAR, INDUSTRIA DE DEFENSA, TECNOLOGÍA Y CIENCIA

(3919-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 24 de mayo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 7 de marzo de 2006, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y la de Hacienda.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió el Jefe de la División Jurídica de la Cancillería, señor Claudio Troncoso.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que mediante este Convenio las Partes reafirman su compromiso con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, enfatizando el hecho de que la cooperación respecto de diversas materias militares debe llevarse a cabo sobre la base de los principios de soberanía e igualdad, todo lo cual no sólo contribuirá a los intereses comunes de ambos países y a su eficiencia económica sino que también a la paz y seguridad mundial.





Se consigna que el objetivo central de este Acuerdo, está orientado a sentar las bases para el establecimiento inicial de las relaciones entre ambos países en las áreas de entrenamiento militar, tecnología y ciencias, así como, determinar los medios para una cooperación entre las Partes.





Considera también el mensaje que este Acuerdo constituye un excelente medio para fortalecer y desarrollar la cooperación de nuestras Fuerzas Armadas y las de Turquía.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 12 de julio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 18 de octubre de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe. A continuación, fue conocido por la Comisión de Hacienda quien lo aprobó en sesión efectuada el día 17 de enero de 2006.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 18 de enero del presente año, aprobó el proyecto, en general y en particular por unanimidad.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo y 18 artículos.





El artículo I consigna que el objetivo central de este Acuerdo, está orientado a sentar las bases para el establecimiento inicial de las relaciones entre ambos países en las áreas de entrenamiento militar, tecnología y ciencias, así como, determinar los medios para una cooperación entre las Partes.





El artículo II establece el ámbito de aplicación del Acuerdo, que comprende el intercambio de personal, materiales, equipos, información y experiencia en las áreas a las que hace referencia el Artículo IV y aquellas otras áreas que se determinen en los acuerdos de implementación, protocolos y otros de naturaleza técnica que se suscriban con tal propósito.





Como es usual en esta clase de instrumentos, el artículo III incluye ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, entre ellos: “Estado que Envía”, “Estado que Recibe”, “Personal Huésped” y “Dependientes”.





El artículo IV, contiene las actividades de cooperación que las Partes realizarán a los efectos de la cooperación militar y que comprenden: entrenamiento y educación militar; cooperación militar entre las Fuerzas Armadas de las Partes; cooperación en investigación y tecnología; intercambio de observadores militares para los ejercicios; adelantos tecnológicos/científicos y nuevas tecnologías militares; sistemas de comunicaciones, electrónicos y computacionales; logística y administración; cooperación en la industria de la defensa; medicina militar y servicios de salud; actividades sociales, culturales y deportivas.





El artículo V indica cuales serán las autoridades competentes de cada país encargadas de implementar el Acuerdo, recayendo tales designaciones en el Estado Mayor de la República de Turquía y el Ministerio de Defensa Nacional de Chile, respectivamente.





El artículo VI considera los principios sobre los cuales se cimentará la cooperación entre las Partes, disponiendo que ésta, en cuanto a los beneficios y exigencias mutuas, se verificará sobre la base de la reciprocidad y por visitas mutuas, que serán pagadas a cada nivel, en conformidad con los términos y condiciones que sean acordados en su  oportunidad.





En el artículo VII, las Partes establecen ciertos requisitos de confidencialidad en el uso de la información obtenida en el marco de los intercambios que se deriven del Acuerdo. Estos son: cumplir los reglamentos sobre confidencialidad de la información obtenida en el desempeño de sus funciones y respetar las leyes vigentes en materia de seguridad; la información no deberá ser revelada a los Gobiernos, las compañías o a las personas de otros países, a menos de mediar su consentimiento por escrito y no podrá desclasificarse, salvo acuerdo de ellas; la información clasificada podrá ser transferida sólo por vías intergubernamentales o mediante canales aprobados por las Autoridades de Seguridad destinadas de las Partes; sus responsabilidades continuarán con respecto a la prevención de la divulgación de información clasificada y su protección después del término del presente Acuerdo; y se deberán respetar los derechos de patente y comerciales de la otra Parte con respecto a las actividades en las áreas de cooperación.





El artículo VIII deja expresa constancia que las disposiciones del presente Acuerdo no afectarán los compromisos de las Partes que se originen de otros acuerdos internacionales y que no se  usarán contra los intereses, seguridad e integridad territorial de las Partes y de otros Estados.





El artículo IX trata de la inmunidad de jurisdicción penal, del cumplimiento de las leyes del Estado Receptor, de las indemnizaciones que se deben las Partes y de la aplicación de la ley nacional en caso de daños y pérdidas. A tal efecto se dispone que:





a) El Personal Huésped y sus dependientes gozarán de inmunidad de jurisdicción penal durante su permanencia en el Estado Receptor, restringiéndola únicamente a las actividades que realicen a título oficial con ocasión de la aplicación del presente Acuerdo, la cual subsistirá durante toda su permanencia en el territorio de dicho Estado;





b) El deber de respetar las leyes del Estado Receptor so pena de cesar sus actividades en caso de incumplimiento de éstas;





c) El deber de indemnizar por los daños causados a la propiedad (armas/municiones, materiales/equipos y combustible/aceites, etc.) como resultado de actos intencionales o negligentes por parte del Personal Huésped en el desempeño de sus funciones.





El artículo X alude al deber del Personal Militar de respetar tanto las normas, reglamentos e instrucciones correspondientes a las Fuerzas Armadas a que pertenece como los del Estado Receptor, siempre que no sean incompatibles con las del Estado que Envía.





A su vez el artículo XI reglamenta diversas situaciones relativas al Personal Huésped, al del Estado Receptor y al Personal Anfitrión. Entre ellas, por ejemplo, el Personal Huésped deberá abstenerse de realizar cualquier actividad política o de inteligencia o de participar en cualquier conflicto armado dentro del territorio del Estado Receptor; que el Estado Receptor no le asignará ninguna misión al Personal Huésped aparte de las especificadas en este Acuerdo y en los Acuerdos y Protocolos que se suscriban en el marco de éste; el deber del Estado Receptor de proporcionar el equipo necesario para realizar las actividades en el marco del Acuerdo, etc. Igualmente se regulan los beneficios médicos y otros del Personal Huésped como de sus dependientes y, asimismo, las cargas del Estado enviante sobre ese particular.





El artículo XII prevé que los derechos personales y obligaciones financieras del Personal Huésped serán costeados por el propio miembro sin comprometer los intereses del Estado enviante e, igualmente, que dicho Personal como sus Dependientes estarán supeditados a las leyes tributarias vigentes en el Estado Receptor durante su entrada, permanencia y abandono.





El artículo XIII determina las leyes a las cuales se encuentran sometidos tanto el Personal Huésped como sus Dependientes en materia aduanera y de inmigración, estableciendo que se encontrarán sometidos a las disposiciones lega-les sobre extranjeros dentro del territorio del Estado Receptor, y, al ingresar y abandonar el país, estarán también sujetos a los procedimientos aduaneros y de inmigración de ese Estado.





El artículo XIV contempla la posibilidad de modificar y revisar el Acuerdo y el procedimiento que las Partes deben seguir con tal propósito.





El artículo XV alude al mecanismo de solución de las controversias que pudieren surgir entre las Partes en cuanto a la interpretación o implementación del Acuerdo. En primer término, deberán tratar de resolver la diferencia dentro del menor plazo posible recurriendo a la negociación directa. De no obtener un resultado en el plazo que se indica, se contempla la posibilidad de denunciar el Acuerdo, pero en ningún caso se puede recurrir a una instancia internacional.





De conformidad al artículo XVI se contempla un plazo de vigencia del Acuerdo por 5 años, prorrogable automáticamente por períodos sucesivos de un año, salvo que cualquiera de las Partes envíe un aviso de terminación con 90 días de anticipación a la fecha de expiración. Se agrega, además, que la terminación del Acuerdo no afectará los proyectos, programas o acuerdos en curso.





En lo que respecta a la ratificación y entrada en Vigor del Acuerdo, el artículo XVII indica que a los efectos de la entrada en vigor del Acuerdo, se contempla como fecha de inicio de la vigencia la de la última ratificación de las Partes.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra concedió el uso de la palabra al Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso.





El señor Troncoso señaló que este Convenio permitirá estrechar los vínculos de cooperación entre nuestro país y Turquía, especialmente en lo que se refiere a entrenamiento, educación militar, investigación, tecnología, intercambio de observadores militares, adelantos tecnológicos, científicos y nuevas tecnologías militares, sistemas de comunicaciones, logística y medicina militar, entre otros.





A continuación, el Honorable Senador señor Coloma expresó que, a su juicio, el presente Convenio, en especial su artículo VII, sobre confidencialidad, podría estar en contradicción con el nuevo artículo 8°, inciso segundo, de la Constitución, que establece la regla de la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado. Además, indicó que el Tratado debería ser aprobado con el carácter de quórum calificado.





El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que el Convenio en estudio no es contrario a la Constitución y que no necesita ser aprobado con quórum calificado, por cuanto se trata de una excepción que la Propia Carta Fundamental contempla.





En la sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra, señaló que cualquier excepción al principio de publicidad debe reunir dos condiciones copulativas: la primera es que debe establecerse por una ley de quórum calificado. La segunda, que tal determinación esté ajustada a alguna de las cuatro circunstancias que el artículo 8º de la Constitución menciona taxativamente, a saber: que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.





Expresó, respecto de la primera exigencia, que debe entenderse que las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a la Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum calificado, cumplen estos requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales, en conformidad a la disposición Cuarta transitoria de la Carta Fundamental.





Reiteró que deben estar contenidas en una ley, aunque no haya sido aprobada con quórum calificado y que se refiera a alguna de las materias que el artículo 8° permite excepcionar de la publicidad.





Manifestó que en el caso en comento, el artículo 13 de la ley 18.575, Orgánica Constitucional de Bases de la Administración (Texto refundido por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia) y el artículo 436 del Código de Justicia Militar se encuentran vigentes. Añadió, por tanto, que existen normas legales, vigentes, relativas al secreto militar y que hacen excepción al principio de la publicidad.





Afirmó, por tanto, que debe entenderse cumplido el primer requisito, existencia de una ley anterior, de acuerdo a la disposición Cuarta transitoria.





Además, destacó que el nuevo artículo 8° de la Constitución se basó principalmente en las decisiones adoptadas por el Congreso en la denominada Ley de Probidad, que modificó la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y el Estatuto Administrativo, cuerpos normativos que fueron modificados en el año 1999, precisamente para estos efectos.





En relación al segundo requisito, esto es que se ajuste a una de las cuatro circunstancias del artículo 8° de la Constitución, la “confidencialidad” o “información clasificada” a que se refiere el artículo VII del Convenio, indicó que evidentemente es una materia relativa a “la seguridad de la Nación o el interés nacional”, más aún cuando en la especie se trata de un Tratado de carácter militar. Ejemplificó que si no se entendiera de esa forma podría llegarse al extremo de afirmar que se encuentra derogado el delito de espionaje, puesto que supone un secreto de por medio.





Adicionalmente, explicó que los Tratados internacionales son, a los menos, bilaterales y no podría Chile imponerle sus normas de publicidad a otros países soberanos. Es decir, según Su Señoría, son públicos los actos y resoluciones del Estado de Chile, no los actos de otros Gobiernos, los que serán calificados de acuerdo a su propia normativa interna





Señaló que, en consecuencia, el artículo VII del proyecto de acuerdo sobre “Cooperación militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia” (Boletín N° 3.919-10), no se encuentra en contradicción con el artículo 8° de la Constitución Política de la República que consagró el principio de la publicidad de los actos y de las resoluciones del Estado, ya que, como se expresó precedentemente, constituye una excepción que se encuentra normada en la propia Carta Fundamental.





Sobre la segunda cuestión planteada, si el proyecto debía ser aprobado con rango de ley de quórum calificado, indicó que, como se expresó anteriormente existen normas vigentes que consagran la no publicidad, como excepción a la regla general de la publicidad que consagra la Constitución.





Reiteró que en este caso se trata de los artículos 13 de la ley de Bases de la Administración, y 436 del Código de Justicia Militar, las cuales son las normas base en relación a los secretos militares, establecidos por razones de “la seguridad de la Nación o el interés nacional”.





En su opinión, no parece del caso hacer extensivo la necesidad de aprobar el proyecto con el carácter de quórum calificado, por cuanto, la regla general se encuentra en los artículos citados anteriormente. Añadió que el Gobierno, en el Tratado, no hace más que aplicar una norma que ya existe, no crea ni establece nada nuevo.





Reiteró que el proyecto no consagra nada nuevo en materia sustantiva, sino que es aplicación de la regla general antes dicha, secreto militar establecido en base a la seguridad de la Nación o en razón del interés nacional, como aparece en este caso, un Tratado de carácter militar entre Chile y Turquía.





Agregó que el propio Tratado hace una remisión a dichas normas nacionales, pues establece que “se respetarán las leyes vigentes sobre materias de seguridad”. Obviamente se refieren a las leyes vigentes de cada país, cada uno se remite a sus respectivos ordenamientos.





Enfatizó que no se crea una nueva causal al artículo 8° de la Constitución y que, en consecuencia, el Tratado no hace más que aplicar la regla general que existe y, por tanto, no corresponde aprobarla con quórum.





Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Coloma destacó la importancia de afrontar este tema, pues es nuevo a la luz del artículo 8° de la Constitución y permitirá formar un criterio. Añadió que solamente se había abordado el tema en relación con el Reglamento.





Agregó que hay dos grandes temas. El primero, que es una norma constitucional, ya que no se encuentra prohibido establecer el secreto, toda vez que se encuentra dentro de las cuatro opciones que contempla el artículo 8°.





Indicó que en segundo lugar está el tema del quórum que se requiere para su aprobación, lo que, en su opinión, es muy relevante. Agregó que pidió un informe a un destacado constitucionalista, quien coincidió con la primera premisa planteada por la Mesa, pero concluyó, en el segundo punto, que habiendo una norma que dice que los tratados se aprueban con el quórum correspondiente a la materia que se trate, corresponde que éste sea aprobado con quórum calificado.





El Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, indicó que esa regla ya existía antes de la reforma a la Carta Fundamental, pues el Tribunal Constitucional ya había determinado que los Tratados requerían ser aprobados con quórum, si correspondía. Afirmó que en este caso no es necesario que sea aprobado con quórum, pues el Tratado sólo aplica una regla ya existente, a la cual la Constitución le atribuye el carácter de quórum calificado. Reiteró que, en su concepto, no se establece ningún caso nuevo y que, por tanto, no requiere ser aprobado con quórum.





El Honorable Senador señor Coloma discrepó de esa parte de la conclusión, pues estimó que hay que distinguir lo que está vigente, porque fue aprobado con anterioridad, cuyo quórum queda saneado por el artículo Cuarto Transitorio, de lo que se apruebe en el futuro, que, en su opinión, debe llevar quórum, porque dejaría sin aplicación la norma de que los tratados deben aprobarse con el quórum que corresponde a la materia tratada, en este caso la materia está normada por el artículo 8°. Añadió que no podría ocurrir que interpretando la ley orgánica se apruebe con quórum simple lo que es de rango orgánico. Agregó que el Convenio establece una cláusula de confidencialidad y secreto con Turquía y que dicha materia, al pasar por el Parlamento, requiere de quórum especial.





Señaló que es una materia a la que le confiere especial importancia, porque le ha tocado vivirla desde otro ángulo, por tanto, solicitó revisar este criterio para no obligarlo a recurrir al Tribunal Constitucional. Añadió que el problema es que fallos recientes de ese Tribunal exigen que para recurrir debe haberse votado en contra.





El Honorable Senador señor Romero coincidió también con la primera parte de las conclusiones. Sin embargo, expresó que tiene dudas respecto de la segunda parte. Observó, también, que este Convenio pasó por la Honorable Cámara de Diputados donde no se aprobó con quórum especial, por lo que si el Senado cambia el criterio podría acarrear consecuencias respecto del primer trámite.





Agregó que, en su opinión, la ley orgánica constitucional que se encuentra en trámite tendrá que considerar todas las hipótesis, por eso era de opinión que se tratara en forma acelerada, a fin de establecer los parámetros a los cuales atenerse. Finalmente, lamentó que no fuera despachada antes de este proyecto.





A continuación, la Comisión acordó someter a votación si el proyecto debía ser votado con quórum calificado.





En votación, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Naranjo y Sabag manifestaron que el proyecto no requería ser votado con quórum calificado. El Honorable Senador señor Coloma expresó que era necesario aprobarlo con quórum calificado y el Honorable Senador señor Romero, se abstuvo. En consecuencia, la Comisión, acordó, por tres votos a favor, uno en contra y una abstención, que el proyecto no debía ser votado con quórum calificado.





Luego, se procedió a votar el Tratado. En votación, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Naranjo, Romero y Sabag. En contra, votó el Honorable Senador señor Coloma, quien dejó constancia de que lo hacía, no por el contenido, sino para recurrir al Tribunal Constitucional, motivo por el cual formuló, teniendo en consideración sus argumentos precedentes, expresa reserva de constitucionalidad.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por cuatro votos a favor y uno en contra. Votaron a favor, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Naranjo, Romero y Sabag. En contra, el Honorable Senador señor Coloma.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara, el 19 de abril de 2004.”.

----------





Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de abril de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Gazmuri Mujica (Jaime Naranjo Ortíz), Jorge Pizarro Soto (Hosain Sabag Castillo) y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2006.


(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,


Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y TURQUÍA SOBRE ENTRENAMIENTO MILITAR, INDUSTRIA DE DEFENSA, TECNOLOGÍA Y CIENCIA

(3919-10)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A una de las sesiones en que vuestra Comisión trató el proyecto de acuerdo asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García.


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que lo aprobó en general y en particular, por mayoría de votos, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

DISCUSIÓN

La Comisión tuvo en consideración las explicaciones que sobre la iniciativa dio el señor Subsecretario de Guerra.

El señor Subsecretario de Guerra señaló que el proyecto en análisis es un acuerdo de cooperación estratégico para los intereses del Ministerio de Defensa. Se trata de un acuerdo que tiene como objetivo posibilitar las capacidades de entrenamiento y de intercambio a nivel de observadores militares, de desarrollo de perspectivas de acuerdos marco en materia de industria de defensa, y de desarrollo científico y tecnológico.

En particular, expuso, el proyecto sienta las bases del inicio de un proceso de cooperación con el ejército terrestre más importante, en número, de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), que es un ejército poderoso y que, desde el punto de vista de la Fuerza Aérea, desarrolla sus propios sistemas de combate y trabaja con los aviones F-16, por lo que constituye uno de los espacios preferentes para obtener capacidad de entrenamiento adicional a la que se puede tener con los Estados Unidos de América.

La aplicación práctica del Acuerdo está dada por el entrenamiento de pilotos de F-16 y el intercambio en desarrollo de proyectos de infantería. Sobre el último punto, señaló que se trata de operaciones en escenarios de teatros terrestres que son relativamente comunes entre Turquía y el norte de Chile.


Precisó que el Acuerdo no importa el inicio de un proceso de envergadura, pero que significa un avance en el proceso de internacionalización de la defensa, que garantice cierto nivel de seguridad. Desde el punto de vista estratégico es clave el aporte que significa respecto de los aviones F-16, porque abre una perspectiva de entrenamiento en caso de que se complicara el apoyo de EE.UU. en esa área.

Señaló que, en lo que se refiere a la Comisión de Hacienda, el proyecto de Acuerdo introduce el principio de gratuidad en las prestaciones de salud que otorgan las instituciones de las Fuerzas Armadas a las personas que utilicen el convenio.

El Honorable Senador señor Ominami consultó por la existencia de otros Acuerdos de cooperación militar.

El señor Subsecretario de Guerra informó que hay 57 Acuerdos de cooperación en el ámbito de la defensa, de los cuales muy pocos corresponden a la esfera legislativa, porque en general se trata de convenios acerca de intercambio de visitas, de desarrollo de mecanismos de entendimiento. Subrayó que, desde el punto de vista legislativo, el Acuerdo en discusión será uno de los primeros.

Precisó que históricamente existe un Acuerdo con EE.UU., que data de 1952, y que, en el último tiempo, sólo habría algunas cláusulas de ese orden en Acuerdos genéricos con Argentina.

El Honorable Senador señor Ominami inquirió si los países miembros de la OTAN pueden suscribir Acuerdos en forma autónoma. 

El señor Subsecretario de Guerra expresó que ello es posible y que Chile tiene memorandos de entendimiento con todos los países que integran la OTAN.

Ante una consulta en ese sentido del Honorable Senador señor García, precisó que las fuerzas armadas de Turquía utilizan estándares OTAN, que son particularmente exigentes.


Asimismo, el Honorable Senador señor García preguntó con qué otra posibilidad de entrenamiento para los pilotos de F-16 se contaba.

El señor Subsecretario hizo notar que en el mundo no existen muchas alternativas. Informó que con la adquisición de los aviones F-16 a Holanda, Chile llegará a tener casi el 1% de estas naves en el mundo, y que en la región sólo cuentan con estos aparatos EE.UU. y Venezuela. Recordó que Venezuela, como consecuencia de la ruptura del Acuerdo de cooperación militar con EE.UU., no se encuentra en condiciones de operarlos.


Frente a un comentario del Honorable Senador señor Novoa acerca de la cláusula de confidencialidad del Acuerdo, manifestó que dicha cláusula afecta a terceros países, porque permitiría, potencialmente, acceder a un tipo de información que desde el punto de vista de su uso político y militar tiene un carácter extremadamente sensible. Por ello, observó, es natural que Acuerdos de la naturaleza del que se analiza contengan una cláusula de confidencialidad.


El Honorable Senador señor García expresó que, no obstante que prestaría su aprobación al proyecto de acuerdo en informe, le merecía alguna duda la oportunidad para formalizar un Acuerdo de esta naturaleza, con un país que está en una zona de gran conflicto.


El señor Subsecretario de Guerra hizo presente que el Acuerdo en discusión es uno en un conjunto significativo de otros convenios. Puntualizó que lo que se busca es un acuerdo marco que permita luego convenir cuestiones más precisas, tales como la instrucción de los pilotos de los F-16. Mencionó que la zona de conflicto en que se sitúa Turquía, que es un lugar clave en el paso de Europa a Asia, es la zona de contención para que los conflictos del golfo Pérsico no lleguen a Europa, y que todos los Acuerdos en Europa apuntan a fortalecer la situación occidental de Turquía, país que ha demostrado gran habilidad en mantenerse absolutamente al margen de los conflictos zonales.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.

Los integrantes de la Comisión dejaron constancia de que su pronunciamiento se refería sólo a la incidencia del Acuerdo en materia presupuestaria y financiera del Estado, y a la incidencia de sus normas en la economía del país, y de que habían acordado no pronunciarse sobre los aspectos de constitucionalidad relativos al quórum con que deben ser votadas las disposiciones del mismo.

- - -

FINANCIAMIENTO

El N° 8 del artículo XI del Convenio establece el beneficio de la gratuidad para la atención médica, primeros auxilios y atención dental en los hospitales militares para el personal huésped y sus dependientes.

Los representantes del Ejecutivo manifestaron que los beneficios constituyen gastos eventuales en la medida que se den las circunstancias señaladas, lo cual impide realizar un cálculo acerca de su monto.


En consecuencia, el proyecto de acuerdo no producirá desequilibrios presupuestarios ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.

El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara, el 19 de abril de 2004.”.

- - -





Acordado en sesiones realizadas los días 10 de mayo y 19 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 24 de julio de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR COLOMA, QUE PROHÍBE EL TRÁNSITO NOCTURNO DE FERROCARRILES EN CRUCES DE CAMINOS PÚBLICOS SIN GUARDABARRERAS O GUARDA VÍAS

(3958-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción del Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma. 

- - - - - -


Dejamos constancia, para los efectos reglamentarios, que este proyecto de ley no contiene normas de ley orgánica constitucional, ni de quórum calificado, ni disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda o por la Excma. Corte Suprema.


Se deja constancia, también, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala informar sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.

- - - - - -




A las sesiones en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal asistió el Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma.





Asimismo, concurrieron el ex Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz; el entonces Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado (EFE), señor Luis Ajenjo; el Subgerente General de la misma, señor Antonio Dourthé; el Fiscal de EFE, señor Jean Pierre Warnier; el Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca; el Asesor Legislativo del Subsecretario de Transportes, señor Lautaro Pérez; el ex Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señor Julio Urzúa, y la Abogado de EFE, señora Griselda Valenzuela.

- - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN


La iniciativa legal en estudio tiene por objetivo corregir la normativa legal vigente que distingue entre tránsito diurno y nocturno de trenes, exigiendo a las empresas ferroviarias establecer en los cruces ferroviarios la aplicación de las mismas condiciones de seguridad para el tránsito de ferrocarriles tanto de día como durante la noche.


Para ello se plantea la necesidad de buscar una fórmula que establezca una periodicidad en el cumplimiento de las exigencias de implementación por las empresas ferroviarias de las medidas de seguridad de manera que el costo que esto importa se pueda diferir en el tiempo.


El proyecto de ley propone eliminar la presunción legal de falta de responsabilidad de las empresas ferroviarias en los accidentes de atropellamiento que ocurren en un cruce, en el cual aquéllas mantengan en buen estado de funcionamiento los dispositivos automáticos o los servicios de señales.

ANTECEDENTES

1.- De hecho


La Moción en informe señala que en el último tiempo han ocurrido múltiples accidentes ferroviarios de noche, acarreando decenas de muertos y heridos en las vías férreas. Las causas de los accidentes obedecen básicamente a dos razones principales y complementarias.


La primera razón dice relación con la legislación sobre cruces ferroviarios, la que ha quedado obsoleta. La legislación vigente de la empresa ferroviaria distingue entre tránsito diurno y nocturno de trenes, exigiendo, en el día, la colocación de guardavías o guardabarreras para que avisen la pasada de trenes en cada uno de los cruces públicos y limitándose, en el horario nocturno, a establecer en tales lugares la señalización de un disco “Pare” y un letrero con la leyenda “Sin guarda cruce”.


Como consecuencia de esta obligación, mensualmente se registran más de 10 accidentes nocturnos de trenes con vehículos en las rutas férreas, puesto que habiendo aumentado significativamente la cantidad de ferrocarriles que circulan de noche, así como el tránsito de vehículos y personas a toda hora, resulta evidente que una solitaria señal, muchas veces mal iluminada, constituye una medida de protección insuficiente.


Una segunda razón que tiene efecto en el agravamiento del problema anterior es que los trenes son hoy en día mucho más veloces y silenciosos, así como que rutas diseñadas hace ya muchos años no siempre son en línea recta, siendo común que a una curva siga un cruce público, lo que dificulta el avistamiento del ferrocarril.

De todo lo anterior entonces se puede colegir que la conjunción de trenes más rápidos y silenciosos, con mayor flujo nocturno, cruces en curvas, mayor cantidad de vehículos y señales propias de hace cincuenta años, hace que muchos lugares se constituyan en verdaderas trampas mortales, con ferrocarriles que cruzan importantes ciudades a gran velocidad, sin ninguna barrera o ser humano que de cuenta del peligro que ello supone.

Desde una segunda perspectiva y de acogerse esta modificación, no parece adecuado mantener lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 58 de la Ley General de Ferrocarriles, que presume legalmente la falta de responsabilidad de las empresas ferroviarias en los accidentes de atropellamiento que ocurren en un cruce, en el cual aquéllas mantengan en buen estado de funcionamiento los dispositivos automáticos o los servicios de señales, toda vez que ahora se agregarán otras obligaciones que deben probarse en su mérito.

Así entonces, ha llegado la hora de innovar en esta materia.

2.- Jurídicos


La iniciativa legal en informe se relaciona con el decreto N° 1.157, de 1931, del Ministerio de Fomento, que fija el texto definitivo de la Ley General de Ferrocarriles.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Consta de un artículo único que introduce, por intermedio de dos literales, modificaciones al número 5, del artículo 58 del decreto N° 1.157, de 1931, Ley General de Ferrocarriles, que señala cuáles son los deberes de toda empresa. Entre ellos, el numeral 5º indica “establecer guarda-barreras y guarda-ganados y mantener sólo durante el día guardavías en todos los puntos en que los ferrocarriles cruzaren a nivel los caminos públicos.”.


La letra a), del proyecto de ley en estudio, propone derogar el párrafo quinto de este numeral, que presume la falta de responsabilidad de las empresas ferroviarias en los accidentes de atropellamiento que ocurran en un cruce, en el cual aquéllas mantengan en buen estado de funcionamiento los dispositivos automáticos.


La letra b), propone sustituir el párrafo sexto que obliga durante la noche a las empresas sólo a mantener un servicio práctico de señales luminosas o suficientemente visibles que permitan a los que transiten por los caminos públicos percibir a la distancia la proximidad de un cruzamiento por otra norma que prohíba el tránsito de ferrocarriles durante la noche en aquellos tramos en que los ferrocarriles crucen a nivel de caminos públicos y en los cuales no exista guardabarreras o guardavías.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el autor de la Moción, Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma, reiteró los fundamentos que dieron origen a esta iniciativa legal y señaló que el objetivo de ésta no es generar una prohibición respecto del tránsito de ferrocarriles durante la noche, sino que exigir en los cruces ferroviarios  la aplicación de las mismas condiciones de seguridad para el tránsito de ferrocarriles tanto en el día como durante la noche. 

Agregó que la norma legal vigente, Ley General de Ferrocarriles, data de 1931 y establece una diferencia respecto de las exigencias de seguridad para el tránsito de trenes durante el día y en la noche. Actualmente, entre Santiago y Talca, existen 54 cruces y durante el día, cuando pasa el ferrocarril que es más rápido y silencioso, existe una barrera automática que se cierra o un guardabarrera que avisa la venida del tren, con lo cual las personas están alertadas de la presencia del ferrocarril.


Por el contrario, durante la noche, la exigencia es sólo mantener señales como un disco “Pare” o un letrero con la leyenda “Sin guarda cruce”, obligación que se entiende cumplida con estos avisos. Situación que, seguramente, obedece al hecho de que a la época de dictación de la Ley General de Ferrocarriles, los trenes transitaban menos de noche y existía un menor número de vehículos que atravesaban por los cruces. En la noche, al no existir barreras automáticas que se cierran o un guardabarrera que avise que viene el tren, al pasar éstos a altas velocidades y al estar los cruces ubicados a 150 metros de una curva o en zonas donde se concentra neblina, se producen graves accidentes con resultados de muerte.



Entre las 23.00 horas y las 7.00 horas transitan alrededor de 12 trenes entre Santiago y Chillán. Ello, sin considerar los trenes fuera de recorrido normal como son los de carga, que funcionan a otras horas. 



La solución final de esta situación dice relación con la construcción de pasos sobre nivel y bajo nivel o con la contratación de un guardavías o la instalación de guardabarreras automáticas pero implican un gasto de varios millones de dólares (US$ 250.000.000), en un horizonte para el año 2010. Sin embargo, antes del  Bicentenario, se deberían adoptar medidas que, aún cuando no sean soluciones definitivas, ayudarían a mejorar la seguridad en los cruces.


Indicó, el  señor  Senador  que,  de  acuerdo  con  la información  entregada  a  la  Comisión  por  la  Empresa  de  Ferrocarriles del  Estado,  el  Plan  Trienal  2003-2005,  considera  inversiones  por 
U$$ 880.000.000 y en la VII Región se están cambiando vías para permitir el aumento de la velocidad de los trenes de 150 kilómetros por hora a 180 kilómetros por hora, sin embargo, resulta fundamental la adopción de medidas graduales de seguridad en los cruces. 



El Honorable Senador señor Sabag señaló compartir la opinión del autor de la Moción e hizo presente que se producen numerosos accidentes en los cruces de ferrocarril debiendo estudiarse por parte de EFE cuántos cruces deben desnivelarse en las distintas ciudades por las que cruzan los ferrocarriles para dar una solución a este problema. 


Además, informó que con ocasión de la discusión de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006, solicitó al Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles que este tema se aborde y se determinen cuántos pasos bajo nivel deben instalarse en las distintas ciudades por las que cruzan los ferrocarriles. Actualmente el país cuenta con recursos para hacerlo y además existen muchas empresas concesionarias dispuestas a invertir antes del año 2010.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Barra se manifestó de acuerdo con los planteamientos anteriores y agregó que en la ciudad de Lautaro, en la IX Región, existe un solo paso bajo nivel en circunstancias que el ferrocarril atraviesa toda la ciudad y la divide en dos partes. Hay cruces que ni siquiera cuentan con luces de señalización y, en la noche, es muy difícil atravesar la vía férrea. Lautaro es una de las ciudades con más muertes y personas lisiadas, por esta situación, en la IX Región.



El ex Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado (EFE), señor Luis Ajenjo, informó a la Comisión (en sesión realizada el 11 de octubre de 2005), que la empresa está realizando el Quinto Plan Trienal de Desarrollo, que comprende los años 2003 a 2005 y es el más amplio, ambicioso y de mayor inversión de los últimos 50 años. Este Plan Trienal que tiene un objetivo de eficiencia económica, de mejoramiento de la calidad de los servicios e integración territorial ha agregado, en forma destacada, la seguridad integral para pasajeros y para la comunidad, en todos los servicios ferroviarios, disminuyendo los accidentes y las posibilidades de que éstos ocurran.


En dicha oportunidad el Subgerente General de EFE, señor Antonio Dourthé, informó que para la elaboración del Plan de Seguridad se recurrió a distintos antecedentes, entre ellos, las estadísticas; pero también se realizaron reuniones con diversas organizaciones sociales, municipalidades, organismos de gobierno, Carabineros de Chile, Bomberos y la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), entre otras, y en un trabajo interno, con más de 300 trabajadores, se diseñó una política que pudiera tener una visión integral de la solución del problema, tanto para los usuarios como para quienes hacen el transporte.


Indicó que las estadísticas, tanto de Carabineros de Chile como de la CONASET, indican que en el año 2001 se registraron 129 muertes y 197 lesionados en todo el país, de los cuales 112 de esas muertes estaban asociadas a atropellos y 14 a colisiones o choques, vale decir, el 90% de las muertes están asociadas al peatón que cruza en un lugar indebido.


Manifestó que con esos antecedentes se elaboró un Plan Integral de Seguridad enfocado al factor humano, a los vehículos, a la vía y su entorno. Dentro de este ámbito se pueden destacar algunas obras de infraestructura, como es el caso del Confinamiento de 524 kilómetros lineales de línea férrea entre la V y la IX Región, para evitar que los peatones crucen por cualquier parte; la realización de pasos peatonales debidamente elaborados que contienen todos los temas de seguridad, como laberintos y carpetas de rodados, que permiten la circulación segura. Asimismo, se construyeron 5 pasarelas peatonales entre la Región Metropolitana, VI y VIII Región y se encuentran en licitación otras 25 para el resto del país.



Informó, asimismo que en conjunto con la Dirección de Vialidad de la Región Metropolitana y con efecto de proyecto piloto se está trabajando en un mejoramiento integral de los accesos a 316 cruces ubicados entre Santiago y Temuco, que incluye los accesos, instalación de reductores de velocidad, señalización reglamentaria con condiciones retro reflectantes y fluorescentes y perfeccionamiento de las carpetas de rodados de sectores rurales.


Agregó que en campaña de educación y comunicación, que se entiende muy ligada para el objetivo de capacitar alumnos y profesores en principios de conducta responsable, se han capacitado 125.000 alumnos en 80 comunas aledañas a la vía férrea y más de 5.000 profesores en la misma extensión. Estas acciones han sido complementadas con tres concursos de afiches para la prevención de accidentes y durante el segundo semestre del presente año se lleva a cabo la implementación del proyecto de Red de Monitores de Prevención y Autocuidado en establecimientos educacionales.


Hizo presente que con el fin de capacitar a la comunidad en general, se han realizado cerca de 70 actividades culturales recreativas reuniendo a alrededor de 120.000 personas y dos campañas de difusión masiva en los años 2003 y 2004.


Resaltó la importante de la educación de la población en la utilización de la infraestructura de EFE porque el comportamiento seguro de la ciudadanía en el momento en que tiene que interactuar con esta infraestructura evita el uso indebido de la faja vía y el no respeto de la señalización ferroviaria correspondiente.


A la vez, se hace necesario que la población sea educada para el cuidado de los nuevos dispositivos de seguridad de la empresa porque, como es de público conocimiento, existen grupos de antisociales que roban elementos ferroviarios que dejan, aunque sea en forma momentánea, la posibilidad de que ocurran accidentes. 


En materia de confinamiento de las vías, se producen robos de mallas y elementos de las vías, y daño intencional de barreras automáticas instaladas en distintos cruces, como en Quillota y San Nicolás. 


El mayor número de accidentes ferroviarios se producen en la vía faja y pasos no autorizados. Normalmente son personas que atraviesan la vía o que transitan por la misma. La Empresa ha concluido que, en parte, se debe a la desaparición del tren en algunas localidades, lo que motivó que la vía férrea se convirtiera en un lugar de tránsito por lo que se ha enfatizado en las campañas educativas que las personas no pueden circular por las vías férreas. Asimismo, se presentan muchos accidentes por personas ebrias y suicidios. Las estadísticas de los últimos tres años indican que aproximadamente el 20% de los atropellos se deben a suicidios. Menos del 10% de los accidentes se producen en los cruces. 


EFE reconoce que en el último tiempo han ocurrido accidentes de cierta espectacularidad pero podría resultar desproporcionado y muy caro establecer en todas las partes en que se produce tránsito nocturno un guardacruces. 


Recordó que cada barrera automática tiene un valor cercano a los US$ 150 mil.


Los trabajos de mejoramiento que se han realizado han significado, en términos estadísticos, una reducción de 39% de víctimas fatales, una disminución de 15% de los lesionados y 25% de accidentes, comparando el primer semestre del año 2005 con el primer semestre del año 2004.


Señaló que dentro de los 33 cruces que se desnivelaran que cuentan, en su mayoría, con barreras accionadas por personas, algunas de día y de noche, coinciden, en cierta medida, con aquéllos en que se han producido accidentes. En Curicó se desnivelarán los cruces de Camilo Henríquez, Doctor Osorio, Villa Dulce y Santa Fe. Actualmente, el decreto supremo 258, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, regula el tema operativo de los cruces y lo hace a través de la multiplicación de los flujos de tráfico vehicular y ferroviario y los pondera de acuerdo a la visibilidad.  Este decreto supremo fija cuáles son los cruces que deben tener una solución, que puede ser una barrera automática, una barrera manual o un dispositivo conocido como banderista.


Los antecedentes anteriores se deben revisar cada cierto tiempo porque el flujo cambia en los cruces y, actualmente, se trabaja en la medición de esos cruces con la finalidad de reactualizar las señalizaciones, para lo cual se efectuarán comparaciones con países de Europa y Estados Unidos.


En relación al tráfico nocturno señaló que es significativamente inferior al de día, por esa razón, la norma es distinta. En Curicó, después de las 23:00 horas, pasan sólo dos trenes de pasajeros: el tren que va de Temuco hacia Santiago, que pasa por Curicó alrededor de las 24:30 horas y el que sale de Temuco en dirección a Santiago que pasa por Curicó cerca de las 05.00. Los trenes de carga que circulan son alrededor de 8 considerando los dos sentidos y no tienen un horario establecido, sino que un rango de pasada. Durante el día cruzan alrededor de 60 trenes por Curicó.


En términos generales los accidentes nocturnos alcanzan a 23%, de los cuales 1/3 se produce en los cruces, con lo cual se mantiene la tendencia de que el 90% de los accidentes son en plena vía y sólo el 10% corresponden a accidentes en los cruces.


El señor Ajenjo concluyó su exposición señalando que EFE comparte el propósito de mejorar las condiciones de seguridad de la circulación de los trenes. Sin embargo, tiene una visión distinta al del proyecto de ley en informe para alcanzar dicho objetivo.


Indicó que EFE está realizando un esfuerzo importante y concreto en mejorar la Seguridad Operativa del servicio ferroviario para minimizar la ocurrencia de accidentes, con una alta inversión, lo que confirma que la seguridad es un lineamiento estratégico de la gestión de la empresa, lo que está determinado por su Plan Trienal 2003-2005.


Tal como fue enunciado anteriormente, indicó que EFE ha trabajado por mejorar las tres áreas fundamentales en la ocurrencia de accidentes: ha renovado sus trenes, ha mejorado la vía y su entorno, y en lo referido al factor humano ha educado e informado a la ciudadanía con el fin de orientarla hacia comportamientos seguros en su interacción con la línea férrea y capacita permanentemente a sus trabajadores.


Señaló que la solución para la prevención de accidentes asociados a los cruces ferroviarios es integral, se debe trabajar en los factores mencionados y no resulta lógico prevenirlos suspendiendo el servicio ferroviario nocturno.


Recordó que existen distintos cruces ferroviarios y por tanto distintas soluciones las que pueden considerar la instalación de señalización, de barreras automáticas, el desnivelamiento, entre otras medidas.


Finalmente, manifestó que debe mantenerse tal como está el número 5º del artículo 58 de la Ley General de Ferrocarriles.


Posteriormente, en sesión realizada el 19 de julio de 2006, el Subgerente General de EFE, señor Antonio Dourthé, reiteró que EFE, considerando sólo el tramo que esta empresa cubre desde Valparaíso  a la X Región, cuenta con una red de 1.430 kilómetros, con 310 cruces vehiculares, de los cuales 48 cuentan con guarda cruzada durante 24 horas; 60 cruces con guarda cruzada 16 horas, desde las 7.00 a 23.00 horas; 11 barreras automáticas, dos de las cuales tienen guarda cruzada; 93 banderistas, basculantes o destellantes, de los cuales 39 tienen además un guarda cruzada, lo que representa un costo anual de 4,5 millones de dólares (MUS$ 3,6 en personal y MUS$ 0,9 en mantención de los elementos.


En caso de que se aplicara la proposición contenida en la Moción en estudio y se instalarán en todos los cruces guarda cruzadas las 24 horas, el costo anual sería $ 16.939.164; si se instalarán en todos los cruces guarda cruzadas las 24 horas y además banderista automático, el costo anual sería de $ 58.268.522; en el evento que se instalaran 310 barreras automáticas, el costo anual sería $ 52.921.918 y el desnivelamiento de 310 cruces, que no se ha estudiado en detalle, representaría un costo anual, estimado de $ 1.174.263.902 (valores con IVA y en dólares).


Dentro del Plan Integral de Seguridad se han realizado confinamientos, se han incorporado barreras automáticas y de las 30 que se pretenden instalar, 11 ya están operativas. Para desnivelar los cruces, se está esperando la decisión del Ministerio de Hacienda relativa a la aprobación del Plan Trienal.


Reiteró que EFE no está en condiciones de aumentar el costo anual en relación a los cruces, por lo que en su opinión es indispensable para mejorar los niveles de seguridad, a lo que no se oponen, contar con recursos adicionales para ello. 


Respecto de la velocidad de circulación de los trenes precisó que la infraestructura ferroviaria está preparada para permitir la circulación a 180 kilómetros por hora, sin embargo, ninguno de los equipos puede circular a esa velocidad.


Por otra parte, hizo hincapié en la mantención de la norma contenida en el actual número del artículo 58 del decreto N° 1.157, de 1931, por cuanto si la empresa cumple con la instalación de todos los dispositivos de seguridad, no resulta lógico que sea responsable de los accidentes.


Además de la instalación de los dispositivos de seguridad deben considerarse otros temas que afectan a EFE, como es la sustracción de elementos ferroviarios asociados a la protección,  confinamiento y  señalización de la vía; suicidios que se cometen en las líneas férreas, que afectan a la operación de los trenes y asegurarse de que el desarrollo inmobiliario, que se realiza cerca de las líneas férreas, para su permiso de construcción,  consideren los equipamientos de seguridad ferroviaria, puesto que de otro modo EFE los termina subsidiando, para lo cual resulta importante que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo intervenga en esta materia.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que dentro de las inversiones del Plan Trienal 2003-2005, se consideran inversiones por U$ 880.000.000 y en la VII Región se están cambiando las vías para permitir el aumento de la velocidad de los trenes a 180 kilómetros por hora, sin embargo, resulta fundamental comenzar por la seguridad y que en 46 cruces, de Santiago a Chillán, por los cuales pasan alrededor de 12 trenes en la noche, con una velocidad de 150 kilómetros por hora, sin guardavías, ni señales automáticas, no parece aceptable y es de máxima prioridad atender este tema, por lo que insistirá en la Moción presentada. No es aceptable que cada vez puedan circular más trenes y a mayor velocidad, por lo tanto, deben adoptarse medidas graduales en el tiempo pero la seguridad debe abordarse.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó su opinión en el sentido de que en los cruces donde no hay dispositivos de seguridad no se puede presumir la falta de responsabilidad de la empresa. La normativa vigente establece una situación más liberal para la empresa respecto de las medidas de seguridad en la noche, situación que se pretende corregir mediante esta Moción.


Finalmente el Honorable Senador señor Horvath expresó la conveniencia de aprobar en general esta iniciativa legal, sin perjuicio de presentar durante la discusión particular las indicaciones tendientes a establecer una gradualidad en la implementación de las medidas de seguridad en los cruces ferroviarios.

APROBACIÓN EN GENERAL


Luego de escuchadas las exposiciones anteriores  y de realizado un debate acerca de la conveniencia de aprobar este proyecto de ley, la Comisión lo puso en votación. 


Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en general este proyecto de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma, Antonio Horvath y Jaime Orpis.

- - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al número 5º, del artículo 58 del decreto 1.157, del Ministerio de Fomento de 1931, Ley General de Ferrocarriles:

a) Derógase el párrafo quinto.

b) Sustitúyese el párrafo sexto, por el siguiente:

“Prohíbese el tránsito de ferrocarriles durante la noche en aquellos tramos en que los ferrocarriles crucen a nivel de caminos públicos y en los cuales no exista guardabarreras o guardavías.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 11 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa (Presidente), Roberto Muñoz Barra, Baldo Prokurica y Hosain Sabag y en sesión realizada el 19 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma (Jovino Novoa), Antonio Horvath y Jaime Orpis.


Sala de la Comisión, a  25 de julio de 2006.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA; EL MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE COOPERACIÓN LABORAL, Y EL ACUERDO DE COOPERACIÓN AMBIENTAL SUSCRITOS ENTRE CHILE, BRUNEI DARUSSALAM, NUEVA ZELANDA  Y SINGAPUR

(4047-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de noviembre de 2005.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 10 de mayo de 2006, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores, por la de Agricultura y por la de Hacienda.

----------


La Comisión deja constancia que el proyecto de acuerdo en informe debe ser votado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en los artículos 66, inciso segundo, y 108, ambos de la Constitución Política de la República, en atención a que la aplicación del anexo 12.C, “Pagos y Transferencias. Chile” incidirá, eventualmente, en las facultades que el artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor.

----------


Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular, a la vez.

----------


Asimismo, a las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados:


- Del Ministerio de Relaciones Exteriores: 


El Ministro (S) de Relaciones Exteriores, señor Alberto Van Klaveren y el Director del Departamento Jurídico, señor Claudio Troncoso.


- De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales:


El Director General, señor Carlos Furche; la Directora Asia Pacífico, señora Viviana Araneda; el Asesor del Director, señor Patricio Balmaceda, y el Asesor Laboral, señor Pablo Lazo.


También concurrió al estudio de esta iniciativa, el Presidente de la Federación Nacional de Productores de Leche (FEDELECHE), señor Adolfo Larraín.

----------

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República.- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación, con las particularidades que dicha disposición señala.


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 22 de junio de 1981.


c) Acuerdo de Marrakech, que establece la Organización Mundial de Comercio, promulgado por decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 17 de mayo de 1995.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que la estrategia chilena de inserción internacional, basada en una economía abierta y competitiva, ha sido exitosa y ha permitido obtener altas tasas de crecimiento económico.


Agrega que esta política es compartida por los principales actores del país y durante los últimos años, ha tenido como objetivo posicionar a Chile dentro del escenario económico mundial.


Para ello, indica, se han maximizado las oportunidades que presenta la economía global, dotando a nuestro país de una red de acuerdos comerciales, que aseguran y mejoran el acceso de los productos y servicios chilenos a los mercados internacionales y resguardan, al mismo tiempo, nuestros intereses a través de adecuados instrumentos de defensa comercial.


Añade que, de esta manera, el aprovechamiento de las oportunidades derivadas de la inserción internacional ha permitido diversificar las exportaciones, y contar con reglas claras y permanentes para el comercio de bienes y servicios.


Señala que hoy, cerca del 80 por ciento del comercio exterior de Chile está regido por los Acuerdos Comerciales que nuestro país ha suscrito. Asimismo, la incidencia de las exportaciones en el Producto Interno Bruto (PIB) ha aumentado en un 10,3 por ciento anual, durante el período 1998 - 2004. En efecto, mientras las exportaciones de bienes realizadas en el año 1998 representaron el 18,6 por ciento del PIB, en el año 2004 estas ascendieron al 33,4 por ciento.


Indica Su Excelencia que la inserción internacional de nuestro país se ha desarrollado a partir de la apertura unilateral, de una activa participación en los foros y acuerdos multilaterales y de la negociación de acuerdos comerciales bilaterales y regionales.


Añade que la apertura unilateral se ha concretado a través de la disminución de los aranceles para los productos importados. En efecto, en los últimos años, Chile ha aplicado dos reducciones importantes de sus aranceles: una, a comienzos de los años 90, cuando los aranceles se redujeron de un 15 a un 11 por ciento, y la otra entre los años 1999 y 2003, periodo durante el cual los aranceles se redujeron progresivamente desde 11 a un 6 por ciento.


Señala que la segunda forma de inserción internacional ha sido a través de la suscripción de acuerdos comerciales bilaterales y regionales. Hoy se encuentran vigentes 13 acuerdos de esta naturaleza, de los cuales 1 es un Acuerdo de Asociación (Unión Europea); 6 son Tratados de Libre Comercio (Estados Unidos, Área Europea de Libre Comercio (EFTA), Corea, México, Canadá y Centro América); y 6 son Acuerdos de Complementación Económica en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración ALADI (MERCOSUR, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia y Venezuela).


Finalmente, señala que se ha procurado la activa participación de Chile en foros y acuerdos multilaterales, como la Organización Mundial del Comercio (OMC), y el Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC).


Agrega el Mensaje que, en el caso específico de nuestra estrategia de integración comercial con la región Asia-Pacífico, en el Foro APEC, Chile ha buscado activamente promover los acuerdos bilaterales y sub-regionales como instrumentos eficaces para la profundización de la integración comercial y económica entre los países de la Región, considerando que en los últimos años el Asia Pacífico ha pasado a constituir una prioridad para nuestra política comercial internacional. En este contexto, el año 2004, durante el cual Chile fue sede de las actividades de este Foro, representa la consolidación de la política antes descrita.


Recuerda que en el mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, al Congreso Nacional del año 2002 expresó que, una vez desarrolladas las negociaciones con la Unión Europea y el proceso de profundización de los Acuerdos con la mayoría de los países de América Latina, el desafío de Chile era apuntar a un mayor acercamiento con las economías del Asia-Pacífico. El presente Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica es una respuesta concreta a ese desafío.


Este Acuerdo, agrega, es el resultado de un proceso de negociaciones que fue iniciado por el Presidente de Chile y los Primeros Ministros de Singapur y Nueva Zelanda durante la Cumbre de Líderes de APEC, celebrada en Los Cabos, México, en el mes de octubre del año 2002. A este proceso de negociaciones se sumaría posteriormente Brunei Darussalam.


Indica que una de las características más importantes de este Acuerdo es que la cantidad y diversidad de materias que abarca es considerablemente más vasta que la de los Tratados de Libre Comercio convencionales. En efecto, junto con los líderes de Nueva Zelanda y Singapur, acordamos establecer una alianza estratégica que no sólo abordara los temas económicos y comerciales tradicionales, sino también, privilegiara la asociatividad y la cooperación en tecnologías, inversiones, investigación, y el desarrollo de áreas como comercialización y distribución, entre otros temas.


Destaca que el objetivo central de esta definición fue establecer que el Acuerdo de Asociación, junto con liberalizar las relaciones económicas y comerciales, también debería contribuir a que los cuatro países mejoren sus capacidades para competir en los mercados internacionales y particularmente en la región del Asia-Pacífico.


De esta forma, asevera, el presente Acuerdo, junto con crear una zona de libre comercio conforme a las normas de la OMC, establece compromisos en materias económicas, financieras, tecnológicas y de cooperación. Asimismo, deja abierta la posibilidad para la incorporación de nuevos miembros a esta alianza estratégica.


Enfatiza que Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam, son cuatro economías que comparten una visión común en su estrategia de integración al mundo. Se trata además de economías abiertas y con una destacada evaluación internacional de sus desempeños económicos e institucionales. Es por ello, que este Acuerdo de Asociación Económica Estratégica se constituirá en un gran estímulo para la construcción de un puente de comercio e inversiones entre el sur de América Latina y el Asia Pacífico.


Es necesario señalar que los aspectos comerciales no son los más significativos en la relación de estas cuatro economías, por lo que sería un error enfocar la discusión de los beneficios del Acuerdo únicamente en los temas arancelarios o de intercambio comercial.


En consecuencia, no tiene sentido cifrar las ventajas de este Acuerdo sólo en un aumento de las exportaciones a esos mercados, ni tampoco corresponde esperar bruscos incrementos de importaciones provenientes de los mismos.


Explica que la relevancia más significativa de este Acuerdo estará en su contribución a aumentar las exportaciones hacia terceros mercados, a través de operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución entre las cuatro economías.


Tal como lo hacen las grandes empresas transnacionales, las que además de competir, establecen alianzas estratégicas, asimismo deben hacerlo los países, particularmente aquellos que por su escala reducida están imposibilitados de influir en las grandes tendencias de la economía mundial.


Agrega que, en efecto, la competitividad también depende de la capacidad de establecer alianzas con economías que comparten visiones y objetivos similares en el comercio mundial, es decir, se trata de cooperar para competir mejor. Esta cooperación estratégica deberá reflejarse no sólo en materia de distribución y comercialización en terceros mercados, sino también en proyectos conjuntos de investigación y desarrollo, ciencia y tecnología, innovación, cultura, educación y aspectos de propiedad intelectual, por mencionar algunos.


En el futuro esta alianza debiera resultar también en posturas comunes en materias del ámbito económico y planteamientos coordinados en los organismos multilaterales.


Asimismo, esta asociación incorpora elementos en materia de estándares ambientales y laborales a través de instrumentos internacionales independientes, negociados de manera conjunta, y que se presentan a vuestro conocimiento y aprobación en este proyecto de Acuerdo. Estos instrumentos internacionales son el Memorando de Entendimiento sobre Cooperación Laboral y el Acuerdo de Cooperación Medio Ambiental, los cuales tienen como objetivo central reafirmar el carácter amplio e integral de la alianza entre los países suscriptores.


Finalmente, remarca el Mensaje que, tal como ha acontecido en todas las negociaciones comerciales recientes, este Acuerdo de Asociación se desarrolló sobre la base de una muy positiva y transparente colaboración público-privada, concordándose entre ambos sectores los aspectos claves del mismo.


A modo de información, el Mensaje señala que Chile tuvo en el año 2004 un intercambio comercial con los países socios de este Acuerdo que alcanzó los US$ 135 millones, con una balanza comercial superavitaria que llega casi a los US$ 29 millones.

Comercio P4, Año 2004

(Miles de dólares)

I. PAIS
II. EXPOTACIONES
III. IMPORTACIONES

Brunei Darussalam
            0



         0

Nueva Zelanda
  22.869



25.160

Singapur
  59.011



27.904

Total
  81.880



53.064

Balanza Comercial
  28.816

Intercambio Comercial
134.944


En términos generales este es un acuerdo de cobertura amplia, en el cual todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de las Partes, dentro de un plazo máximo de 10 años. La única excepción corresponde a los productos lácteos que se importen a Chile, los que tienen un plazo de desgravación especial de 12 años. Además, se estableció la consolidación arancelaria para las Partes y la posibilidad de acelerar la eliminación en el futuro, junto con compromisos de no imponer medidas para-arancelarias que puedan afectar el comercio entre los países signatarios. También se estableció el compromiso de eliminar los subsidios a la exportación de productos agrícolas entre los socios y promover su eliminación en el ámbito multilateral.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados el 13 de diciembre de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones efectuadas los días 13 y 20 de diciembre de 2005, y aprobó el proyecto en estudio por unanimidad.


El proyecto fue estudiado también por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, en sesiones celebradas los días 4, 11 y 18 de abril de 2006 y lo aprobó por mayoría de votos, (nueve votos a favor y tres en contra).


Por su parte, la Comisión de Hacienda trató el proyecto el día 2 de mayo de 2006, aprobando el Tratado por la mayoría de sus miembros presentes (siete votos a favor y dos en contra).


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día, aprobó el proyecto en general y en particular con el voto a favor de 77 Diputados, 19 en contra y 7 abstenciones.


4.- Descripción del Instrumento Internacional.- El Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica entre Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam consta de 20 Capítulos que abordan temas comerciales, económicos, institucionales y de cooperación. Los títulos de estos 20 Capítulos son: Disposiciones Iniciales, Definiciones Generales, Comercio de Mercancías, Reglas de Origen, Procedimientos Aduaneros, Defensa Comercial, Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, Barreras Técnicas al Comercio, Política de Competencia, Propiedad Intelectual, Contratación Pública, Comercio de Servicios, Entrada Temporal, Transparencia, Solución de Controversias, Asociación Estratégica, Disposiciones Administrativas e Institucionales, Disposiciones Generales, Excepciones Generales y Disposiciones finales. Cada capítulo tiene una numeración correlativa de artículos, independiente de los otros capítulos.


Los cuatro Anexos contienen las listas de eliminación arancelaria, Anexo 1, las reglas específicas de origen, Anexo 2, y las medidas de servicios, Anexos 3 y 4.


1.
Contenidos y elementos esenciales del acuerdo.


a.
Disposiciones iniciales.


Los objetivos de este tratado, tal como se recogen en su artículo 1.1, son establecer una Alianza Económica y Estratégica entre las Partes, basada en el interés común y en la profundización de la relación entre ellas en todas las áreas de aplicación. Asimismo, se establece un marco para la cooperación entre las Partes, particularmente en las áreas comercial, económica, agrícola, educacional, científica y tecnológica. Además, con el objeto de expandir e incrementar los beneficios de este Acuerdo, la cooperación puede ser extendida a otras áreas en conformidad a lo acordado por las Partes.


En el ámbito específicamente comercial, los objetivos a lograr a través de la aplicación de los principios de trato nacional, trato de nación más favorecida y transparencia, son: estimular la expansión y la diversificación del comercio entre las Partes; eliminar los obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronteriza de mercancías y servicios entre las Partes, incluyendo procurar minimizar los costos de transacción; promover las condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio, establecida en conformidad con el Artículo 1.2; aumentar las oportunidades de inversión entre las Partes; proteger en forma adecuada y eficaz y hacer valer los derechos de propiedad intelectual en el territorio de cada una de las Partes; y crear un mecanismo eficaz a fin de prevenir y resolver controversias comerciales.


b.
Evaluación de la Desgravación Arancelaria.


Como resultado de las negociaciones, Brunei Darussalam concedió a Chile la desgravación del 69% de sus productos en categoría inmediata, lo que significa que estos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Acuerdo. En desgravación a 3 años, quedaron un 3% de los productos. En categorías más largas, como 7 años, Brunei otorgó a Chile el 18% de los ítem arancelarios y a 10 años un 10%.


Singapur le otorgó a Chile acceso libre de aranceles inmediato para todos los productos, lo que significa que la totalidad de las exportaciones chilenas podrá ingresar libre de aranceles a Singapur. Entre los productos favorecidos con esta concesión están los licores.


En cuanto a las concesiones entregadas por Nueva Zelanda a Chile, las categorías de desgravación arancelaria son: inmediata, a 3 años, a 5 años y a 10 años. Considerando las líneas arancelarias, un 79,1% de los productos chilenos queda en desgravación inmediata; en desgravación a 3 años un 1,8% de los productos; a 5 años un 7,9%, mientras que un 10,4% de los productos quedó en desgravación a 10 años.


Considerando las exportaciones efectivas a Nueva Zelanda, según cifras del año 2004, el 94,5% de las exportaciones chilenas tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado, desde la entrada en vigencia del Acuerdo. A todas luces, un acuerdo ampliamente favorable para Chile en el comercio bilateral con Nueva Zelanda. Entre los productos con potencial exportador, es decir aquellos que Chile exporta al mundo pero que no vende en Nueva Zelanda, obtuvieron un acceso inmediato libre de aran-celes los siguientes: Carnes de cerdo, carnes de aves, erizos congelados y preparados, miel, avena mondada, aceite de pescado, moluscos preparados, jugos de manzana, harina de pescado, cigarrillos, desodorantes, maderas aserradas, puertas de madera y artículos de grifería.

c. Apertura comercial de Chile.


En cuanto a la desgravación arancelaria que Chile otorgó a sus socios del Acuerdo, que es la misma para los tres países, un 74,6% de los productos tendrán acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Acuerdo, quedando en desgravación a 3 años un 11,4%, en desgravación a 6 años el 10,9%, y en categorías de 10 y 12 años el 3,1% de los productos. En términos de las importaciones de Chile desde Nueva Zelanda, un 88% de ellas podrá ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del acuerdo, mientras que un porcentaje similar de las importaciones provenientes de Singapur gozará del mismo beneficio.


Junto con esta apertura comercial, se consideraron períodos largos de desgravación arancelaria para los sectores productivos sensibles de nuestro país. En este grupo de productos están los textiles y calzados. Además, con desgravación a 10 años se consideraron los productos incluidos en la banda de precios: trigo, harina de trigo y azúcar.


d.
Situación especial de los Productos Lácteos en el Acuerdo.


En relación con los productos lácteos, entre los que se consideran leche en polvo, crema, leche condensada, mantequilla, suero y quesos, que tienen una gran sensibilidad respecto de las importaciones provenientes de Nueva Zelanda, éstos se desgravarán en 12 años, con un período de gracia sin reducción arancelaria de 6 años, durante los cuales las importaciones provenientes de Nueva Zelanda pagarán el arancel de 6%. Es decir, se estableció una categoría especial de eliminación de los aranceles para estos productos.


Además, como otra forma de proteger al sector lácteo, se incluyó una salvaguardia especial para estos productos, que tendrá como mecanismo de activación automático el volumen de importación que se haga en cada semestre. Es decir, si las importaciones provenientes de un socio de este Acuerdo, medidas en toneladas, superan el monto establecido como límite para cada año, entonces las importaciones adicionales en ese semestre tendrán que pagar el arancel general, perdiendo la preferencia arancelaria que se les ha otorgado.


e.
Reglas de Origen.


El acuerdo de origen negociado consta de un texto normativo y un Anexo con las normas específicas de origen por producto.


Los aspectos normativos tratados incluyen los siguientes elementos:


i. Criterios para la calificación de los bienes como originarios.


ii. Operaciones que no confieren origen.


iii. Acumulación.


iv. De minimis.


v. Materiales indirectos usados en la producción.


vi. Materiales de empaque ya sea para la venta al detalle o para el transporte.


vii. Tránsito a través de terceros países.


viii. Procesamiento fuera de los territorios.


Se establecen tres criterios fundamentales para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias:


i) totalmente obtenidas,


ii) cambio de clasificación arancelaria y


iii) valor de contenido regional.


El porcentaje de valor de contenido regional es de 45%, excepto para el sector textil en que el porcentaje es de 50%. Asimismo, se permite la acumulación de materiales y se establece una regla “de minimis” de 10%.


En el Anexo II se establecen las reglas de origen a nivel de productos. Cabe destacar que los sectores considerados sensibles quedaron con una norma que considera los intereses chilenos. En el sector agroindustrial, por ejemplo, se logró una regla flexible para las conservas de mezclas de frutas y para las mezclas de jugos. Por otra parte, los sectores textiles, confecciones y del acero quedaron protegidos por una norma estricta.


f.
Procedimientos Aduaneros.


La certificación de origen se realizará por parte del exportador o del productor, por medio de un certificado de origen o una declaración en factura. Además, se establecen ciertas disciplinas respecto de las exigencias para los exportadores o productores que certifican el origen y de los procesos de verificación de origen cuando la aduana de uno de los países socios tiene dudas acerca del origen de los productos. Estas disciplinas son similares a las que Chile ha establecido en otros tratados comerciales.


En materias aduaneras, las partes se comprometieron a cooperar entre ellas con el fin de facilitar las operaciones comerciales. Entre las materias acordadas está la emisión de resoluciones anticipadas de clasificación arancelaria y de origen, con el fin de darle mayor previsibilidad a las operaciones comerciales. Además, se acordaron disciplinas en materia de transparencia, publicación de legislación aduanera, envíos de correo rápido, despacho de mercancías, manejo de riesgos y confidencialidad de la información.


g.
Defensa Comercial - Salvaguardias Globales.


Para aquellos casos en que sea necesario defender áreas de la producción en dificultades, debido a un aumento significativo e imprevisto de importaciones de orígenes diversos, Chile mantiene el derecho de aplicar las disciplinas del Acuerdo que establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), en los términos previstos en nuestra legislación. La legislación chilena permite la aplicación de salvaguardias que consisten en sobretasas arancelarias por un plazo máximo de un año, renovables por una sola vez por un período no superior a un año.


h.
Defensa Comercial - Antidumping y derechos compensatorios.


En este tratado, cada país signatario mantuvo el derecho de aplicar las normas previstas en el Acuerdo que establece la OMC en materia de antidumping y derechos compensatorios.


Los derechos antidumping son un instrumento de carácter transitorio que busca enfrentar el dumping, que consiste en la venta de un producto en el exterior a un precio menor al precio que se registra en el mercado interno y siempre que cause o amenace causar daño a la rama de producción nacional afectada. Los derechos compensatorios, por su parte, constituyen un instrumento que se puede aplicar para contrarrestar el daño producido por importaciones subvencionadas. Los subsidios o subvenciones son aquellas contribuciones financieras u otra forma de ayudas otorgadas por un gobierno u organismo público a una empresa o rama de la producción, mediante la cual le confiere una ventaja.


i.
Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.


El Capítulo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de este Acuerdo confirma la intención de mantener y fortalecer la implementación del Acuerdo de Aplicación en Materias Sanitarias y Fitosanitarias de la Organización Mundial de Comercio y la aplicabilidad de los estándares internacionales, las pautas y las recomendaciones desarrolladas por las organizaciones internacionales relevantes como la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE), la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF), y el Codex Alimentarius.


Este Capítulo permitirá ampliar las oportunidades comerciales a través de la facilitación del comercio entre las Partes, buscando resolver las materias de acceso a los mercados, y estableciendo mecanismos para el reconocimiento de la equivalencia de medidas sanitarias y fitosanitarias y de las prácticas de regionalización mantenidas por las Partes, consistentes con la protección de la vida y la salud de las personas y los animales o para preservar los vegetales.


Para concretar e implementar este Capítulo adecuadamente, las Partes acordaron establecer un Comité en Materias Sanitarias y Fitosanitarias que incluirá representantes de las autoridades competentes de las Partes. Este Comité podrá acordar el establecimiento de grupos técnicos de trabajo constituidos por representantes expertos de las Partes, y considerará cualquier materia referente a la implementación del Capítulo como el establecimiento, monitoreo y revisión de los planes de trabajo; como también iniciar, desarrollar, adoptar, revisar y modificar Acuerdos de Implementación sobre materias técnicas asociadas.


Estos Acuerdos de Implementación serán trabajados entre las Partes con posterioridad a la entrada en vigor del Acuerdo y abordarán aspectos sobre criterios para las decisiones de Regionalización, Reconocimiento de Medidas, Certificación, Inspección de Importación y Procedimientos para Determinación de la Equivalencia, entre otros.


Además, el Capítulo contempla la realización de consultas entre las Partes con el propósito de resolver asuntos sobre la interpretación y aplicación de disposiciones comprendidas en el mismo. Esto permitirá un correcto entendimiento entre las Partes y el buen uso de los mecanismos de solución de controversias de este Acuerdo.


Finalmente, se consideró apropiado mantener y estrechar aún más el acercamiento entre las Partes a través de un artículo de cooperación que permitirá desarrollar materias de interés mutuo consistentes con las disposiciones de este Capítulo.


j.
Barreras Técnicas al Comercio.


El objetivo principal de este capítulo es facilitar el comercio, evitando que las normas, los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad (procedimientos utilizados para determinar si las medidas se cumplen) se transformen en obstáculos innecesarios al comercio.


El Capítulo establece medidas de transparencia que facilitan la participación en los procesos normativos bilaterales y como forma de facilitar el comercio entre las Partes. Además, plantea la identificación de iniciativas bilaterales que sean apropiadas para asuntos o sectores determinados, que podrán incluir la cooperación en materias regulatorias, tales como la convergencia o la equivalencia de los reglamentos técnicos, alineamiento con normas internacionales, la confianza en la declaración de conformidad del proveedor, el uso de la acreditación, así como la cooperación a través del reconocimiento mutuo.


Este proceso de cooperación se canalizará a través de un Comité que se constituirá cuando entre en vigencia el Acuerdo y al cual ya se le han asignado preliminarmente programas de trabajo en algunas áreas específicas.


k.
Políticas de Competencia.


Este Capítulo establece la obligación para las Partes, de conformidad con su legislación interna, de mantener o adoptar medidas que prohíban prácticas contrarias a la libre competencia, y específicamente con el fin de evitar que a través de estas prácticas anticompetitivas se menoscaben o frustren los beneficios de la liberalización comercial del Acuerdo. Además, contiene disposiciones relativas a cooperación y coordinación con el objeto de profundizar el cumplimiento efectivo de las leyes de competencia en el área de libre comercio, en materia de notificaciones, consultas e intercambio de información.


El Capítulo reconoce a las Partes su derecho a designar monopolios; asimismo a establecer o mantener empresas del Estado, o empresas que gocen de derechos exclusivos o especiales, pero exige que tales empresas actúen de manera compatible con las obligaciones del Acuerdo y sujeten su actuar a las reglas generales de la competencia.


En todo caso, no podrá invocarse el sistema de solución de controversias del tratado para el cumplimiento de ninguna de estas obligaciones.


l.
Propiedad Intelectual.


El Capítulo renueva el reconocimiento de cada una de las Partes de la importancia de la Propiedad Intelectual como una herramienta útil para promover el comercio de bienes y servicios; el desarrollo económico y social, especialmente en la nueva economía digital; y la innovación y transferencia tecnológica.


De forma congruente con la política de propiedad intelectual del Gobierno de Chile, el Capítulo reconoce la necesidad de establecer regímenes equilibrados que respeten los derechos de los titulares y los legítimos intereses de los usuarios y de la comunidad, evitando una sobreprotección que dificulte o haga más costoso el acceso de la población a las obras o bienes protegidos. En dicha línea de pensamiento, se ratifica la facultad de las Partes para establecer medidas que permitan prevenir el abuso de los derechos de propiedad intelectual, en particular, aquellas preventivas de prácticas anticompetitivas que resulten del abuso de los mismos. Por otro lado, se confirma que las partes podrán disponer el agotamiento internacional de los derechos de propiedad intelectual y se reconoce la importancia de la protección de los conocimientos tradicionales de sus pueblos.


El Capítulo ratifica los compromisos de las Partes asumidos en virtud de tratados internacionales previamente suscritos, confiriendo de este modo un marco homogéneo y seguro que pueda atraer la inversión y favorecer la transferencia de tecnología en un área de gran dinamismo como es la actividad innovativa. Al mismo tiempo establece áreas y actividades específicas de cooperación a ser realizadas entre las Partes.


Recogiendo la inquietud manifestada por la industria exportadora nacional para la protección del nombre de país, se asume el compromiso explícito de impedir su uso de forma que engañe a los consumidores en cuanto al origen de los bienes.


El área de mayor discusión y al mismo tiempo el principal logro para Chile en este capítulo, fue el reconocimiento por parte de Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y Singapur de la totalidad de las indicaciones geográficas chilenas de vinos y la del pisco. Lo anterior significa el reconocimiento en dichos países de más de ochenta indicaciones geográficas nacionales, lo que favorece, de una forma efectiva, al posicionamiento exitoso en mercados de alto poder adquisitivo de los vinos y del pisco chileno.


m.
Contratación Pública.


El Capítulo de Contratación Pública consagra los principios fundamentales de no discriminación, trato nacional, transparencia y debido proceso aplicados a las contrataciones de mercancías y servicios que efectúen las entidades de las Partes, listadas en el Anexo 11A. Seguidamente, se establecen normas de procedimiento que refuerzan el cumplimiento de estas obligaciones, tales como la publicación de avisos sobre futuras contrataciones, procedimientos de licitación, adjudicación e impugnación de los contratos.


Asimismo, el Capítulo contiene disciplinas destinadas a incentivar el uso de los medios electrónicos en los procedimientos de contratación pública. Es así como los proveedores de las Partes se beneficiarán del compromiso de mantener un punto de acceso electrónico único, tanto para las medidas relativas a la contratación pública como para las oportunidades de negocios en esta materia. Adicionalmente, en virtud de este Capítulo 11, las Partes se comprometen a alentar el uso de internet en la diseminación de la documentación relativa a las licitaciones, así como en el proceso de recepción de ofertas.


Finalmente, cabe señalar que este Capítulo sigue la línea de otros acuerdos internacionales suscritos por Chile en la materia y, en términos generales, no incluye compromisos adicionales a aquellos ya contemplados por nuestra legislación.


n.
Comercio de Servicios.


El Acuerdo prescribe la liberalización en el campo de los servicios, a través del Capítulo 12, el que profundiza los compromisos adquiridos ante la OMC, abarcando una amplia gama de sectores y contemplando una mayor liberalización de cada subsector.


El Capítulo considera el comercio de servicios en sus dos dimensiones: los servicios transfronterizos y los servicios prestados mediante la presencia comercial. En términos de las actividades reguladas, se incluyen las medidas respecto de la producción, distribución, comercialización y venta de los servicios; la compra y el pago, el acceso y uso de las cadenas de distribución y los sistemas de transporte relacionados con los servicios; la presencia en el territorio de un proveedor de servicios de la otra Parte y la provisión de un valor financiero como condición para la prestación de un servicio.


Este Capítulo garantiza y otorga protección a los prestadores de servicios, mediante el concepto de la no discriminación. Esto se logra a través de la consagración de los principios de Trato Nacional, que evita la discriminación entre nacionales y extranjeros; y el de Nación Más Favorecida que impide la discriminación entre extranjeros de distintos países. Adicionalmente, se exime de la exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio y se fijan criterios objetivos y de transparencia de información para la obtención de licencias y certificados.


Asimismo, el Anexo III contiene las Medidas Existentes Disconformes y el Anexo IV las Medidas Futuras Disconformes.


Los servicios profesionales son una de las principales actividades de servicios. Por ello, este Capítulo contempla disciplinas orientadas a facilitar y promover la prestación de este tipo de servicios. A objeto de evitar barreras innecesarias al comercio, se establecen procedimientos para la expedición de licencias y certificación de profesionales. Estos procedimientos se llevarán a cabo con criterios objetivos y transparentes, considerando por ejemplo, la capacidad profesional, el no ser más gravosos de lo necesario para garantizar la calidad de los servicios y el que no constituyan una restricción para la prestación de un servicio. Se establecen mecanismos para alentar a los organismos competentes para acordar el reconocimiento mutuo de licencias y certificados, aunque no existe obligación de reconocer automáticamente los estudios o experiencia de un prestador de servicios proveniente de la otra Parte.


Cabe señalar que el comercio de los siguientes servicios ha sido excluido del ámbito de aplicación de este Capítulo: los servicios financieros, los servicios de transporte aéreo (derechos de tráfico aéreo), las compras de gobierno o de empresas del Estado y los subsidios o donaciones otorgados por una Parte o una empresa del Estado.


ñ.
Entrada Temporal de Personas de Negocios.


El Acuerdo contempla un capítulo sobre entrada temporal de personas de negocios, el cual tiene por objeto facilitar, a través de procedimientos migratorios más expeditos, la entrada temporal de personas de negocios provenientes de cualquiera de las Partes, que realicen actividades de comercio de bienes o suministro de servicios entre ellas.


Adicionalmente, las Partes reafirman el valor de los compromisos asumidos en la materia, tanto en el marco de APEC, como en el de la OMC.


Asimismo, se consagra el derecho de los países de velar por la protección de su mercado laboral y la soberanía de determinar las políticas migratorias que estimen convenientes. Además se estipula que los compromisos adquiridos en esta disciplina no alteran los requisitos generales de inmigración relativos al orden público, seguridad nacional, requisitos sanitarios y de documento de viaje.


Finalmente, las Partes han acordado la posibilidad de negociar en el futuro, la introducción de distintas categorías específicas de personas de negocios que serían beneficiadas por los compromisos del capítulo.


o.
Transparencia.


Además de las numerosas disposiciones específicas sobre transparencia previstas en otros capítulos, el capítulo sobre transparencia contempla reglas generales aplicables supletoriamente a todas las materias cubiertas por el tratado.


Cada Parte se obliga a publicar sus normas legales y resoluciones administrativas de aplicación general, notificar al otro país cualquier medida que pueda afectar sustancialmente sus intereses o el funcionamiento del tratado y responder las preguntas de otra Parte relativas a cualquier medida vigente o en proyecto.


Acorde con las recientes iniciativas legales promulgadas en Chile dentro de la agenda de modernización del Estado, cada Parte debe propender a establecer normas que permitan a las personas interesadas comentar sobre las medidas que el Estado pretenda adoptar.


En cuanto a procedimientos administrativos, cada Parte debe permitir que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones. Asimismo, se dispone que debe establecerse tribunales imparciales para la corrección de acciones administrativas relacionadas con el tratado, dando oportunidad a que las Partes puedan defender su posición y se dicten resoluciones fundadas en las pruebas rendidas.


p.
Solución de controversias.


Según el Mensaje un sistema de solución de controversias eficaz es fundamental para asegurar el adecuado funcionamiento de las normas acordadas en un tratado de libre comercio. Para un país como Chile, muy abierto al mundo y con recursos limitados, contar con un mecanismo de este tipo es la única manera de asegurar que los contenciosos que se susciten con sus socios no sean resueltos por éstos de manera unilateral.


El procedimiento de solución de diferencias de este tratado busca resolver de una manera efectiva, fluida, imparcial y conforme a Derecho, aquellos conflictos que afecten la relación comercial de las Partes, en lo concerniente a las disciplinas acordadas en el ámbito comercial. Este mecanismo tiene una cobertura amplia porque se aplica a las disposiciones de todos los capítulos comprendidos en el tratado, salvo a aquéllas que están expresamente excluidas, como es el caso del capítulo sobre competencia y de asociación estratégica.


El referido procedimiento considera dos instancias. La primera es la de consultas o negociaciones directas entre las Partes. La segunda es el establecimiento de un tribunal arbitral, de naturaleza ad hoc y compuesto de tres árbitros, el cual deberá determinar si una Parte ha incumplido con sus obligaciones y, eventualmente, presentar su decisión final. Además, incorpora los estándares de la Organización Mundial de Comercio en lo referente al cumplimiento y retorsión en caso de incumplimiento de la decisión de Tribunal Arbitral.


q.
Asociación Estratégica.


De acuerdo a las instrucciones impartidas, se incorporó como elemento central del acuerdo un Capítulo sobre Asociación Estratégica que busca identificar posibles áreas de colaboración y cooperación entre las Partes del Acuerdo. Es justamente este objetivo, el que hace que el Acuerdo vaya más allá de un tratado de libre comercio y sea un Acuerdo Transpacífico de Asociación Estratégica.


Las posibilidades de aplicar este punto del Acuerdo se refuerzan por el hecho de que las economías participantes, teniendo diversos niveles de desarrollo, presentan dimensiones proporcionales y el propósito común de expandir sus redes en el Asia y América Latina. Chile será para Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam una puerta de entrada en el espacio latinoamericano, así como nuestros tres socios lo serán para Chile en el continente asiático.


Este capítulo incluye dos elementos:


- El capítulo sustantivo en si, que identifica las áreas de cooperación, a saber: cooperación económica, en ciencia y tecnología, en educación, en cultura y en industria primaria.


- Un anexo, en el que se distinguen posibles líneas de acción y proyectos en cada una de las áreas, elementos que ayudarán a que la implementación del Acuerdo tenga una base inicial ya avanzada.


Para ejemplificar las posibilidades que se abren con los acuerdos logrados, podemos decir que en lo económico-comercial se perfilan, entre otras, las posibilidades de trabajar conjuntamente en terceros mercados como es el caso de India y China, países con los cuales Chile esta en proceso de negociación.


En el campo de la ciencia y tecnología hay grandes espacios de  colaboración en los campos de ciencias de la tierra, recursos marinos, cambio climático, biotecnología y nanotecnología, basados en proyectos conjuntos e intercambio de investigadores.


En educación se destacan los proyectos conjuntos de expansión del idioma inglés, según lo acordado en APEC, así como intercambio de experiencias curriculares.


En industria primaria hay importantes intereses comunes, en especial con Singapur en recursos marinos y con Nueva Zelanda en silvicultura y agroindustria, en especial el sector lácteo. En el ámbito cultural se identificaron líneas en lo referente a cultura local, defensa del patrimonio histórico y te-mas audiovisuales.


Además de la identificación de áreas y líneas de acción, se acordó que cada una de las Partes nominaría un punto focal, responsable de facilitar el contacto con las diversas agencias, empresas y organismos nacionales que hagan posible la concreción de este acuerdo. Dicho punto de contacto, reportará directamente a la comisión de seguimiento del avance del Tratado.


Un elemento transversal del Acuerdo es el reconocimiento de que esta colaboración y cooperación es posible sólo a través de una estrecha relación entre los organismos públicos y privados de las Partes. Para ello, se identifican mecanismos y formas de incorporar a cada uno de los actores relevantes.


Por todo lo anterior, este Acuerdo se distingue de los tradicionales convenios internacionales y busca crear un espacio de colaboración conjunta que, poco a poco, vaya incorporando a los diversos actores gubernamentales, empresariales y universitarios, y que por otro lado, logre desarrollar un vínculo mutuo que potencie el desarrollo científico, tecnológico, comercial, cultural y educacional de las partes.


r.
Administración del tratado.


La institucionalidad prevista en el tratado es muy simple, con el fin de no burocratizar ni encarecer el sistema.


En primer lugar, el tratado establece que la entidad encargada de su administración es la Comisión de la Alianza Estratégica y Económica, denominada la Comisión, integrada por representantes de nivel ministerial o funcionarios de más alto rango, mutuamente determinado por las Partes, la que se reunirá, a lo menos, una vez al año.


La Comisión podrá adoptar decisiones por mutuo acuerdo de aquellas Partes presentes en la reunión. Cualquier decisión que afecte a una Parte sólo podrá ser adoptada por la Comisión con acuerdo expreso de esa Parte. Lo anterior, con el fin de no obligar a participar en la administración a todos los miembros del Tratado cuando un asunto competa sólo a algunos.


2.
Contenidos Esenciales del Memorando de Entendimiento sobre Cooperación Laboral.


Con respecto a Normas Laborales y a través de un Memorando de Entendimiento paralelo, las Partes dejaron constancia de su voluntad de mejorar las condiciones de trabajo y de vida y de proteger, mejorar y hacer cumplir los derechos básicos laborales, en la búsqueda de empleos que conlleven los principios básicos de la OIT.


Las Partes asumieron como obligaciones aquellas que los socios tienen en tanto miembros de la OIT, afirmando su compromiso con los principios de la Declaración de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) (1998), -lo que tiene especial relevancia en el caso de Brunei Darussalam, país que no es miembro de OIT ni había adherido a esta Declaración-. Cada Parte procurará que sus leyes laborales, regulaciones, políticas y prácticas guarden consistencia con sus compromisos laborales internacionales. Se reconoce que es inapropiado establecer o usar sus leyes laborales para promover el comercio o las inversiones a través del debilitamiento de las protecciones laborales domésticas y se promoverá el conocimiento público de sus propias leyes laborales.


El Memorando dedica una mención especial a la Cooperación que, entre otros aspectos puede abarcar la legislación y prácticas laborales, incluyendo la promoción de derechos y obligaciones laborales, “trabajo decente”, sistemas de fiscalización laboral y resolución de disputas.


La institucionalidad es simple y, en caso de surgir algún tema sobre la interpretación o aplicación del texto, una Parte puede requerir consultas con la otra u otras Partes a través de los Puntos de Contacto Nacional. La materia también podrá ser tratada en una reunión conjunta de las Partes interesadas, la que podrá incluir a los Ministros responsables.


En el contexto asiático, el Memorando es significativo en cuanto está libremente negociado y aceptado entre Estados relativamente similares en cuanto a su peso político y económico. El Memorando incorpora los temas en el marco de la negociación comercial, estableciendo diversos compromisos sobre temas fundamentales como la Declaración de la OIT, el concepto de trabajo decente y la consistencia de la legislación interna con los compromisos internacionales, incluso de un país no miembro de OIT como Brunei Darussalam. Además de los compromisos, las Partes aceptaron un mecanismo de supervisión de lo acordado, con puntos de contacto e incluso una reunión de nivel ministerial, para tratar los temas que pudieran surgir en este campo.


3.
Contenidos Esenciales del Acuerdo de Cooperación Ambiental.


A mediados de los años 90, Chile inició una política destinada a incorporar la dimensión ambiental en los acuerdos de comercio que negociara. En efecto, en 1997, junto al Tratado de Libre Comercio Chile-Canadá, se firmaron dos acuerdos paralelos, uno de ellos sobre Cooperación Ambiental. El Acuerdo de Asociación con la Unión Europea contempla, asimismo, la cooperación en el ámbito ambiental y, específicamente, señala que las Partes establecerán una estrecha cooperación destinada, entre otros aspectos, a promover el desarrollo social, el cual debe ir acompañado de desarrollo económico y de la protección del medio ambiente. Luego, en el Tratado de Libre Comercio con EE.UU. se incorporó un capítulo sobre Medio Ambiente y se firmó un Acuerdo de Cooperación Ambiental paralelo al mismo.


Consecuente con esta política, se negoció un Acuerdo de Cooperación Ambiental vinculado al Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica.


El Acuerdo reitera el compromiso de las Partes en la consecución del desarrollo sustentable; toma en consideración las circunstancias particulares de cada una de ellas y responde a sus necesidades y aspiraciones futuras; toma en cuenta la existencia de diferencias en los respectivos patrimonios naturales y condiciones climáticas, geográficas, sociales, culturales y legales de los socios, así como de sus capacidades económicas, tecnológicas y de infraestructura; y, reconoce que las políticas ambientales y comerciales deben apoyarse mutuamente, con el objeto de lograr el desarrollo sustentable.


Entre sus objetivos están el mejorar las capacidades y potencialidades de las Partes, incluidos los sectores no gubernamentales, para hacerse cargo de las materias ambientales.


En él las Partes confirman su intención de continuar esforzándose para alcanzar altos niveles de protección ambiental y cumplir con sus respectivos compromisos ambientales multilaterales; reconocen que es inapropiado establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas y que es inapropiado relajar o abstenerse de fiscalizar o administrar sus leyes y regulaciones ambientales para alentar el comercio y la inversión; y se comprometen a respetar el derecho soberano de cada una de ellas para establecer, administrar y fiscalizar sus propias leyes, regulaciones y políticas ambientales de acuerdo con sus prioridades.


La cooperación en materia ambiental es parte fundamental del Acuerdo. La intención de las Partes es cooperar en áreas ambientales de común interés, global o nacional. Para ello tomarán en cuenta sus prioridades nacionales y los recursos disponibles.


Sectores no gubernamentales y otras organizaciones podrán participar en la identificación de áreas potenciales de cooperación y en el desarrollo de actividades de cooperación mutuamente acordadas.


Se establece una institucionalidad simple, representada básicamente por un Punto Nacional de Contacto en materias ambientales, para facilitar la comunicación entre las Partes.


Se contempla la realización de una reunión de funcionarios de alto nivel dentro del primer año de firmado el Acuerdo y, luego, periódicamente. Dichas reuniones servirán como foro para el diálogo en materias de interés mutuo y podrán, Inter alia, considerar áreas potenciales de cooperación y revisar la implementación, operación y resultados del acuerdo.


Se establece, asimismo, un mecanismo de consultas para resolver cualquier cuestión que pudiera surgir entre las Partes respecto a la interpretación y aplicación del Acuerdo.


Se prevé, también, la posibilidad de remitir la cuestión a una reunión especial de las partes interesadas -cuando no sea resuelta en el proceso de consultas iniciales- y posteriormente, a la Comisión Estratégica Transpacífica de Asociación Económica, para su discusión.


Este Acuerdo, según el Ejecutivo, contribuirá, junto a aquellos con iguales objetivos que lo precedieron, a que Chile sea reconocido y valorado como un país que adhiere firmemente a los principios de desarrollo sustentable y que se esfuerza por armonizar el crecimiento económico con la equidad social y con la protección del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales.


5.- Observaciones recibidas.- Durante el estudio de la iniciativa la Comisión consultó la opinión de las siguientes instituciones del quehacer nacional: Asociación de Exportadores de Manufacturas y Servicios de Chile (ASEXMA), Asociación de Exportadores de Chile (ASOEX), Cámara Nacional de Comercio, Servicio y Turismo, Sociedad Nacional de Agricultura, Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), Federación de Productores de Leche (FEDELECHE), Sociedad Nacional de Minería (SONAMI), Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), Cooperativa Cooprisen, Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad Austral de Chile y Sociedad Nacional de Pesca (SONAPESCA).


Al respecto, la Comisión recibió las siguientes respuestas:


1) La Cámara Nacional de Comercio, representada por su Presidente, señor Pedro Corona Bozzo, informó que no tiene observaciones al proyecto y concuerda con que sea aprobado, por su conveniencia para el país.


2) La Asociación de Exportadores de Manufacturas y Servicios de Chile (ASEXMA), representada por su Presidenta, señora Patricia Pérez Muñoz, señaló en su informe que, en materia de acceso a mercado, las listas son asimétricas con un alto nivel de comercio liberado desde la entrada en vigencia, siendo 10 años el máximo de plazo para ambas partes. Chile declaró sensibilidad productiva en textiles y calzados, además de los productos incluidos en la banda de precios: trigo, harina de trigo y azúcar. Esto es con respecto a los tres países. Cabe señalar que Singapur le otorgó a Chile acceso libre de aranceles inmediato para todos los productos, lo que significa que la totalidad de las exportaciones chilenas podrá ingresar libre de aranceles. Tanto Brunei como Nueva Zelanda otorgaron a Chile desgravación inmediata al 69% y 70% respectivamente. Sin embargo, dada las características de nuestro sector manufacturero, podemos señalar que existirán buenas oportunidades en Nueva Zelanda para productos como manufacturas de maderas y griferías, los que ingresarán sin aranceles a la entrada en vigencia del Acuerdo.


Consideran que lo anterior cumple plenamente con los objetivos de estimular la expansión y diversificación del comercio entre las Partes. Así también el Tratado incluye materias como eliminación de los obstáculos técnicos al comercio y facilitación de la circulación de mercancías; aumenta las oportunidades de inversión, etc.


Añaden que, sin embargo, el P4 es en esencia un acuerdo de cooperación estratégica cuyo principal objetivo es generar un flujo de transferencia tecnológica y conocimientos en diversas áreas productivas.


Indica que, con este fin, se han ideado una serie de programas que buscan canalizar los conocimientos de los países signatarios, a fin de generar oportunidades productivas y de inversión. Considerando el desarrollo de los países firmantes, para Chile es especialmente atractiva la posibilidad de conocer y aprender de las estrategias de desarrollo empleadas por Singapur para orientar el país a la prestación de servicios, por ejemplo. O conocer la tecnología empleada por Nueva Zelanda para fomentar su industria Láctea, entre otras áreas de interés. 


Resalta que eventos donde la asociatividad entre empresarios, centros de estudios, organismos técnicos u oficinas gubernamentales pueda generar nuevos negocios, fomentar la producción de valor agregado en bienes primarios, transferir tecnología, generar nuevas empresas a través de inversiones conjuntas, son logros deseables de alcanzar a través de este tipo de Acuerdos de Asociación Económica Estratégica.


Actualmente existen unas pocas experiencias en el ámbito de la cooperación entre Chile y Nueva Zelanda. Destacable es el caso de la compañía Novacel, ubicada en Concepción, la cual ha recibido tecnología fitogenética de Nueva Zelanda, para transformar el copihue, la flor nacional de Chile, en una planta ornamental, más duradera y óptimas condiciones para su comercialización.


También destacan la creación de joint ventures entre consorcios tecnológicos (más adelante se explica) formados en Chile en diversos sectores productivos y alianzas estratégicas formadas por universidades, centros de investigación y empresas privadas de ambos países. Es decir, el ámbito de la cooperación del acuerdo firmado abre múltiples oportunidades de negocios conjuntos y el avance en innovación.


En este sentido, señalan que Chile está diseñando una serie de programas que buscan una asociación equitativa entre las partes, para establecer una coherencia entre los fondos y las oportunidades que están brindando.  Entendemos que el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONyCIT), y la Corporación de Fomento están trabajando activamente con el Gobierno en el diseño de esto.


Entre las ideas que se están desarrollando en estos momentos enumeran:


Consorcios Tecnológicos: Agrupación de empresas que mediante un contrato reciben fondos administrados por Conycit para desarrollar productos innovadores o implementar nuevas tecnologías en su rama productiva.


Misiones Tecnológicas – Científicas: Viajes cuyo objetivo es encontrar contrapartes para joint-ventures que impliquen un desarrollo o traspaso de tecnología, con empresas chilenas.


En síntesis, indican que el Acuerdo entre Singapur, Nueva Zelanda, Brunei y Chile enfatiza la cooperación estratégica entre las partes, por sobre el flujo de bienes. Los países están definitivamente dispuestos a establecer mecanismos que permitan el trabajo conjunto entre empresarios, gobiernos e instituciones de tecnología y ciencias. Destacan que para sus asociados es de mucho interés, por cuanto Asexma representa a 600 empresas, principalmente ubicadas en el rango de medianas empresas orientadas en su gran mayoría hacia el sector externo y que para poder crecer y diversificarse requieren de nuevas tecnologías para generar un mayor valor agregado. Creen que este Acuerdo tiene los elementos necesarios para que las empresas puedan interactuar en este campo.


Sin embargo, expresan que es requisito indispensable para que este Acuerdo funcione y logre los frutos que se pueden avizorar al estudiarlo, que el país cuente con la pertinente institucionalidad de implementación de los Acuerdos. Asimismo, se deben considerar las articulaciones necesarias entre los organismos universitarios, centros tecnológicos, empresas y gremios que las representan. Agregan que su gremio cuenta con profesionales capacitados y con los medios tecnológicos adecuados para interactuar y articular estas redes.


En definitiva, manifiestan que su gremio de empresas exportadoras de manufacturas y servicios desea expresar su total conformidad con el Acuerdo P4 en comento, ya que presenta oportunidades de desarrollo del valor agregado para nuestras empresas asociadas. No obstante insisten en que el éxito de este Acuerdo dependerá en gran medida de la adecuada implementación del mismo, por lo que la Comisión de Relaciones Exteriores debería tomar en cuenta en su análisis los elementos que permitirán la implementación del mismo con su respectiva institucionalidad.


3) La Confederación de la Producción y el Comercio (CPC), representado por su Presidente, señor Hernán Somerville, expresó, en lo sustancial, lo siguiente:





“La Confederación de la Producción y del Comercio siempre ha promovido la apertura de mercados, por lo tanto, no podemos dejar de celebrar el acuerdo alcanzado entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelandia y la República de Singapur.





Este Acuerdo es de suma importancia para nuestro país, ya que, pese a no ser mercados de gran tamaño, nos dará acceso a compradores con gran poder adquisitivo. De igual forma, puede constituirse en un gran estímulo para la construcción de un puente de comercio e inversiones entre América del Sur y el Asia Pacífico.





Con este acuerdo, se logrará una apertura casi total para nuestras exportaciones a Nueva Zelandia, Singapur y Brunei en un plazo máximo de 10 años. Todo esto generará un mayor crecimiento y más empleo.





Es importante destacar que este Acuerdo Estratégico contiene una Cláusula de Adhesión que permite que otras economías APEC se incorporen al mismo. Este punto nos parece de gran relevancia, y debiera ser promovido por las autoridades entre las demás economías de APEC, de modo de conseguir una mayor integración y liberalización comercial en la zona Asia Pacífico y cumplir con las metas que este grupo se ha dado.





Por otro lado, es destacable mencionar que este Acuerdo va más allá de los temas comerciales. Así, se constituye en una alianza estratégica que privilegia la asociatividad, permitiendo aumentar las exportaciones hacia terceros países, a través de operaciones conjuntas; además de la cooperación tecnológica, en inversión, investigación y desarrollo.





Por las razones antes expuestas, creemos que es muy importante aprobar este Acuerdo lo más prontamente posible, de manera de empezar a gozar de sus beneficios en el corto plazo.”.

----------

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


El señor Presidente agradeció la presencia de los invitados y otorgó la palabra al señor Ministro de Relaciones Exteriores (S), Alberto Van Klaveren quien manifestó que este acuerdo de integración y liberalización comercial en la zona Asia Pacífico entre estos cuatro socios estratégicos es conocido como el “P-4” (Pacific – 4).


Agregó el señor Canciller (S) que el P-4 es un Tratado Comercial de última generación. Ello significa que no sólo cubre una amplia gama de materias comerciales, sino que además ha sido ideado como una asociación estratégica que permitirá a estas economías de peso relativamente pequeño enfrentar en conjunto los desafíos asociados a los grandes mercados y su dinámica, especialmente en la región de Asia - Pacífico. 


El inició para la creación de esta Alianza Estratégica fue dado en la Cumbre de Líderes de APEC 2002. La posterior incorporación de Brunei Darussalam, en mayo de 2005, como cuarto miembro constituyente del Acuerdo, apunta en la dirección original. A fin de reforzar esta idea, el Acuerdo contiene una Cláusula de Adhesión que permite a otras economías de APEC incorporarse al mismo.


Expresó que Chile, Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam comparten varias características: son economías emergentes, promotoras del libre comercio y evaluadas positivamente a nivel internacional por su gobernabilidad y sus desempeños económicos e institucionales. Añadió que la alianza estratégica acordada entre ellas privilegia la asociatividad y la cooperación en tecnología, inversión, investigación y desarrollo y permitirá una mejor coordinación para enfrentar los grandes temas de la globalización.


Por ello, manifestó que el P4 tiene el potencial de constituirse en un gran estímulo para la construcción de un puente de comercio e inversiones entre el sur de América Latina y el Asia Pacífico, creando nuevas oportunidades para aumentar las exportaciones chilenas a terceros mercados, en particular los asiáticos, a través de operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución.


Destacó que la innovación, la investigación y el desarrollo (I+I+D) son los ejes centrales de esta alianza estratégica. Agregó que creen que esta alianza se traducirá no sólo en operaciones conjuntas en terceros mercados, sino que también en proyectos vinculados en  investigación y desarrollo, ciencia y tecnología, innovación y biotecnología, todas materias prioritarias para el desarrollo de nuestro país y que son centrales en la Programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.


A vía ejemplar, señaló que en el caso de Nueva Zelanda y Chile existen intereses similares en los sectores forestal, agropecuario, y lácteo, cuyo progreso depende del desarrollo tecnológico (en especial biotecnología), la obtención de patentes y la disponibilidad de profesionales e investigadores especializados. De este modo, se espera que las fortalezas y el potencial que ambos países tienen en estas áreas sean altamente favorecidas por los espacios de colaboración, “joint ventures” e intercambios, que el Acuerdo contempla en los campos de investigación, desarrollo y educación.


Por su parte, expresó que en las últimas décadas Singapur se ha transformado en una plataforma de servicios e inversiones en Asia, con altos índices de I+I+D. Añadió que los servicios, la ciencia de los materiales y la nanotecnología son sólo algunas de las áreas de investigación que Chile y Singapur podrían desarrollar en conjunto a futuro, al amparo de este Acuerdo.


Indicó que el adecuado aprovechamiento de estas nuevas oportunidades y la extensión de los beneficios del Acuerdo a todos los chilenos, serán tareas  prioritarias en el proceso de implementación del mismo. Añadió que en ello estarán involucradas las agencias del Gobierno, a través de la coordinación de la Dirección Económica de la Cancillería y de Prochile.


En cuanto a las materias que contempla el Acuerdo, manifestó que éste consta de veinte capítulos que abordan temas comerciales, económicos, institucionales y de cooperación.


A continuación, señaló que se referiría a algunos de ellos.


En el ámbito de Acceso a Mercados y concretamente del Comercio de Bienes, explicó que el Acuerdo cubre la totalidad de los productos y contempla un plazo máximo de desgravación de 10 años, siendo la única excepción los productos lácteos exportados a Chile.


Refirió que Chile obtuvo de Singapur arancel 0 para todos sus productos a partir del día uno. A su vez, Nueva Zelanda concedió arancel 0 inmediato para casi el 80% de los productos chilenos, desgravándose progresivamente el resto en un período de 10 años. En la práctica, la mayoría de los productos chilenos exportados a Nueva Zelanda  tendrá arancel 0 desde el día uno. 


Por su parte, Chile otorgó un trato similar a los tres países: un 75% de los productos tendrán acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando en desgravación a 3 años un 11%, en desgravación a 6 años el 11%, y en categorías de 10 y 12 años el 3% de los productos.


Señaló que, específicamente en el caso del sector lácteo chileno, el cual ha manifestado gran sensibilidad respecto de las importaciones neocelandesas, se negoció un período de 12 años de desgravación, manteniéndose los aranceles actuales durante los primeros 6 años e iniciándose la desgravación arancelaria sólo a partir del año 6, a razón de un 1% anual, para llegar a arancel 0 el año 12. Al mismo tiempo, se introdujo una salvaguardia especial para estos productos, la que se activará automáticamente por incremento del volumen de las importaciones.


Expresó que, como complemento clave para la liberalización del comercio de bienes, el P4 contiene un capítulo de Barreras Técnicas al Comercio y otro de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias. Añadió que el objetivo principal de ellos es facilitar el comercio evitando que las normas, los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se transformen en obstáculos innecesarios al intercambio comercial.


Explicó que, en el caso del Capítulo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitaria se intenta ampliar las oportunidades comerciales estableciendo mecanismos para el reconocimiento de la equivalencia de medidas sanitarias y fitosanitarias, consistentes con la protección de la vida y la salud de las personas y los animales, o para preservar los vegetales.


Seguidamente, indicó que el Acuerdo también contiene capítulos relativos a la liberalización del comercio de servicios, compras gubernamentales, propiedad intelectual, solución de diferencias y transparencia. Respecto al último, señaló que la transparencia es un principio básico, que atraviesa todas las disposiciones del P4, pues las Partes están obligadas a publicar sus normas legales y resoluciones administrativas de aplicación general, notificar a los otros países cualquier medida que pueda afectar sustancialmente sus intereses o el funcionamiento del Tratado, y responder las preguntas de otra Parte relativas a cualquier medida vigente o en proyecto. Adicionalmente, y acorde con las recientes iniciativas legales promulgadas en Chile dentro de la agenda de modernización del Estado, cada país debe propender a establecer normas que permitan a las personas interesadas manifestarse sobre las medidas que el Estado pretenda adoptar.


Destacó que una vez que el Acuerdo Transpacífico de Asociación Económica Estratégica entre en vigor, se avanzará en negociaciones sobre Inversiones y Servicios Financieros, capítulos que una vez finalizados, formarán parte integral del Acuerdo.  Finalmente, las Partes revisarán dentro del período de dos años de su entrada en vigor y al menos cada tres años, la relación económica y estratégica y el funcionamiento del Acuerdo. 


En síntesis, manifestó que Chile, Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam han optado por avanzar en un Acuerdo de Asociación Económica y Tecnológica que enfrenta los temas tradicionales de un Acuerdo de Libre Comercio de un modo innovador, reforzando los aspectos de cooperación y de construcción conjunta de competitividad, para tender un puente de comercio e inversión entre el sur de América Latina y Asia Pacífico.


Agregó que Nueva Zelanda y Singapur ya han depositado sus instrumentos de ratificación y que Brunei Darussalam lo ratificará dentro de unos meses debido a su tardío ingreso al proceso negociador.


A continuación, el Director General de la DIRECON, señor Carlos Furche, señaló que este Tratado no debería tener impactos comerciales significativos en los próximos años.


Explicó que su importancia radica en las áreas de servicios, especialmente en el caso de Singapur que es uno de los cinco puntos más importantes de Asia y que constituye una ventana hacia el resto de los países de la región.


Agregó que, en lo que respecta a Nueva Zelandia, la mayor ventaja de este acuerdo es en lo relativo a ciencia y tecnología, más que en el comercio.


Indicó que por ello no hubo grandes conflictos en la negociación del Tratado, porque todos los países firmantes tenían ya un arancel muy bajo.


En lo que dice relación con el sector lácteo, señaló que éste ha cambiado mucho en los últimos años, ya que hemos pasado a ser un exportador de productos. Añadió que las importaciones provienen principalmente del MERCOSUR. En todo caso, señaló que para ellos el arancel se mantiene inamovible los primeros seis años y va disminuyendo paulatinamente los seis siguientes.


Finalmente indicó que es posible la incorporación de otros países al acuerdo, previa negociación caso a caso, desde luego, tanto en Asia y Oceanía y como en América Latina, lo que es importante para incrementar nuestra presencia en el área.


Consultado por el Honorable Senador señor Coloma sobre la posición de los productores nacionales, respondió que FEDELECHE estuvo a favor del Tratado incluso con una votación de su Directorio, porque entienden que quedan protegidos.


Señaló también que para aceptar nuevos socios debe negociarse con cada uno de ellos.


En representación de la Federación Nacional de Productores de Leche, concurrió su Presidente, señor Adolfo Larraín, quien entregó un informe con la opinión de esa entidad.


En dicho informe señala que las negociaciones del Acuerdo Estratégico terminaron con un resultado bastante razonable para el sector lácteo. La salvaguardia para los productos lácteos que considera el Acuerdo permite un plazo razonable para la adecuación del sector lácteo y la expresión del potencial del futuro desarrollo del sector lácteo.


Agrega que, en lo que respecta al Memorando de Entendimiento sobre Cooperación Laboral, es su opinión que los planteamientos generales del Memorando son los adecuados, en el entendido del compromiso de respeto de las obligaciones que las Partes tiene como miembros de la OIT y que cada Parte procurará que sus leyes laborales, regulaciones, políticas y prácticas guarden consistencia con sus compromisos laborales internacionales.


Consideró de gran importancia la existencia de los Puntos de Contacto Nacional como mecanismo para enfrentar algún tema sobre interpretación o aplicación del texto.


Señaló que es fundamental en el tema laboral el respecto de la normativa existente en cada país y la exigencia en su cumplimiento, sin la incorporación de regulaciones más allá de las existentes en cada una de las Partes.


Finalmente, es importante que el tema laboral no sea utilizado como una barrera para-arancelaria que limite las posibilidades de comercio entre las Partes.


En cuanto al Acuerdo de Cooperación Ambiental, estimó que los planteamientos generales son adecuados y continúan con la línea implementada por el país en la negociación de otros acuerdos comerciales anteriores.


Destacó el punto que dice relación con que se toma en consideración las circunstancias particulares de cada una de las Partes y que el Acuerdo responde a sus necesidades y aspiraciones futuras, además de reconocerse diferencias entre los distintos países firmantes.


Manifestó que también resulta adecuado el que se declare que las Partes confirman su intención de continuar esforzándose para alcanzar altos niveles de protección ambiental y cumplir sus respectivos compromisos ambientales multilaterales. Añadió que este tema es de gran importancia, ya que declara explícitamente la no imposición de las normativas de una Parte a otra.


Es de gran relevancia el que explícitamente se declare que se reconoce inapropiado establecer o utilizar las leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas. Este tema es fundamental para evitar que las materias ambientales se transformen en una barrera para-arancelaria al comercio entre las Partes.


Finalmente, valoró el establecimiento de una institucionalidad representada por los puntos nacional de contacto en estas materias a objeto de facilitar la comunicación entre las Partes. Destacó que es fundamental que el sector privado tenga participación en estos citados puntos a objeto de estar informado y poder realizar un trabajo coordinado con la autoridad en esta materia.


El Honorable Senador señor Coloma consultó al señor Furche, acerca de las razones por las cuales en la Cámara de Diputados este Tratado tuvo una votación tan dividida.


El señor Furche contestó que, probablemente, faltó más información.


Finalmente. el Honorable Senador señor Romero solicitó dejar constancia de la opinión favorable al proyecto de FEDELECHE.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero

----------


En consecuencia, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005.”.

Acordado en sesiones de fechas 6 y 20 de junio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2006.

(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,

Secretario.

7

INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA; EL MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE COOPERACIÓN LABORAL, Y EL ACUERDO DE COOPERACIÓN AMBIENTAL SUSCRITOS ENTRE CHILE, BRUNEI DARUSSALAM, NUEVA ZELANDA  Y SINGAPUR

(4047-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

Se dio cuenta de esta iniciativa en sesión del 10 de mayo de 2006, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores, por la de Agricultura y por la de Hacienda.


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.

- - - - -


Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - - - -


Se hace presente que en lo relativo a las normas de quórum especial, vuestra Comisión de Agricultura se remite a lo señalado sobre el particular en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE ACUERDO:





Establecer una Alianza Económica y Estratégica entre las Partes, basada en el interés común y en la profundización de la relación entre ellas en todas las áreas de aplicación; aumentar las exportaciones hacia terceros mercados, mediante operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución entre las cuatro economías e incorporar elementos en materia de estándares ambientales y laborales.

- - - - - 

Asistieron a las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, especialmente invitados:





- De la Embajada de Nueva Zelanda:  el Embajador en Chile, señor Nigel Fyfe, y la Segunda Secretario, señora Rebekah Riley.





- Del Ministerio de Agricultura: el señor Ministro, don Álvaro Rojas, y el Asesor señor Leopoldo Sánchez.





- Del Servicio Agrícola y Ganadero: el Director Nacional, señor Francisco Bahamonde, y el Jefe de la División Jurídica, don Pablo Wilson.





- De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales: el Director (S), señor Igor Garafulic; el Asesor señor Patricio Balmaceda, y la Jefe de Comunicaciones señora María Luisa Ibáñez.





- De la Federación Nacional de Productores de Leche, Fedeleche, el Jefe de Estudios, señor Gonzalo Barrientos.





- Del Consorcio Agrícola del Sur, CAS, y de la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, Sofo, el señor Manuel Riesco, en su calidad de Presidente y Vicepresidente de esas instituciones, respectivamente.

- - - - -

ANTECEDENTES GENERALES





Para un adecuado estudio de esta iniciativa legal se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales, así como los restantes antecedentes que se consignan:





1.- Antecedentes Jurídicos:





-Constitución Política de la República:  el artículo 54 Nº 1), inserto en el capítulo relativo al Congreso Nacional, consagra entre las atribuciones exclusivas del Parlamento, aprobar o desechar los tratados internacionales que le fueren presentados por el Presidente de la República antes de su ratificación.  La misma disposición  agrega que la aprobación de un tratado se someterá  los trámites de aprobación de una ley.





- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 22 de junio de 1981.

- Acuerdo de Marrakech, que establece la Organización Mundial de Comercio, promulgado por decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 17 de mayo de 1995.

- Ley Nº 18.525, normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido es el decreto con fuerza de ley Nº 31 del Ministerio de Hacienda, publicado el 22 de abril del 2005.






2.- El Mensaje de S. E. el Presidente de la República  recuerda que en el año 2002, S. E. el Presidente de la República expresó que, una vez desarrolladas las negociaciones con la Unión Europea y el proceso de profundización de los Acuerdos con la mayoría de los países de América Latina, el desafío de Chile era apuntar a un mayor acercamiento con las economías del Asia-Pacífico, y que el presente Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica es una respuesta concreta a ese desafío.





Indica que este Acuerdo es el resultado de un proceso de negociaciones iniciado por el Gobierno de Chile y los Primeros Ministros de Singapur y Nueva Zelanda durante la Cumbre de Líderes de APEC, en el año 2002, y que, posteriormente, se sumaría Brunei Darussalam.

Señala que el objetivo central del proyecto consiste en establecer que el Acuerdo de Asociación, además de liberalizar las relaciones económicas y comerciales, también deberá contribuir a que los cuatro países mejoren sus capacidades para competir en los mercados internacionales, particularmente, en la región del Asia Pacífico.





Subraya como una de las características más importantes del Acuerdo, la diversidad de materias que abarca, que es considerablemente mayor que la de los Tratados de Libre Comercio convencionales.





En efecto, expresa que junto con los líderes de Nueva Zelanda y Singapur, se acordó establecer una alianza estratégica que abordara, no sólo temas económicos tradicionales, sino que también, privilegiara la asociatividad y la cooperación en tecnologías, inversiones, investigación y el desarrollo de áreas de comercialización y distribución, entre otras.





El Acuerdo, junto con crear una zona de libre comercio conforme a las normas de la OMC, establece compromisos en materias económicas, financieras, tecnológicas y de cooperación, dejando abierta la posibilidad de incorporar nuevos miembros.





Subraya la relevancia que este Acuerdo tendrá en el aumento de las exportaciones hacia terceros mercados, mediante operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución entre las cuatro economías.  Señala también, que la cooperación estratégica deberá reflejarse  en proyectos conjuntos de investigación y desarrollo, ciencia y tecnología, innovación, cultura, educación y aspectos de propiedad intelectual, entre otros.





Del mismo modo, señala que esta asociación incorpora elementos en materia de estándares ambientales y laborales mediante instrumentos internacionales independientes, negociados de manera conjunta:  Memorando de Entendimiento sobre Cooperación Laboral y el Acuerdo de Cooperación Medio Ambiental, los cuales tienen como objetivo fundamental reafirmar el carácter amplio e integral de la alianza entre los países suscriptores.





Expresa que en términos generales se trata de un Acuerdo de cobertura amplia, en el cual todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de la Partes, dentro de un plazo máximo de 10 años, con excepción de los productos lácteos que se importen a Chile, los que tienen un plazo especial de 12 años.  Además se estableció la consolidación arancelaria para las Partes y la posibilidad de acelerar la eliminación en el futuro, junto con compromisos de no imponer medidas para-arancelarias que puedan afectar el comercio entre los países signatarios.  Asimismo, se acordó el compromiso de eliminar los subsidios a la exportación de productos agrícolas entre los socios y promover su eliminación en el ámbito multilateral.





3.- Estructura: el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica entre Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam consta de 20 Capítulos que abordan temas comerciales, económicos, institucionales y de cooperación.  Los títulos de estos Capítulos son:  Disposiciones Iniciales, Definiciones Generales, Comercio de Mercancías, Reglas de Origen, Procedimientos Aduaneros, Defensa Comercial, Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, Barreras Técnicas al Comercio, Política de Competencia, Propiedad Intelectual, Contratación Pública, Comercio de Servicios, Entrada Temporal, Transparencia, Solución de Controversias, Asociación Estratégica, Disposiciones Administrativas e Institucionales, Disposiciones Generales, Excepciones Generales y Disposiciones Finales.





Los cuatro Anexos contienen: las listas de eliminación arancelaria; las reglas específicas de origen y las medidas de servicios.

4.- Elementos esenciales del Acuerdo:

-Evaluación de la Desgravación Arancelaria:

Brunei Darussalam: concedió a Chile la desgravación del 69% de sus productos en categoría inmediata, lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Acuerdo.  En desgravación a 3 años, quedó un 3% de los productos; a 7 años, el 18% de los ítem arancelarios, y a 10 años un 10%.

Singapur: otorgó a Chile acceso libre de aranceles inmediato para todos los productos, es decir, la totalidad de las exportaciones chilenas podrá ingresar libre de aranceles a dicho país.

Nueva Zelanda: las categorías de desgravación arancelaria son:  inmediata, a 3 años, a 5 años y a 10 años.  Considerando las líneas arancelarias, un 79,1% de los productos chilenos queda en desgravación inmediata; a 3 años un 1,8% de los productos; a 5 años un 7,9%, y un 10,4% de los productos a 10 años.

Si se considera las exportaciones efectivas a Nueva Zelanda, según cifras del 2004, se concluye que el 94,5% de las exportaciones chilenas tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado, desde la entrada en vigencia del Acuerdo.  Entre los productos con potencial exportador, es decir, aquellos que Chile exporta al mundo pero que no vende en Nueva Zelanda, obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles los siguientes: carnes de cerdo y de aves, erizos congelados y preparados, miel, avena mondada, aceite de pescado, moluscos preparados, jugos de manzana, harina de pescado, cigarrillos, desodorantes, maderas aserradas, puertas de madera y artículos de grifería. 

-Apertura Comercial de Chile





La desgravación arancelaria que Chile otorgó a sus socios del Acuerdo, que es la misma para los tres países, es la siguiente:  un 74,6%, de los productos tendrá acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Acuerdo; a 3 años un 11,4%; a 6 años el 10,9%, y en categorías de 10 y 12 años el 3,1 % de los productos.  En términos de las importaciones de Chile desde Nueva Zelanda, un 88% de ellas podrá ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia  del acuerdo, mientras que un porcentaje similar de las importaciones provenientes de Singapur gozará del mismo beneficio.





Junto con esta apertura comercial, se consideraron períodos largos de desgravación arancelaria para los sectores productivos sensibles en nuestro país.  Entre ellos, están los textiles y calzados.  Además, con desgravación a 10 años se consideraron los productos incluidos en la banda de precios:  trigo, harina de trigo y azúcar.





Respecto a los productos lácteos, leche en polvo, crema, leche condensada, mantequilla, suero y quesos, se establece una categoría especial de eliminación de estos productos:  se desgravarán en 12 años con un período de gracia sin reducción arancelaria de 6 años, durante los cuales las importaciones provenientes de Nueva Zelanda pagarán el arancel de 6%.

Como otra forma de proteger al sector lácteo, se incluyó una salvaguardia especial que tendrá como mecanismo de activación automático el volumen de importación que se haga en cada semestre.  Es decir, si las importaciones provenientes de un socio del Acuerdo, medidas en toneladas, superan el monto establecido como límite para cada año, las importaciones adicionales en ese semestre tendrán que pagar el arancel general, perdiendo la preferencia arancelaria que se les ha otorgado.

En materia de Defensa Comercial y de Salvaguardias Globales,  señala que para aquellos casos en que sea necesario defender áreas de la producción en dificultades, debido a un aumento significativo e imprevisto de importaciones de orígenes diversos, Chile mantiene el derecho de aplicar las disciplinas del Acuerdo que establece la Organización Mundial del Comercio, en los términos previstos en nuestra legislación, es decir, se permite la aplicación de salvaguardias que consisten en sobretasas arancelarias por un plazo máximo de un año, renovables por una sola vez por un período no superior a un año.

Igualmente, en materia de defensa comercial el Tratado establece que cada país signatario mantiene el derecho de aplicar las norma previstas en el Acuerdo que establece la OMC en materia de antidumping y derechos compensatorios.





El Capítulo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias del Acuerdo confirma la intención de mantener y fortalecer la implementación del Acuerdo de Aplicación en Materias Sanitarias y Fitosanitarias de la Organización Mundial de Comercio y la aplicabilidad de los estándares internacionales, las pautas y las recomendaciones desarrolladas por las organizaciones internacionales relevantes como la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE), la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF), y el Codex Alimentarius.

Este capítulo permitirá ampliar las oportunidades comerciales mediante la facilitación del comercio entre las Partes, buscando resolver las materias de acceso a los mercados, y estableciendo mecanismos para el reconocimiento de la equivalencia de medidas sanitarias y fitosanitarias y de las prácticas de regionalización mantenidas por las Partes, consistentes con la protección de la vida y la salud de las personas y los animales o para preservar los vegetales.

5.- Tramitación en la Honorable Cámara de Diputados:  el proyecto de acuerdo fue informado por la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y aprobado por unanimidad.  Además, también fue estudiado por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, que lo aprobó por mayoría de votos, nueve a favor y tres en contra y, finalmente, por la Comisión de Hacienda, que lo aprobó por mayoría de votos, siete a favor y dos en contra.  La Sala de la Cámara de Diputados, aprobó el proyecto en general y en particular por 77 votos a favor, 19 en contra y 7 abstenciones.


6.- Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado: el proyecto de acuerdo  fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, aprobándolo en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.


Asimismo, la Comisión de Relaciones Exteriores consultó la opinión de las siguientes entidades:  Asociación de Exportadores de Manufacturas y Servicios de Chile, Asexma, Asociación de Exportadores de Chile, Asoex, Cámara Nacional de Comercio, Servicio y Turismo, Sociedad Nacional de Agricultura, SNA., Confederación de la Producción y del Comercio, CPC, Federación de Productores de Leche, Fedeleche, Sociedad Nacional de Minería, Sonami, Sociedad de Fomento Fabril, Sofofa, Cooperativa Cooprisen, Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad Austral de Chile y Sociedad Nacional de Pesca, Sonapesca.





7.-  Opiniones solicitadas por la Comisión de Agricultura del Senado:  durante el estudio del proyecto de Acuerdo, la Comisión consultó la opinión de las siguientes personas e instituciones relacionados con la materia:  el Abogado señor Alvaro Jana; la Federación Nacional de Productores de Leche, Fedeleche; el Consorcio Agrícola del Sur, CAS; la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, Sofo, y la Sociedad Nacional de Agricultura, SNA.  Cabe hacer presente que copia de las respuestas recibidas se adjuntan como anexo al presente informe, así como también la exposición efectuada por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.

- - - - - 

DISCUSION GENERAL Y PARTICULAR


Al iniciar la discusión del proyecto de acuerdo intervino el Embajador de Nueva Zelanda en nuestro país, don Nigel Fyfe, quien destacó la importancia que su nación le asigna al Acuerdo Transpacífico de Asociación Económica, pues la asociación con Chile, Singapur y Brunei Darussalam permitirá construir una relación de cooperación mutua.  Expuso que su gobierno abriga la firme esperanza de que el Senado aprobará la ratificación del mencionado acuerdo, e hizo notar que la señora Helen Clark, Primera Ministra de Nueva Zelanda, durante su visita en marzo pasado, caracterizó las relaciones existentes entre ambos países como propias de socios en búsqueda de oportunidades para trabajar juntos, en metas de común beneficio; asimismo, manifestó que el estado de desarrollo y la dinámica de la economía chilena son propicios para hacer negocios que combinen las fortalezas de cada signatario en los ámbitos de la investigación, la producción, la distribución y el mercadeo.


Consignó que Nueva Zelanda ha enviado misiones especiales para explorar oportunidades: en mayo pasado, el Ministro de Estado Encargado de las Negociaciones Comerciales con la OMC, Jim Sutton –quien fue recibido por esta Comisión-, acompañado por una delegación de agricultores, se reunió con empresarios lecheros en la Décima Región; hace tan sólo una semana, lo hizo una delegación que se entrevistó con sectores ganaderos, lecheros, forestales y agrícolas.  Señaló que los participantes de estas misiones concordaron en estimar altamente favorables las posibilidades de hacer negocios en Chile.  Destacó que la semana próxima arribará el Ministro de Agricultura, Pesca, Bioseguridad y Forestal, Honorable Jim Anderton, acompañado por los Subsecretarios de Agricultura y de Pesca, quienes viajarán a Puerto Montt para conocer la industria del salmón y a Osorno para reunirse con lecheros.  En síntesis, refirió, las visitas prueban el interés de su gobierno en un futuro de cooperación, fundado en las tecnologías especializadas de Nueva Zelanda y en la disponibilidad de espacio que hace de Chile un muy buen socio para aumentar los niveles de producción.


El Honorable Senador señor Coloma consultó, en primer lugar, por las perspectivas que el acuerdo podría abrir respecto de Australia y, en segundo término, si Nueva Zelanda tiene alguna experiencia en relación con la cláusula de salvaguardia automática contenida en el acuerdo.  Manifestó su esperanza de que el Acuerdo P 4 pueda ser aprobado por la unanimidad de la Corporación, ya que si no ocurrió así en la Cámara de Diputados fue, básicamente por una duda que incidió en aquel punto.


El señor Embajador afirmó que la relación de libre comercio de su país con Australia data desde hace más de veinte años, razón por la que estas economías estén muy bien interconectadas.  Enfatizó que el Acuerdo P 4, junto con fortalecer la cooperación estratégica, es, también, un modelo que procura instituir una pauta para la región Asia Pacífico, puesto que busca nuevos socios que puedan adherirse a él, y que es entendible el interés chileno de que Australia pudiera incorporarse a este régimen.  Naturalmente, esta opción le compete resolverla a las autoridades australianas y a su respecto sólo cabe decir que, de acuerdo con sus prioridades, éstas observan el proceso, y que lo deseable es que en el futuro pudieran interesarse en éste.  


En relación con la cláusula de salvaguardia a los productos lácteos, manifestó que no tienen ninguna experiencia de esta naturaleza y que Chile puede tener la certeza de que nunca habría de producirse una situación que la haga aplicable porque el interés de Nueva Zelanda no es enviar productos lácteos en una cantidad tan grande a Chile, sino que apuesta al crecimiento de las inversiones neozelandesas y a la consecuente expansión de las exportaciones de productos lácteos chilenos al mundo.


El señor Director (S) de la Dirección General de Relaciones Económicas, Direcón, don Igor Garafulic, expuso que el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica entre Chile, Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam, P 4, suscrito en 2005, corresponde, sin duda, a un tratado comercial de última generación, pues se ha ideado como una asociación estratégica para enfrentar en conjunto los desafíos asociados a la globalización.  Indicó que, asimismo, innova los acuerdos de libre comercio negociados por Chile, en cuanto se ajusta a la situación de países que, por su escala reducida, difícilmente podrían influir en las grandes tendencias de la economía mundial.


Afirmó que el propósito es ampliar el Tratado, para lo cual se ha estipulado una cláusula de adhesión abierta a otras economías de APEC.  Caracterizó a los cuatro socios como economías emergentes y promotoras del libre comercio que destacan por su desempeño económico y su gobernabilidad, a la vez que por su interés de privilegiar la asociatividad y la cooperación en tecnología, inversión, investigación y desarrollo.


Definió al Acuerdo P 4 por su estímulo a la construcción de un puente de comercio e inversiones entre el sur de América Latina y el Asia Pacífico, en el cual Chile tendrá oportunidad de aumentar sus exportaciones a terceros mercados, en especial en Asia, por medio de operaciones  conjuntas en inversión, tecnología y distribución.  Adujo que Nueva Zelanda y Chile tienen intereses similares en los ejes centrales del acuerdo: innovación, investigación y desarrollo (I+I+D), particularmente, en los sectores forestal, agropecuario y lácteo, cuyo progreso depende del desarrollo tecnológico, en especial, en los ramos de la biotecnología, la obtención de patentes y la disponibilidad de profesionales e investigadores especializados.  Se espera, pronosticó, que las fortalezas y el potencial de ambos países en las áreas nombradas sean altamente favorecidos por los espacios de colaboración, “joint ventures” e intercambios que el Acuerdo contempla en los campos de investigación, desarrollo y educación.  Agregó que Singapur, por su ubicación privilegiada, se erige como una plataforma de servicios e inversiones, con altos índices de I+I+D, y mencionó como un área de especial fortaleza el transporte marítimo.


Además de las operaciones conjuntas en terceros mercados, bosquejó el futuro del P 4 por el impulso que dará a proyectos vinculados a la investigación y el desarrollo, ciencia y tecnología, innovación y biotecnología, materias prioritarias para el desarrollo del país.  Estimó que el aprovechamiento adecuado del Acuerdo, en beneficio de todos los chilenos y de todas las regiones, resulta prioritario en su  proceso de implementación e involucra a las distintas agencias gubernamentales, bajo la coordinación de Direcón y Prochile.


A continuación, se refirió, en particular, a algunas materias reguladas en los veinte capítulos del Acuerdo.  En primer término, abordó el que se refiere al Acceso a Mercados y, en concreto, al Comercio de Bienes, sobre cuyo particular destacó la amplitud del Acuerdo que cubre la totalidad de los productos y contempla un plazo máximo de desgravación de 10 años, con excepción de los productos lácteos que se exporten a Chile.   Detalló que Chile obtuvo de Singapur el libre acceso de todos sus productos, a partir del día uno; por su parte, Nueva Zelanda le concedió, de inmediato, un arancel de 0% para casi el 80% de los productos chilenos, desgravándose progresivamente el resto en un período de 10 años; en la práctica, lo anterior significa que la mayoría de los productos que Chile exporte a Nueva Zelanda quedarán desgravados desde el día uno.  En contrapartida, informó, se otorgó un trato similar a los tres países, con arreglo al cual un 75% de los productos tendrán acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando en desgravación a 3 años un 11%, en desgravación a 6 años el 11%, y en categorías de 10 y 12 años el 3% de los productos.


Hizo una referencia específica al sector lácteo chileno, de manifiesta sensibilidad a las importaciones provenientes de Nueva Zelanda, efecto para el cual se negoció un período de 12 años de desgravación para dichos productos, manteniendo los aranceles actuales durante los primeros seis años e iniciándose la desgravación arancelaria sólo a partir del séptimo año, a razón de una disminución anual del 1%, hasta llegar a un arancel del 0% en el año duodécimo.  Al mismo tiempo, se introdujo una salvaguardia especial para estos productos, la que se activará automáticamente por incremento del volumen de las importaciones.


Especificó que el P 4 contiene un capítulo de Barreras Técnicas al Comercio y otro de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias; el objetivo del primero es evitar que las normas, los reglamentos técnicos y  los procedimientos de evaluación de conformidad se transformen en obstáculos innecesarios al  intercambio comercial; a su vez, el segundo intenta ampliar las oportunidades comerciales vía mecanismos de homologación de las medidas sanitarias y fitosanitarias, consistentes con la protección de la vida y la salud de las personas y los animales, o para preservar los vegetales.


Finalmente, en este orden de consideraciones, identificó a la transparencia como un principio básico del P 4: sus disposiciones obligan a publicar las normas legales y resoluciones administrativas de aplicación general, notificar a los otros países cualquier medida que pueda afectar sustancialmente sus intereses o el funcionamiento del tratado, y responder las preguntas de la otra parte relativas a cualquier medida vigente o en proyecto.  Adicionalmente, y en un sentido concordante con la agenda de modernización del Estado, cada país debe propender a establecer normas que permitan a las personas interesadas manifestarse sobre las medidas que el Estado pretenda adoptar.


Puntualizó que existe consenso para avanzar, cuando esté en vigor el Acuerdo, en negociaciones sobre inversiones y servicios financieros, capítulos que una vez finalizados, formarán parte integral del acuerdo.  Al presente, informó, Nueva Zelanda y Singapur ya han depositado sus instrumentos de ratificación, y se prevé que Brunei Darussalam lo ratificará dentro de unos meses debido a su ingreso posterior al proceso negociador.  De este modo, iteró, depende de Chile que el P4 se haga realidad y se inicie una etapa nueva en las relaciones comerciales con Nueva Zelanda y Singapur.


Enunció, a continuación, tres características que distinguen al acuerdo.  La primera, indicó, está configurada por el contraste del P 4 con los acuerdos 1 + 1 que Chile tradicionalmente ha suscrito, en los que la contraparte es un colectivo de naciones, como lo evidencian los celebrados con Mercosur o con la Unión Europea; lo novedoso es que en este caso se trata de cuatro socios desde un primer momento.  


El segundo rasgo, continuó, es la mención explícita que el Capítulo XVI hace a la búsqueda de más países que se sumen al acuerdo, y recordó que el APEC no operó en el pasado con la lógica de formar pactos bilaterales sino de impulsar compromisos voluntarios; indicó que las cosas han comenzado a cambiar y las naciones asiáticas, ahora, son partidarias de firmar acuerdos, como los de Malasia con Vietnam o de éste con la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático, ASEAN en su sigla inglesa, y uno de los temas de discusión es conformar acuerdos que sean compatibles, lo que explica que P 4 sea un modelo al que se sumen otras economías, y existe algún grado de expectación por explorar las potencialidades en países como Vietnam, Hong Kong y Tailandia, tal cual ya lo hizo Brunei Darussalam.


El último de los caracteres enunciados, explicó, es que ningún acuerdo suscrito antes por Chile incorpora dentro de sus capítulos las pautas de asociación estratégica, de asociación y cooperación cultural, científica, biotecnológica.  El grado máximo de avance en este ámbito, comentó, habían sido unos memorandos de entendimiento general.  Su utilidad, ejemplificó, se advierte si se considera que Chile es complementario con Brunei Darussalam, pues éste constituye un centro financiero importante, complementariedad que también existe con Singapur, dotado de un fuerte desarrollo en los sectores transporte y servicios; en cambio, con Nueva Zelanda se tienen relaciones competitivas, pero la diferencia la hace que ellos tienen la delantera en rubros de tecnología y biotecnología y, por ende, esta asociación es fructuosa para Chile.  


Advirtió que no es menos relevante la generación de oportunidades de esta asociación, como lo revela la posición claramente importadora de Nueva Zelanda en productos como naranjas, tomates y aceites de oliva, y la perspectiva de trazar operaciones conjuntas en terceros países. Expresó que a las autoridades gubernamentales les consta el interés de Nueva Zelanda de colocar exportaciones de leche en el mercado chino, para lo cual requieren establecer inversiones en Chile y asociarse con los productores internos para aprovechar la ventaja de la existencia de un tratado de libre comercio con esa potencia asiática.   Terminó diciendo que las amenazas para los productores nacionales de leche no hay que buscarlas en estos tratados sino desde Uruguay y Argentina, pues la participación de Nueva Zelanda en dicho mercado es menor, a diferencia de la década del noventa en que las ventas de leche en polvo de ese país llegaron a unos US$ 30 millones, pero en aquellos momentos nuestra realidad era la de ser un importador neto.


El señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero don Francisco Bahamonde refirió que, desde el punto de vista fitozoosanitario, Nueva Zelanda es un país cuyo modelo de protección es digno de imitar, y sobre esta base se asienta la competitividad de su agricultura.   


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, manifestó que no existe intercambio de productos cárnicos y que la importancia de ellos es relevante para Chile porque su estatus los califica como proveedores de genética. 


El señor Ministro de Agricultura don Álvaro Rojas planteó que los acuerdos comerciales, al considerarlos desde una perspectiva general, son un factor de competitividad relativo –tal vez, el único permanente en los años recientes- que en el largo plazo tenderá a desaparecer, y en relación con este carácter estimó de necesidad precisar que si bien el acuerdo comercial P 4 genera algunas oportunidades de ingresar en el corto y mediano plazo a Nueva Zelanda, con productos desgravados, en la lógica que ha planteado el señor Director de Asuntos Económicos Internacionales, lo gravitante es que el mundo estará abierto a que todos los países lleguen a acuerdos con Nueva Zelanda y haya un régimen cercano a la libre circulación de mercaderías.  En consecuencia, acotó, el diferencial que subsistirá entre las agriculturas es su competitividad, dada fundamentalmente por innovación y tecnología y, en ese escenario, la ventaja de este acuerdo comercial es que le permitirá a Chile acceder a niveles que actualmente no tiene.  Aludió a una suerte de beneficio encubierto de un acuerdo que se plantea en términos comerciales, pero que abre la perspectiva de acceder a un país que sirve de modelo a Chile en lo que es formación de clusters tecnológicos y biotecnología.  


Enfatizó que los acuerdos comerciales no sólo implican intercambio de productos, y así como el P 4 regula lo laboral y lo ambiental, también puede generar espacios para que, desde el ángulo de la cooperación científica y tecnológica, se desplieguen excelentes oportunidades para la competitividad de largo plazo de Chile, que habrá de ser tecnológica, bajo el concepto de que el factor, hoy relevante, de competitividad que se asocia a los acuerdos comerciales, mañana será una ventaja que no se tendrá, puesto que la habremos adquirido antes, en virtud de acuerdos como éste, y será una condición más bien generalizada el libre comercio total.  Invitó a ponderar bien la puerta que abre el P 4, especialmente, a la comunidad que está a la expectativa de procesos de innovación acelerados en materia de intercambios científicos y tecnológicos en industrias que serán decisivas como la frutícola y la ganadera en la futura estructura exportadora.  


En relación con una consulta del Honorable Senador señor Espina, por el ritmo de desgravación de las exportaciones chilenas, el señor Director (S) de Direcón  indicó que Singapur aceptó que desde el primer día de vigencia el 100% de las exportaciones de nuestro país ingresen con arancel 0%; por su parte, Nueva Zelanda estableció un régimen similar para el 99,2% de las exportaciones chilenas y el 0,8% se desgravará al cabo de cinco años; Brunei Darussalam, a su vez, también liberó de protección arancelaria al 90,%, desde el inicio, y lo relevante es que excluye de la desgravación a productos representativos del 7,4% del comercio, vinos, alcoholes, tabaco, cigarrillos, armas y municiones.


Especificó que las listas no están pareadas y que el 3,4% que Chile desgrava en el plazo de 12 años corresponde exclusivamente a leche, mantequilla, queso y cremas.  Desde el primer día de vigencia del P 4 lo hará el 74,1% de las importaciones, consistentes en carbón, semillas, productos forestales, productos químicos, vacunas de uso veterinario, mariscos, la mayor parte de frutas y verduras, de carne y de maquinaria y maquinaria eléctrica, además de algunos productos lácteos.  A tres años, se desgravará el resto de los productos cárnicos y la leche líquida (representativos del 10,6%).  En el horizonte de seis años, se protege a la industria nacional de la mayor parte de  textiles, ropas y calzado, frutas y verduras no beneficiadas con la desgravación arancelaria, anteriormente, y maquinaria electrónica y eléctrica, y después de tres años. Los productos que se liberan en un lapso de 10 años son harina de trigo, trigo, azúcar, sujetos al régimen de bandas de precio, que ellos no lo tienen y que fue aceptado por las consideraciones señaladas.  


El Honorable Senador señor Espina requirió al Gobierno precisar si existe, una vez vencido el plazo de seis meses de la salvaguardia automática, cuyo efecto es hacer aplicable a los productos lácteos un arancel del 6%, la posibilidad de mantener éste hasta el año duodécimo.


El señor Director (S) de Direcón enfatizó que el sistema opera por semestres.  En efecto, describió, si en uno de los semestres en que rige un determinado umbral, por ejemplo, el de  247,8 toneladas en el séptimo año de aplicación del tratado, se llegara a 248 toneladas y en todo lo que restare de aquel período, el Servicio Nacional de Aduanas tendrá un indicador claro de que todos los excedentes ya no entran pagando el arancel rebajado sino que el 6%.  En el semestre siguiente se comienza a contabilizar desde cero y opera de una manera idéntica la salvaguardia automática, en el evento de que se supere el umbral correspondiente.  Explicó que esa es la lógica con arreglo a la cual fue construido el sistema.


En relación con la hipótesis de poner una salvaguardia como cortapisa, manifestó que no parece útil sobre vender una protección porque quienes utilizan esa salvaguardia son países vecinos, por ejemplo, Colombia tiene una que fluctúa entre 15 y 20%, mientras que Europa aplica un 76% a los quesos, entonces, para ellos es negocio la salvaguardia por excedente de cupo, pues su dinámica de aumento instantáneo, en hipótesis como la esbozada, tendría por efecto cortar de inmediato el flujo comercial.  


Respecto de la posibilidad de aplicarle a Nueva Zelanda una salvaguardia mayor al 6%, estimó que nada obsta a ello si concurren los supuestos legales para hacerlo, pues lo que está vedado es la superposición de medidas, pero se siguen manteniendo las salvaguardias normales, con arreglo a a las cuales se podría sobrepasar el techo fijado en el acuerdo P 4 e imponer un 15 o un 20%.  


El Honorable Senador señor Espina consultó si Chile podría, existiendo una salvaguardia especial, establecer una salvaguardia normal o global.


El Honorable Senador señor Allamand concordó en la importancia de que el Ejecutivo despeje toda duda sobre el particular, para lo cual sugirió consultarle, específicamente, ¿cuál es la interpretación válida?  La pregunta es ¿si están vigentes las dos salvaguardias, o si sólo operaría la automática?


El señor Director (S) de Direcón expuso que la salvaguardia tradicional se puede ocupar durante todo el tiempo posterior a una desgravación y a cualquier producto, y la salvaguardia contenida en el P 4 para ciertos productos lácteos es especial porque no requiere de una investigación ni de la intervención de la Comisión Nacional de Distorsiones, sin que se pueda sostenerse por ello que ha habido una renuncia de la salvaguardia normal, que obedece a otros parámetros; respecto de la primera, reiteró, su procedencia lo gatilla un volumen de importaciones.


Refirió que la experiencia en los tratados suscritos por el Gobierno de Chile con Europa y Estados Unidos, particularmente con este último, que también tiene una salvaguardia con un listado de productos, reafirma lo esencial que es responder a la cuestión de cómo protegerse.  A este respecto, delineó cuatro vías:  poner un plazo prolongado; fijar una cuota; establecer una salvaguardia normal; o, por ultimo, una salvaguardia automática.  En el caso específico del P 4, continuó, se mantiene la opción de poner la salvaguardia normal; no obstante, cuando se empieza a inundar el mercado con determinados bienes, opera el esquema de secuencias, por ser más efectivo para el país, activar, en ese momento, la fórmula de protección automática, y si los volúmenes son mayores, se reunirán los antecedentes documentales para recurrir ante la Comisión de Distorsiones, con la limitación de que no se podrán aplicar las dos salvaguardias, en forma simultánea.


El Ministro de Agricultura don Álvaro Rojas complementó el argumento con una cita del Mensaje del Ejecutivo que estimó bastante claro sobre el punto en debate: “Además, como forma de proteger al sector lácteo, se incluye una salvaguardia especial para estos productos”. 


El Honorable Senador señor Coloma instó a tomar en consideración que se trata de un acuerdo de libre comercio entre países que tienen una vocación y un ánimo de competir sin barreras.  Agregó que esta norma, pactada para un período de 12 años, prevé un horizonte razonable para resolver el caso de los lácteos, que era el aspecto más complejo;  explicó que revisada  por la Comisión de Relaciones Exteriores,  se estimó que es una buena fórmula para ampararse del temor existente.


Concedió razón a lo expuesto por el representante del Ejecutivo, en cuanto a estimar que el Mensaje explicita el criterio de éste, en orden a entender que Chile podría aplicar las dos clases de salvaguardia, cuando señala: “En este tratado, cada país signatario mantuvo el derecho de aplicar las normas previstas en el Acuerdo que establece la OMC en materia de antidumping y derechos compensatorios.” 


El Honorable Senador señor Naranjo concordó en que se trata de dos herramientas  distintas, y los motivos que las legitiman lo son, también, ya que la salvaguardia normal opera cuando hay una distorsión y la automática cuando los productos entran por los canales normales, sin ninguna distorsión. Sostuvo que la situación de duda está resuelta porque el Acuerdo P 4 establece medidas para prevenir los efectos de aumentos inesperados de las importaciones o del comercio desleal y mantiene las salvaguardias consistentes en sobretasas arancelarias, derechos antidumping y derechos compensatorios, además de incluir la salvaguardia especial para los productos lácteos con un mecanismo de activación automático por volumen. 


A su vez, el Honorable Senador señor Vásquez consideró que el Mensaje es elocuente, en orden a que las dos clases de salvaguardias pueden ser aplicadas, de acuerdo con sus respectivos presupuestos de hecho, tal como resulta de la especificación de las distintas medidas de defensa comercial contenidas en las letras g) y h) del punto 3 del Mensaje, referente a “Contenidos y elementos esenciales del Acuerdo”.  En efecto, señaló, la primera de las letras se refiere a salvaguardias globales, para casos en que la defensa de áreas de la producción en dificultades, debido a un aumento significativo e imprevisto de importaciones de orígenes diversos, caso en el que Chile mantiene el derecho de aplicar las disciplinas que autoriza el Acuerdo que establece la Organización Mundial de Comercio, en los términos previstos en nuestra legislación, o sea sobretasas arancelarias por un plazo máximo de un año, renovables por una sola vez por un período no superior a un año.


Por su parte, la letra h) señala que cada país signatario mantiene su derecho de aplicar las normas previstas en el Acuerdo que establece la OMC en materia de antidumping y derechos compensatorios.  Lo anterior, concluyó, desde luego, no le inhibe recurrir a las normas previstas en el Acuerdo P 4.


El Honorable Senador señor Allamand consideró confusa la redacción de los párrafos del Mensaje que han sido citados, pues es notorio que la letra h) no se refiere en forma expresa a las salvaguardias, y es legítimo dudar de si se puede recurrir indistintamente como se ha sostenido.  


El Honorable Senador señor Espina precisó que no desconoce la potestad del Congreso para tomar cualquier decisión, pero ocurre que al indagar las razones por las que nuestro país renunció al 4 + 4 se encuentra que faltan antecedentes que permitan comprender si era preciso limitar dicha herramienta, y de cuáles fueron los correspondientes fundamentos.  En este orden de consideraciones, recordó la primera intervención del señor Ministro de Agricultura ante esta Comisión, quien manifestó, entonces, que se había producido una especie de desarme unilateral en el sector agrícola, probablemente porque el país tomó esa opción en los últimas décadas, y se fueron abandonando instrumentos fundamentales para enfrentar un mercado distorsionado como es el agrícola.  


De acuerdo con lo informado, prosiguió, los representantes del sector lechero manifestaron su anuencia ante la Comisión de Relaciones Exteriores, pero aun así es partidario de que la reiteren en esta Comisión, con el objeto de saber si existe claridad en torno de estos puntos.  Planteó la necesidad de un análisis consciente de lo que se resuelve porque, sin perjuicio de las ventajas múltiples que establece este acuerdo de libre comercio, resulta legítimo dudar de si podría ser operable una salvaguardia distinta de la que específicamente contiene el mismo.


El señor Director (S) de Direcón comentó que las normas de salvaguardia, con las que opera la Comisión de Distorsiones, se sustentan en los acuerdos de la OMC, cuyo marco regulatorio contempla salvaguardias que se gatillan con arancel o que limitan por un volumen, las que pueden estar vigentes por cuatro años, renovarse por cuatro años y si es un país en desarrollo, dos más.  Chile, prosiguió, sin que nadie lo forzara, estimó que éstas son distorsiones que, finalmente, cierran el comercio, y optó por ser más restrictivo al establecer un régimen de 1 + 1.  


Respecto del acuerdo con Nueva Zelanda, reconoció que la situación más grave que podría enfrentar Chile es un mercado saturado de leche en polvo que, en el marco del tratado, tiene una base de 40 toneladas.  Si se traspasa ese umbral, se activará la salvaguardia automática,  y el arancel que  se pagará por todas las toneladas que superen la cuota convenida, será del 6%, durante el semestre correspondiente, incluso en el último año en que el arancel es sólo del 1%. Después de concluido el semestre en que se aplique la salvaguardia especial, afirmó, Chile no está obligado a seguir ocupándola y es soberano para recurrir a la Comisión Especial de Distorsiones y obtener que ésta investigue y aplique la salvaguardia normal.  No obstante, admitió, la base de protección que ofrece la salvaguardia automática es pequeña ya que sólo permite subir, en el caso más extremo, de 1% a 6% el arancel, y con ello no se protege a nadie; por ende, acotó, la herramienta que se debe ocupar, en esos casos, es la salvaguardia que establece la Ley de Distorsiones, con su lógica modificación que la haga más expedita y eficaz.


El Honorable Senador señor Espina manifestó  que ha presentado en conjunto con otros señores Senadores una Moción para modificar el régimen jurídico de las salvaguardias; a la vez, señaló que, tras haberlo consultado con distinguidos especialistas le asiste el convencimiento de que Chile puede volver al 4 + 4, como cualquier país del mundo, y que no cree que existan limitaciones.  Previno que por ser un tema de iniciativa exclusiva del Presidente de la República le corresponderá al gobierno evaluarlo, en virtud de las condiciones.  


En relación con la materia del debate, estimó que la Comisión no debería votar el proyecto sin escuchar el planteamiento de los representantes del sector agrícola.


El Honorable Senador señor Coloma solicitó tener presente que en el curso de este debate tanto la Sociedad Nacional de Agricultura como Fedeleche estuvieron presentes en la Comisión de Relaciones Exteriores y remitieron informes escritos señalando un punto de vista favorable a la aprobación de este acuerdo de comercio.          


A la segunda sesión en que vuestra Comisión debatió el proyecto en informe, asistió especialmente invitado don Gonzalo Barrientos en representación de la Federación Nacional de Productores de Leche, Fedeleche, quien dio a conocer los alcances que el sector estima tendrá la aprobación de aquél.  


Ante todo, trazó un panorama de lo que ha sido el comercio internacional de Chile en los primeros cinco meses del presente año, y señaló que la balanza de comercio exterior en ese período revela que, en términos de valor, todavía Chile conserva una posición de exportador neto de leche, pero al considerar volúmenes físicos, ha pasado a ser un  importador neto.  Con respecto al mismo período del año pasado, los resultados muestran una variación incremental de las exportaciones de un 7%, aproximadamente, mientras que las importaciones  han crecido un 79%, al pasar de 71 millones de litros importados a 128 millones de litros.


Precisó en cuanto al origen de las importaciones que:  un 71% de las importaciones provienen de Argentina;  9,5% de Uruguay;  5,6% de Brasil, y un 0,8% proviene de Nueva Zelanda, recordó, además, que en el año 1990, el principal origen de las importaciones lácteas era Nueva Zelanda y que a raíz de la firma del Mercosur se produjo un quiebre estructural en el origen de las importaciones y apareció Argentina como el principal país en esa materia.


Destacó que, medidas en valor, las exportaciones han caído en un 14% y las importaciones, en el mismo orden de estimación, se han incrementado en un 28%.


En cuanto a los principales productos importados cuyo origen es Nueva Zelanda, mencionó, a su vez, que aquellos alcanzan a US$ 308.099, y su valor es el siguiente:  mantequilla con 39%;  leche de polvo entera, un 18,4%;  suero, un 39,7%, y lácteo suero, un 2,6%.


Mencionó que los cuatro productos que se importan de Nueva Zelanda, en el marco del P 4 tendrán una tasa base de 6% con una categoría de  desgravación de 12 años, donde al séptimo año de entrar en vigencia empieza a declinar paulatinamente, a razón de una disminución arancelaria de 1% anual, hasta el año duodécimo, en que quedarán liberados. Por lo tanto, argumentó, como los productos importados desde aquel país ascienden a un 0,8 %, establecer dicha desgravación no constituye ninguna amenaza de daño al sector lácteo.


Señaló que se establecen cupos límites de importación –que varían anualmente a contar del séptimo año- a los principales productos que son sensibles en el mercado lácteo interno:  leche en polvo, crema, leche condensada, mantequilla, sueros y quesos, y que se aplican cuando las importaciones en volumen provenientes de un socio del Acuerdo lo sobrepasan en el correspondiente semestre.  Agregó, que dicha cuota, que en su inicio es de 247,6 toneladas, se basa en una situación de mercado en que la importación láctea originada en Nueva Zelanda incidía fuertemente. 


En este punto, al ser consultado por el Honorable Senador señor Espina respecto de si estaban de acuerdo en que se tomara ese volumen de importación como cifra base, respondió afirmativamente, contrastándolo con el hecho de que, a la fecha, el volumen de importaciones desde Argentina es de 1.300 toneladas, esto es, una diferencia  significativa.


Finalmente, expresó, el representante de Fedeleche, que su sector no tiene disconformidad con el Acuerdo P 4.


El señor Manuel Riesco, a su turno, señaló que el Consorcio Agrícola del Sur, CAS, y la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, Sofo, no se oponen al proyecto de acuerdo, en la medida que ello no signifique que terceros países, como Australia o Perú, puedan ingresar automáticamente a este tratado sin necesidad de su aprobación por el Congreso Nacional.  Previno que de ser así, aquellas incorporaciones afectarán el trigo y complicarían la situación.


Al respecto, el Honorable Senador señor Coloma informó que la Comisión de Relaciones Exteriores, de la cual Su Señoría es miembro, analizó el tema planteado por el representante del sector agrícola, con oportunidad de la ampliación del Tratado de Libre Comercio de la Unión Europea, que pasó de 15 a 25 miembros, existiendo la duda si el acuerdo marco facultaba para que al incorporarse nuevos países a la alianza, ello significara la extensión automática de los beneficios.  Sobre el particular, se fijó el criterio que, en todo caso, aquellas materias deben ser aprobadas por el Congreso Nacional. Agregó que, también, se planteó el tema de Australia y Perú, determinándose que el ingreso de cualquiera de ellos supone la aprobación legislativa de nuestro país.


El señor Director (S) de Direcón informó que si bien en el espíritu del Acuerdo está conseguir la adhesión de otros países, la fórmula de incorporación supone necesariamente negociar las listas con cada Estado parte, por separado, luego si, por ejemplo, Australia manifestara su voluntad de ingresar se requiere una negociación y, obviamente, lo anterior significa que dicho país acepte las listas y los años que Chile plantee; por ende, declaró, no rige en forma automática.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, en el sentido de si sería posible que de los cuatro países miembros, tres acuerden permitir el ingreso de un quinto y ello obligue a la parte que no fue consultada o no estuvo de acuerdo, el representante del Ejecutivo aseveró que no es factible.


La Comisión acordó dejar constancia de lo afirmado por el Ejecutivo, en el sentido de que la incorporación de un nuevo país al Tratado, será siempre materia de una negociación adicional entre los países, cuyo acuerdo deberá ser aprobado por el Congreso Nacional; declaración que constituye un factor importante para su aprobación.


Sobre el punto el señor Riesco consultó si, no obstante, ser necesaria la aprobación del Congreso, el hecho de tener ya fijados las listas y los plazos de desgravación, lo anterior, no obliga a que Chile los respete.  Asimismo, preguntó, ¿qué pasaría con el régimen de bandas de precios en el caso de una eventual incorporación de Australia?  Precisó que su inquietud, se funda en que el año pasado se le dio al Mercosur las mismas condiciones que a Estados Unidos con el acuerdo de desgravación de las bandas de precios sin que hubiese sido aprobado por el Parlamento, pero sí fue publicado por los diarios oficiales de Argentina, Uruguay, Paraguay, encontrándose con el problema de que para ellos es ley, y en Chile se firmó, por lo que consulta si no podría suceder lo mismo con Australia.


El señor Director (S) de Direcón afirmó que cuando Chile negoció con Mercosur, lo hizo con cuatro países y, en ese caso, sí que hubo una sola plantilla, porque es una negociación de uno contra cuatro.  Sin embargo, enfatizó, en el Acuerdo P 4  son cuatro socios desde el primer día, por lo tanto, cualquier nuevo país que desee ingresar deberá negociar individualmente con los cuatro, ejemplificó que nuestra lista con Singapur es cero y, a su vez, nuestra página con Nueva Zelanda tiene categorías de 12, 10, 6 y 3 años, y la plantilla que ese país dio a Chile tiene 99% el día uno y en 3 años un poco más, entonces, esta asimetría de listas es la misma que va a aparecer si es que se negociara con Perú, Australia o con Tailandia que manifestó, también, su voluntad de ingresar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Vásquez reiteró lo expuesto por el representante del Ejecutivo en el sentido de que  efectivamente la negociación con cada uno de los países es distinta, por lo tanto no tiene ninguna lógica pensar que la negociación de nuevos países se hará con el bloque, ya que al interior del P4 se ha negociado individualmente. 


A su vez, el Honorable Senador señor Coloma indicó que en la Comisión de Relaciones Exteriores se planteó el incidente, ya que para que pueda tener vigencia en nuestro país dicho acuerdo tiene que ser sometido al trámite de aprobación ordenado por la Constitución Política de la República, porque se refiere a materias de índole arancelaria.  Previno, sin embargo, que en su momento, don Carlos Furche, Director General de Direcón, señaló que el Ejecutivo tiene un punto de vista discrepante, por lo que existe un incidente de interpretación.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina expresó que, a su juicio, el punto de vista del Ejecutivo es inconstitucional, ya que no se puede extender a terceros países acuerdos arancelarios que son materias de tributos y que, por lo tanto, requieren de una ley, agregó que si fuese publicado en el diario oficial debería recurrirse ante el Tribunal Constitucional.


En virtud de lo aseverado por el representante del Ejecutivo, respecto a la incorporación de Australia o de otros países, el señor Riesco manifestó que las organizaciones gremiales que representa están conformes.  


Por otra parte, el señor Presidente informó de las observaciones que don Alvaro Jana formuló a solicitud de la Comisión, quien en lo sustantivo reafirma la tesis señalada por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, Direcón, en el sentido que si Chile aplicare o tuviere una norma especial de salvaguardia por cuota, lo anterior, no impide que nuestro país pueda aplicar la salvaguardia general, pero no simultáneamente.


Dio a conocer que el especialista en la parte medular de su informe, señala que en materia de salvaguardias globales y lácteas, “respecto de un mismo producto, Chile no puede aplicar, simultáneamente, una salvaguardia láctea y una salvaguardia OMC o global.  Esta es la única limitación del P4  sobre este derecho OMC.  En todo lo demás, los derechos de Chile bajo el Artículo XIX del GATT de 1994 y el Acuerdo sobre Salvaguardias (derechos OMC para salvaguardias globales) quedan indemnes.  El P4 usa los conceptos de aplicación, adopción y mantención simultánea de ambas salvaguardias.  Por tanto, en la práctica puede darse que la Comisión de Distorsiones inicie una investigación por salvaguardia global mientras se encuentra en aplicación una salvaguardia láctea.  Eso sí, para poder imponer una salvaguardia global provisoria o definitiva, debe antes dejarse sin efecto la salvaguardia láctea aplicada.  De lo contrario se infringe el P4.”.





De lo informado, Su Señoría expresó, se desprende que Chile mantiene en este tratado el derecho de optar por una u otra salvaguardia, y que no puede aplicar ambas a la vez, circunstancia relevante, ya que cabía entender que por el hecho de contemplar el tratado una salvaguardia láctea especial, se perdía el derecho a la salvaguardia global, y por lo expuesto, acotó, ello no sería así.





Por su parte el Honorable Senador señor Vásquez dejó constancia que la opinión del asesor señor Jana concuerda con la sustentada en su oportunidad por la Direcón y, además, consultó si esta cláusula realmente protege los derechos de nuestro país, porque aplica, inicialmente, la salvaguardia láctea, de acuerdo con el P 4, mientras se inicia la investigación para las demás salvaguardias, dejando sin efecto la primera, consulta que fue respondida afirmativamente por el representante del Ejecutivo.





Finalmente el señor Presidente Honorable Senador señor Espina dejó constancia que la unanimidad de la Comisión, previo a votar el Acuerdo en informe, tuvo especial consideración por conocer la opinión que las organizaciones gremiales invitadas:  Federación Nacional de Productores de Leche, Fedeleche, Consorcio Agrícola del Sur, CAS, y Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, Sofo, tuvieran sobre los efectos que este Tratado generaría para la agricultura de nuestro país.


- Puesto en votación el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Coloma y Vásquez. 


Asimismo, se deja constancia que el Honorable Senador señor Jaime Naranjo no se encontraba al momento de la votación, no obstante haber manifestado, en la sesión anterior, su voluntad de concurrir con su voto favorable al  presente Acuerdo. 

- - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, técnica en la materia, cuyo tenor es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.-  Apruébanse el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorandum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005.”.

- - - - -


Acordado en sesiones  celebradas los días 10 y 12 de julio de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Naranjo Ortiz, y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 18 de julio de 2006.

(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA; EL MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE COOPERACIÓN LABORAL, Y EL ACUERDO DE COOPERACIÓN AMBIENTAL SUSCRITOS ENTRE CHILE, BRUNEI DARUSSALAM, NUEVA ZELANDA  Y SINGAPUR

(4047-10)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

En sesión de fecha 10 de mayo de 2006, al darse cuenta de esta iniciativa, la Sala del Senado dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores; de Agricultura, y de Hacienda.


Cabe señalar que el proyecto de acuerdo en informe fue aprobado en general y en particular por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Agricultura, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.


Se hace presente que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, se propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, al igual que lo hizo, en su oportunidad, la Comisión de Relaciones Exteriores.


A la sesión en que vuestra Comisión trató el proyecto de acuerdo asistieron, además de sus miembros, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Carlos Furche, y el asesor del Director, señor Patricio Balmaceda.

- - -


Se deja constancia de que el proyecto de acuerdo en informe debe ser votado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo, del artículo 66, de la Carta Fundamental, en virtud de que la aplicación del anexo 12.C, “Pagos y Transferencias. Chile” incidirá, eventualmente, en las facultades que el artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE ACUERDO


Establecer una alianza económica y estratégica entre las partes, basada en el interés común y en la profundización de la relación entre ellas en todas las áreas de aplicación; establecer un marco para la cooperación entre las Partes, particularmente en las áreas comercial, económica, agrícola, educacional, científica y tecnológica, y aumentar las oportunidades de inversión entre las Partes.
ANTECEDENTES





Para un adecuado estudio de esta iniciativa legal se tuvieron presentes los siguientes antecedentes:





- De Hecho:





1.- Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

En este documento el Primer Mandatario afirma que la estrategia chilena de inserción internacional, basada en una economía abierta y competitiva, ha sido exitosa y ha permitido obtener altas tasas de crecimiento económico, en el marco de una política que es compartida por los principales actores del país y que ha tenido como objetivo posicionar a Chile dentro del escenario económico mundial.

Señala que para ello se ha maximizado las oportunidades que presenta la economía global, dotando a nuestro país de una red de acuerdos comerciales, que aseguran y mejoran el acceso de los productos y servicios chilenos a los mercados internacionales y resguardan, al mismo tiempo, nuestros intereses a través de adecuados instrumentos de defensa comercial. Ello ha permitido diversificar las exportaciones, y contar con reglas claras y permanentes para el comercio de bienes y servicios.

Informa que hoy, cerca del 80 por ciento del comercio exterior de Chile está regido por los Acuerdos Comerciales que nuestro país ha suscrito. Asimismo, la incidencia de las exportaciones en el Producto Interno Bruto (PIB) ha aumentado en un 10,3 por ciento anual, durante el período 1998 - 2004. Precisa que mientras las exportaciones de bienes realizadas en el año 1998 representaron el 18,6 por ciento del PIB, en el año 2004 estas ascendieron al 33,4 por ciento.

Explica que la inserción internacional de nuestro país se ha desarrollado a partir de la apertura unilateral, de una activa participación en los foros y acuerdos multilaterales y de la negociación de acuerdos comerciales bilaterales y regionales.

Respecto de inserción internacional por la vía de la negociación de acuerdos, indica que se encuentran vigentes 13 acuerdos de esta naturaleza, de los cuales 1 es un Acuerdo de Asociación (Unión Europea); 6 son Tratados de Libre Comercio (EE.UU., Área Europea de Libre Comercio (EFTA), Corea, México, Canadá y Centro América); y 6 son Acuerdos de Complementación Económica en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración ALADI (MERCOSUR, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia y Venezuela).

Puntualiza que en el caso específico de la estrategia de integración comercial con la región Asia-Pacífico, en el Foro APEC, Chile ha buscado activamente promover los acuerdos bilaterales y sub-regionales como  instrumentos eficaces para la profundización de la integración comercial y económica entre los países de la Región, considerando que en los últimos años el Asia Pacífico ha pasado a constituir una prioridad para nuestra política comercial internacional. En este contexto, el año 2004, durante el cual Chile fue sede de las actividades de este Foro, representa la consolidación de la política antes descrita.

Recuerda que en su mensaje al Congreso Nacional del año 2002 expresó que, una vez desarrolladas las negociaciones con la Unión Europea y el proceso de profundización de los Acuerdos con la mayoría de los países de América Latina, el desafío de Chile era apuntar a un mayor acercamiento con las economías del Asia-Pacífico. Acota que el presente Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica es una  respuesta concreta a ese desafío

Expresa que el Acuerdo es el resultado de un proceso de negociaciones que fue iniciado por el Presidente de Chile y los Primeros Ministros de Singapur y Nueva Zelanda durante la Cumbre de Líderes de APEC, celebrada en Los Cabos, México, en el mes de octubre del año 2002, proceso al cual se sumó posteriormente Brunei Darussalam.

Hace presente que una de las características más importantes de este Acuerdo es que la cantidad y diversidad de materias que abarca es considerablemente más vasta que la de los Tratados de Libre Comercio convencionales. En efecto, sostiene, junto con los líderes de Nueva Zelanda y Singapur, se acordó establecer una alianza estratégica que no sólo abordara los temas económicos y comerciales tradicionales, sino también, privilegiara la asociatividad y la cooperación en tecnologías, inversiones, investigación, y el desarrollo de áreas como comercialización y distribución, entre otros temas.

El objetivo central de esa definición fue establecer que el Acuerdo de Asociación, junto con liberalizar las relaciones económicas y comerciales, también debería contribuir a que los cuatro países mejoren sus capacidades para competir en los mercados internacionales y particularmente en la región del Asia-Pacífico.

Asevera que de esta forma el Acuerdo, junto con crear una zona de libre comercio conforme a las normas de la OMC, establece compromisos en materias económicas, financieras, tecnológicas y de cooperación. Asimismo, deja abierta la posibilidad para la incorporación de nuevos miembros a esta alianza estratégica.

Expresa que Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam, son cuatro economías que comparten una visión común en su estrategia de integración al mundo. Se trata además de economías abiertas y con una destacada evaluación internacional de sus desempeños económicos e institucionales. Es por ello, que este Acuerdo de Asociación Económica Estratégica se constituirá en un gran estímulo para la construcción de un puente de comercio e inversiones entre el sur de América Latina y el Asia Pacífico.

Previene que los aspectos comerciales no son los más significativos en la relación de estas cuatro economías, por lo que sería un error enfocar la discusión de los beneficios del Acuerdo únicamente en los temas arancelarios o de intercambio comercial.

Advierte que, por lo mismo, no tiene sentido cifrar las ventajas de este Acuerdo sólo en un aumento de las exportaciones a esos mercados, ni tampoco corresponde esperar bruscos incrementos de importaciones provenientes de los mismos. La relevancia más significativa de este Acuerdo estará en su contribución a aumentar las exportaciones hacia terceros mercados, a través de operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución entre las cuatro economías.

Sostiene que tal como lo hacen las grandes empresas transnacionales, las que además de competir, establecen alianzas estratégicas, asimismo deben hacerlo los países, particularmente aquellos que por su escala reducida están imposibilitados de influir en las grandes tendencias de la economía mundial.

Asegura que la competitividad también depende de la capacidad de establecer alianzas con economías que comparten visiones y objetivos similares en el comercio mundial, es decir, se trata de cooperar para competir mejor. Menciona que esta cooperación estratégica deberá reflejarse no sólo en materia de distribución y comercialización en terceros mercados, sino también en proyectos conjuntos de investigación y desarrollo, ciencia y tecnología, innovación, cultura, educación y aspectos de propiedad intelectual, entre otros.

Subraya que en el futuro esta alianza debiera resultar también en posturas comunes en materias del ámbito económico y planteamientos coordinados en los organismos multilaterales.

Informa que, además, la asociación incorpora elementos en materia de estándares ambientales y laborales a través de instrumentos internacionales independientes, negociados de manera conjunta: el Memorando de Entendimiento sobre Cooperación Laboral y el Acuerdo de Cooperación Medio Ambiental, los cuales tienen como  objetivo central reafirmar el carácter amplio e integral de la alianza entre los países suscriptores.

Remarca que tal como ha acontecido en todas las negociaciones comerciales recientes, el Acuerdo de Asociación se desarrolló sobre la base de una muy positiva y transparente colaboración público-privada, concordándose entre ambos sectores los aspectos claves del mismo.

2.- Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Agricultura del Senado: el proyecto de acuerdo  fue estudiado previamente por las mencionadas Comisiones, que lo aprobaron en general y en particular en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.





- Jurídicos:





- Artículo 54 Nº 1 de la Constitución Política de la República, que consagra entre las atribuciones exclusivas del Parlamento, aprobar o desechar los tratados internacionales que le fueren presentados por el Presidente de la República antes de su ratificación.





- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 22 de junio de 1981.

- Acuerdo de Marrakech, que establece la Organización Mundial de Comercio, promulgado por decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 17 de mayo de 1995.

- Ley Nº 18.525, normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido es el decreto con fuerza de ley Nº 31 del Ministerio de Hacienda, publicado el 22 de abril del 2005.

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR

Al darse inicio al estudio del proyecto de acuerdo, el Director de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería expuso que el Acuerdo en cuestión, cuya negociación concluyó hace casi un año, consiste en un Tratado de Libre Comercio (T.L.C.) amplio, comprensivo, que incluye la mayor parte de las áreas temáticas que en la actualidad se recoge en Acuerdos de este tipo, con capítulos referentes a comercio de bienes, normas de origen, procedimientos aduaneros, defensa comercial, barreras técnicas, medidas sanitarias y fitosanitarias, políticas de competencia, compras de gobierno, entrada temporal de personas, propiedad intelectual, comercio en servicios, solución de controversias, y cooperación. Además, señalo, incluye anexos en materia de cooperación en aspectos ambientales y laborales.

Hizo presente que Chile no tiene gran comercio con los países miembros del Acuerdo y que el intercambio comercial total con ellos asciende en la actualidad aproximadamente a US$150 millones, con una balanza comercial favorable a Chile.

Mencionó que durante la negociación del Tratado de Libre Comercio el único punto relativamente sensible fue el referido al sector lácteo, porque había cierta inquietud de la industria chilena en torno a una apertura demasiado rápida respecto de Nueva Zelanda. Recordó que, hoy en día, del total de importaciones de lácteos que Chile realiza, menos del 4% proviene de Nueva Zelanda y subrayó que Chile pasó, en la última década, de ser un país importador neto de productos lácteos a exportar estos productos.

Informó que la estructura del Acuerdo se estableció sobre la base de tres listas de desgravación: inmediata; a cinco años, y a 10 años, y que la única excepción la constituyen precisamente los productos lácteos, que quedaron en una lista de desgravación a 12 años, con seis años sin variación arancelaria y luego una desgravación de un punto por año, hasta la apertura total el año 12. Expresó que se contempla, además, una salvaguardia bilateral especial, con gatillo automático, que responde a eventuales incrementos sobre el volumen importado desde Nueva Zelanda, la que retrotrae el arancel al original en el momento de iniciar el programa de desgravación. Con ello, afirmó, el sector lácteo chileno queda plenamente resguardado, como han sostenido incluso los representantes de ese sector.

Manifestó que el impacto fiscal del Acuerdo es muy reducido, dado el escaso volumen de comercio que representa la asociación con los países miembros, y que se estima una pérdida fiscal de US$3,3 millones al momento de puesta en vigencia del Tratado, y de US$ 3,7 millones cuando esté en régimen.

Destacó que desde la perspectiva del largo plazo, en el aspecto estratégico, este T.L.C. debiera evaluarse no sobre la base de los eventuales y potenciales incrementos del comercio, sino en cuanto a la posibilidad de tener con Nueva Zelanda y con Singapur una asociación que permita intercambio tecnológico y de servicios, una plataforma para el desarrollo de nuevos negocios y, particularmente, en el caso de Singapur, que es uno de los principales puertos del Asia y una importante puerta de entrada al Asia, la oportunidad de operar de modo más ágil en esa zona.

Hizo notar que el Tratado tiene una cláusula que permite la adhesión de nuevos socios, mencionando que en la última reunión de los países del Asia-Pacífico cada uno de los firmantes del Tratado se comprometió a auscultar en su región la posibilidad de incorporar un nuevo socio. Puntualizó que en virtud de dicho compromiso Nueva Zelanda pretende incorporar a Australia, Singapur a Hong Kong y Chile considera dos eventuales socios, cuales son Perú y Colombia.

El Honorable Senador señor Ominami consultó por la razón de haber negociado un Tratado con cuatro países, en vez de negociarse acuerdos bilaterales con cada uno de ellos.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que obedece a una razón histórica, ya que 10 años atrás Chile y Nueva Zelanda acordaron iniciar negociaciones bilaterales, las que se suspendieron como consecuencia de las dificultades que surgieron por el sector de lácteos. Luego, el año 2000, en una de las reuniones de APEC, el entonces Presidente Lagos y la Primera Ministra de Nueva Zelanda retomaron las negociaciones, a las cuales se sumó Singapur, que ya tenía un Tratado de Libre Comercio con Nueva Zelanda. Brunei se sumó casi al final.

El Honorable Senador señor García inquirió si Nueva Zelanda aplica a su producción agrícola y láctea algún subsidio que pueda transformarse en competencia desleal para Chile.

Asimismo, consultó por la cláusula que se contempla en el Acuerdo, que conserva para Chile el derecho de aplicar, en casos de defensa comercial y salvaguardias globales, cuando sea necesario defender áreas de producción en dificultad, las medidas del Acuerdo que establece la O.M.C., en los términos previstos en la legislación chilena. Observó que la materia es particularmente sensible en lo referente al trigo, por lo que preguntó por la disposición y posibilidad de los Acuerdos firmados por Chile, a ampliar la legislación interna a los casos que señala la O.M.C., que es más generosa en materia de salvaguardias y la intención del Ejecutivo de avanzar en ese sentido.

Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que en lo que se refiere estrictamente al Tratado y a la aplicación de subsidios por Nueva Zelanda, este país tiene una fuerte inversión en desarrollo tecnológico y que en el pasado operó con subsidios al mejoramiento de los suelos, al sistema de regadío y mejoramiento de praderas en general, pero que ese debe ser el país con la agricultura más competitiva en el mundo que no aplica subsidios. Más aún, aseveraron, Chile y Nueva Zelanda son socios en todos los foros internacionales para exigir la liberalización del comercio agrícola en términos de los subsidios a las exportaciones y la limitación de los apoyos internos.

Precisaron que, sin perjuicio de lo anterior, el Tratado mantiene intactas las medidas de defensa comercial que permite la normativa O.M.C., tales como salvaguardias, derechos compensatorios ante la eventual aplicación de subsidios o derechos antidumping. Además, se establece la salvaguardia bilateral, que no existe hoy en día, que permitiría en caso de incremento anormal de las importaciones, sobre la base de volúmenes que, además, son muy bajos, volver al arancel original.

En cuanto a la posibilidad de modificar nuestra legislación, recordaron que el año 1999 Chile estableció una normativa en materia de salvaguardias, que se autolimita y que determina que se puedan aplicar por un período máximo de dos años, mientras la O.M.C. permite cuatro más cuatro, y dos adicionales para los países en desarrollo.

Señalaron que es posible, incluso considerando este Tratado y otros que Chile ha suscrito, modificar la legislación interna, con la sola excepción de un Tratado de Libre Comercio en que se hubiera acordado limitar también los derechos O.M.C., como se hizo, por ejemplo, en el T.L.C. con Canadá.

El mismo Honorable Senador señor García inquirió por la estimación que se hace del probable incremento del comercio y los principales rubros de importación y exportación favorecidos.

Los personeros del Ejecutivo respondieron que la estimación es de incrementos modestos y que no se esperan cambios significativos en los actuales flujos de comercio, que están creciendo a tasas de 3 o 4% al año. La principal posibilidad estaría dada en el sector frutícola y vitivinícola, porque Nueva Zelanda, no obstante producirlos, es también un país importador de frutas y de vino. Igual posibilidad se ofrece respecto del sector acuícola, fundamentalmente en salmones y truchas. La Cancillería evalúa que el mayor incremento debiera darse en los servicios, más que en los bienes, fundamentalmente en el área de servicios tecnológicos.

El Honorable Senador señor Novoa consultó por la denominación que se da al Tratado, el que se califica como Acuerdo de Asociación Estratégica de Asociación Económica y no como Tratado de Libre Comercio, como se ha hecho antes.

Ante su pregunta los representantes del Ejecutivo manifestaron que ello responde a que Nueva Zelanda buscó darle un carácter de cooperación más estrecha, y que trató de replicar con Chile el Acuerdo de Asociación Estratégica que tiene con Australia. Observaron que en todos los foros internacionales vinculados al comercio hay alguna actividad conjunta de los socios del Acuerdo en informe.

Ante una pregunta en ese sentido, se señaló que el memorándum de entendimiento sobre cooperación laboral constituyó un tema complejo en las negociaciones, en atención a que los países asiáticos son reticentes a que se mencionen los aspectos laborales en los T.L.C. No obstante, aseguraron, tanto en lo referente a los aspectos laborales, como en lo relativo a las materias ambientales, se comprometen dos cosas: intercambio oportuno y fluido de información y cumplimiento pleno de las legislaciones nacionales.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala lo siguiente:

“1.- El presente proyecto contiene tres elementos de naturaleza diferente y con distintos ámbitos de influencia. Así, el texto considera un acuerdo de asociación económica y sus anexos; un memorando de entendimiento sobre cooperación laboral y un acuerdo de cooperación ambiental. Para efectos del presente informe financiero, sólo se consideró el impacto del acuerdo de asociación económica, pues éste, al considerar un esquema de desgravación arancelaria, implica un efecto sobre la recaudación tributaria.

2.- En particular, el acuerdo consiste en que todos los productos que se comercien entre los países participantes gozarán, dentro del plazo máximo de 10 años, de una desgravación arancelaria completa. La única excepción a esta norma general consiste en el período de desgravación de los productos lácteos que se importen a Chile. En este caso el plazo es de 12 años. Además de esto, se pactaron medidas y compromisos relativos a la consolidación de las partidas arancelarias, la no imposición de medidas para-arancelarias que puedan afectar el comercio entre los países participantes, y la eliminación de los subsidios a la exportación de productos agrícolas entre los países signantes, como, asimismo, la promoción de esta medida en el ámbito multilateral.

3.- El impacto financiero del proyecto se ha estimado en términos estáticos, es decir, sin considerar cambios en las distintas variables de la economía, como Producto Interno Bruto, Importaciones, Tipo de Cambio, Inflación Externa e Inflación Interna. Tampoco se ha considerado el efecto de alguna desviación de comercio que pudiera producirse. En términos generales, puede afirmarse que un acuerdo de estas características impacta negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de la recaudación de los aranceles y su correspondiente IVA, por las importaciones provenientes de Nueva Zelanda y Singapur. En el caso de Brunei Darussalam, no se deduce impacto alguno por cuanto el comercio entre Chile y ese país es nulo.

4.- La pérdida fiscal, asociada a la aplicación del acuerdo para Nueva Zelanda y Singapur juntos, asciende, para el primer año y para el último año de reducción arancelaria, a US$3,3 y US$3,7 millones, respectivamente. Las cifras están expresadas en dólares de 2006 y en situación de 2006.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hicieran las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Agricultura.

El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.-  Apruébanse el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005.”.

- - -


Acordado en sesión realizada el día 19 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 24 de julio de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES FREI (DON EDUARDO) Y NARANJO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE AUMENTO DE PENAS EN CASO DE MUERTE O MALTRATO DE OBRA A FUNCIONARIOS DE CARABINEROS, INVESTIGACIONES Y GENDARMERÍA

(4362-07)

Honorable Senado:

Considerando:

Es de público conocimiento que el  accionar de la delincuencia está  causando alarma en amplios sectores de la  ciudadanía.

Más allá  de enfrentar  una  discusión acerca si la delincuencia ha crecido  o si se mantiene igual, o cuales han sido los origenes de ésta, no es posible  desconocer que este problema existe y que es necesario que la sociedad en su conjunto lo enfrente.

La lucha contra la delincuencia, debe considerar a lo menos 5 pilares básicos.

· Prevención y educación de la sociedad en su conjunto y muy especialmente de los sectores más vulnerables.

· Aumento en las sanciones para quienes cometan delitos.

· Políticas de reinserción social de los delincuentes.

· Cárceles dignas.

· Mayor protección legal para quienes se encuentran en la primera línea de contención de la delincuencia, es decir los funcionarios de carabineros, investigaciones y gendarmería.

Este último punto es extraordinariamente importante,  ya que  se ha  visto que la delincuencia ha perdido el temor a agredir a funcionarios policiales o de gendarmería; esto a pesar de que la actual legislación considera factores especiales que aumentan las penas  cuando se dan acciones de este tipo contra funcionarios de carabineros, de investigaciones  y de gendarmería . 

Estadísticas  de Carabineros establecen un aumento sostenido en las agresiones y ataques en su contra.  Entre el año  2002 y el   2005 las agresiones han aumentado en un 400% .  Situación similar ocurre al  personal de investigaciones y gendarmería.   

El Estado tiene el deber de proteger a sus  funcionarios policiales y de gendarmería, quienes se encuentran en la primera línea  de combate al delito, los cuales poseen un alto grado de profesionalismo y probidad, reconocido a nivel mundial, hecho que   enorgullece  a los chilenos.

No podrá haber una real  agenda antidelincuencia,  si ésta no   contempla la  máxima protección a las fuerzas del orden de nuestro país, y el aumento de las penas y sanciones para quienes agredan,  de cualquier forma,  a carabineros, a funcionarios de investigaciones  y de gendarmería en actos de servicio.

Se hace entonces necesario  incorporar  a estas modificaciones legales el maltrato a funcionarios de gendarmería los que hasta la fecha ni siquiera contaban con la protección legal correspondiente, más aún cuando ellos deben  día a día  enfrentar a la delincuencia organizada que actúa desde el interior de  las cárceles .

La experiencia internacional, principalmente en los Estados Unidos y Europa ha demostrado que cuando se endurecen las sanciones,  los ataques contra  funcionarios del orden    disminuyen por el efecto disuasivo y ejemplarizador de las penas.

En virtud de lo anteriormente  expuesto, se propone  aprobar el siguiente Proyecto de Ley:

PROYECTO DE LEY QUE AUMENTA LAS PENAS EN LOS CASOS DE DELITOS DE MALTRATO DE OBRA A FUNCIONARIOS DE CARABINEROS, INVESTIGACIONES Y GENDARMERÍA.

Art. 1 Introduce las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

1) Reemplázase el artículo  416 por el siguiente.

Art.416.- El que matare a un carabinero  que se  encontrare en el ejercicio de sus funciones o conociere su calidad de tal será castigado con la pena de presidio perpetuo calificado.

2) reemplázase los numerales del uno al cuatro del art. 416 bis por los  siguientes:

1° Con la pena de  presidio mayor en su grado medio a máximo   si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil, para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

2º  Con la pena de  presidio  mayor en su grado mínimo a medio  si las lesiones produjeren  al ofendido enfermedad  o incapacidad  para el trabajo por más de treinta días.

3° Con presidio menor en su grado máximo si le causare lesiones menos graves.

4° Con presidio menor en su grado menor en su grado mínimo a medio o multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves.

5° Quien  reincidiere en las conductas establecidas en los numerales uno y dos de este artículo deberá  ser castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo.

3) agréguese un segundo inciso al art. 417 que establece.

“las mismas penas se aplicarán a quienes cometan ofensas graves contra funcionarios de Carabineros con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución”.

Artículo 2. Introduce las siguientes modificaciones al decreto ley N° 2460 de 1979; Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile.

1) Reemplázase el art. 17 por el siguiente:

Artículo 17.- El que matare a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones o en su calidad de tal,   será castigado con la pena de presidio perpetuo calificado.

2) Reemplázase los numerales uno a cuatro del art. 17 bis por los siguientes:

1° Con la pena de presidio mayor en su grado medio a máximo si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algun miembro  importante o deforme.

2° Con la pena de  presidio  mayor en su grado mínimo a medio  si las lesiones produjeren  al ofendido enfermedad  o incapacidad  para el trabajo por mas de treinta días.

3° Con presidio menor en su grado máximo si le causare lesiones menos graves.

4° Con presidio menor en su grado menor en su grado mínimo a medio o multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves.

5° Quien  reincidiere en las conductas establecidas en los numerales uno y dos de este artículo deberá  ser castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo.

Artículo 3°.  Introduce las siguientes modificaciones al DL.2859 de 1979 del Ministerio de Justicia que aprueba la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile.

Articulo 15 A.- “El que matare a un miembro de gendarmería de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones o con conocimiento de su calidad de tal será castigado con la pena de presidio  perpetuo calificado.

Artículo 15 B.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de gendarmería de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones o con conocimiento de su calidad de tal, será castigado con las siguientes penas:

1º Con la pena de  presidio mayor en su grado medio a máximo   si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil, para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

2º  Con la pena de  presidio  mayor en su grado mínimo a medio  si las lesiones produjeren  al ofendido enfermedad  o incapacidad  para el trabajo por más de treinta días.

3° Con presidio menor en su grado máximo si le causare lesiones menos graves.

4° Con presidio menor en su grado menor en su grado mínimo a medio o multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves.

5°Quien  reincidiere en las conductas establecidas en los numerales uno y dos de este artículo deberá  ser castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo.

Artículo 15 C. Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del  Código Penal serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 15 D. El que amenazare en los términos del artículo 296 y 297 del Código Penal a uno  o más de los integrantes de Gendarmería de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio a máximo.

La misma pena se aplicará a quienes cometan ofensas graves contra funcionarios de la Institución, con conocimiento de su calidad de tal. 

(Fdo.):Eduardo Frei Ruiz-Tagle,



Jaime NaranjoOrtiz,



Senador






Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES SOBRE FINANCIAMIENTO DE PLANES MAESTROS DE AGUAS LLUVIAS

(S 886-12)

Honorable Senado:

Considerando: 

1. Que las inundaciones en zonas urbanas y rurales, producidas por temporales ocasionan con frecuencia pérdidas de vidas, afectan la calidad de vida y la salud de las personas, y generan daños a las viviendas, los bienes y a la infraestructura. 

2. Que las soluciones no siempre resultan eficaces, si bien no necesariamente se detectan déficit técnicos críticos. Aparentemente esto se debe a que en muchos casos el tema no se aborda con un enfoque multidisciplinario ni desde una perspectiva de planificación territorial y urbana. Un enfoque multidisciplinario del tema corresponde a aquél donde los aspectos propiamente técnicos forman parte de una solución integral y sistémica que considera centralmente los elementos y condicionantes del medio físico, natural y construido.

3. Que en cuanto a la planificación territorial, particularmente en materias de mitigación de desastres naturales, debe primar el concepto de la prevención por sobre la actuación frente a las emergencias, lo que entre otras acciones conduce a que los instrumentos normativos urbanos incluyan la zonificación de riesgos y las condicionantes o restricciones de uso del suelo según dicha zonificación. Todo lo anterior trae consigo, naturalmente una serie de desafíos, no siempre fáciles de enfrentar, entre ellos desafíos legales y normativos, institucionales, organizacionales y administrativos, así como de índole más general como los socio-políticos, ambientales y económicos- financieros. 

4. Que en materias de inundaciones urbanas, Chile no es una excepción puesto que si bien en el último tiempo se ha logrado un avance significativo al abordarse estos problemas con un enfoque paulatinamente más completo e integral, y ya se han estado formulando los diagnósticos y delineando, a nivel de planificación, soluciones a las aguas lluvias en las principales ciudades y centros poblados del país (mediante los planes maestros de aguas lluvias), además de la construcción de obras que se han considerado constituyentes de la ruta crítica de algunas de estas soluciones, es preciso reconocer que todavía queda bastante por hacer en cuanto a enfrentar con decisión muchos de los desafíos señalados. 

5. Que posterior a la promulgación de la Ley 19525, a fines de 1997, y con la elaboración en el plazo de cinco años de los Planes Maestros de Aguas Lluvias para ciudades con más de 50.000 habitantes, el país enfrenta el desafío de materializar los sistemas de drenaje y evacuación de aguas lluvias que eviten o aminoren las inundaciones urbanas. El MOP cuenta ya con estimaciones de inversión en colectores primarios y secundarios de aguas lluvias para todo el país a partir de los planes maestros elaborados, los que las sitúan en el orden de US$ 2500 millones. 

6. Que el tema de las soluciones a materializar cubre aspectos no solamente técnicos o normativos y ambientales, sino también una serie de otros aspectos de naturaleza institucional, administrativa, normativa y legal, como asimismo de naturaleza económica y financiera. 

7. Que al analizar fuentes alternativas de financiamiento es posible identificar una gama de opciones entre dos extremos: dejar al Estado como responsable único de solucionar los problemas empleando recursos del Presupuesto de la Nación o, traspasar por alguna vía la responsabilidad al sector privado, sector que debería también financiar las obras y hacerse cargo de la operación y mantenimiento de los sistemas. 

8. Que el MOP, en distintos momentos, ha señalado que la problemática de las inundaciones constituye una gran preocupación, por cuanto los más afectados son los sectores más desposeídos y los daños a la infraestructura cuantiosos, indicando que esta situación, producida por un fenómeno de la naturaleza se ha visto agravada, entre otras, por una deficiente planificación urbana y gestión del territorio; la falta de claridad respecto de la institucionalidad y entes responsables y un déficit histórico de inversión. 

9. Que durante el gobierno militar el déficit de inversión histórica, no tan sólo en obras de drenaje de aguas lluvias, sino que en obras hidráulicas en general, se acentuó dramáticamente. Durante ese período no se construyó ninguna obra de drenaje de aguas lluvias de importancia, ningún embalse de riego ni tampoco se abordó el tema de tratamiento de aguas servidas en el país. 

10. Que el escollo mayor que se enfrenta para solucionar este problema es el financiamiento, toda vez que al MOP no le es posible afrontar las inmensas inversiones que se requieren, por lo que se hace necesario buscar fuentes alternativas de financiamiento y gestión, que incorporen al sector privado y que consideren el aporte de todos los beneficiados con estas obras. 

11. Que dentro de las alternativas analizadas se menciona la de construir la infraestructura utilizando el mecanismo establecido en la ley de Concesiones, para lo cual se crearían empresas concesionarias de Aguas Lluvias, que se encargarían de realizar las inversiones, operar y mantener los sistemas y cobrar las cuentas a los usuarios, a través de la boleta de algún servicio básico, para lo cual se requiere aprobar una iniciativa legal. 

12. Que la segunda alternativa consiste en traspasar a las empresas sanitarias la responsabilidad de la evaluación y drenaje de las aguas lluvias. Para poder hacerlo se requiere una modificación de la Ley Sanitaria, que posibilite la ampliación del giro de estas empresas. Se ha analizado la posibilidad de traspasar a las empresas sanitarias la responsabilidad de los colectores de aguas lluvia que se interconectan con los de aguas servidas, cuando exista un informe técnico favorable para ello. Esta situación cabría dentro de el ámbito actual de competencia de dichas empresas, pero sólo daría una solución parcial al problema. 

13. Que estimaciones preliminares indican que al ejecutarse el total de las inversiones de drenaje de aguas lluvia en Santiago, las cuentas de agua subirían en promedio un 35% solo por este concepto, el que se debe compatibilizar con el aumento de tarifas por el tratamiento de aguas servidas, que bordeará el 79%, cuando estén en funcionamiento todas las plantas depudadoras. 

14. Que tanto el MOP como el Ministerio de Vivienda han entregado como una propuesta de solución al tema de las aguas lluvia, enmarcada en los presupuestos y las prioridades del gobierno que las modalidades de solución y la velocidad con que se ejecuten las inversiones, deberán tomar en cuenta la opinión de los afectados; la solución al problema debería ser paulatina y progresiva en el tiempo y dar prioridad de solución en el corto plazo a los sectores más afectados por las inundaciones. 

15. Que según ha informado el MOP este año, se está realizando una revisión de las necesidades de inversión en colectores, que de acuerdo al Plan Maestro de Evacuación de Aguas Lluvias de 1999 eran de US$ 2.800 millones en todo el país. Ello, como parte del trabajo del comité que, liderado por el Subsecretario Juan Eduardo Saldivia, está preparando una modificación al proyecto de ley sobre aguas lluvias -en trámite en este Senado- y que busca definir una fórmula viable de cobro a los usuarios a través de las sanitarias. 

16. Que según explicó el Subsecretario, esta evaluación apunta a establecer si dichas inversiones, entre las que se cuentan US$ 1.400 millones para la capital, son las más eficientes para enfrentar lluvias de intensidad alta y si efectivamente es necesario realizar tal cantidad de obras, considerando que en los últimos seis años ya se han destinado US$ 380 millones. 

17. Que en el caso puntual de la Región Metropolitana se está construyendo una red de colectores primarios de 138 kilómetros, de los cuales 110 kilómetros ya están en operación, lo que ha permitido atenuar los impactos de las lluvias de los últimos años y eliminar la mayoría de los puntos críticos existentes en años anteriores. Y a través de las concesiones de autopistas se han invertido US$310 millones en colectores, mientras que el Estado ha ejecutado otros US$40 millones. 

18. Que el MOP ha indicado que si una parte importante de los problemas están resueltos, pareciera ser que todo conduce a que el remanente de inversión no debiera ser tan significativo, añadiendo que es posible explorar obras de naturaleza distinta a los colectores, más focalizadas y a un menor costo, para resolver los problemas pendientes. Por eso, entre los elementos a evaluar por parte de los técnicos del ministerio está el comportamiento pluviométrico de los últimos años, especialmente cuando hubo lluvias intensas, pero los puntos tradicionales de inundación no se anegaron. 

19. Que también existe el propósito de dar una mirada distinta del enfoque “constructivista” que prima en el plan maestro, donde la solución es construir grandes tubos por donde pasa el agua lluvia. La idea es considerar a la lluvia como un fenómeno sobre el cual se puede hacer gestión para atenuar sus externalidades en la ciudad. Y ello pasa por el diseño y construcción de infraestructura inundable, como parques, plazas, estanques subterráneos o pasos a desnivel, que permitan almacenar, embalsar y conducir las aguas acumuladas durante los momentos peak de las lluvias.
El Senado de la República acuerda:

Solicitar a la Presidenta de la República, Dra. Michelle Bachelet, disponer en el presupuesto de la nación para el año 2007, la inclusión de recursos extraordinarios que permitan adelantar la ejecución de los planes maestros de aguas lluvias, especialmente en aquellas zonas y regiones del país donde cada año las fuertes precipitaciones causan graves inundaciones y anegamiento de viviendas, con el consiguiente daño para las casas y los enseres de miles de familias chilenas, así como con el grave riesgo a la salud y la vida de muchos chilenos que se enferman, accidentan o mueren a causa de derrumbes o deslizamientos de tierra.

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,




Soledad Alvear Valenzuela,

Senador








Senadora
Jaime Naranjo Ortiz,






Carlos Ominami Pascual,


Senador








Senador
Ricardo Núñez Muñoz,





Guillermo Vásquez Úbeda


Senador








Senador

Carlos Ignacio Kuschel Silva




Pedro Muñoz Aburto


Senador








Senador

Antonio Horvath Kiss






Juan Pablo Letelier Morel,


Senador








Senador

Víctor Pérez Varela,


Senador
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